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Presentación


 El Impuesto sobre Sociedades es un tributo de carácter personal y directo que grava la renta de las sociedades y demás entidades jurídicas de acuerdo con las normas establecidas en la Ley; siendo directo porque grava la obtención de la renta sin trasladarse a terceros y personal porque incide sobre la renta en cuanto que atribuida a una persona, en este caso jurídica.

Consecuencia de la Reforma Tributaria del año 2015, esta figura impositiva ha inaugurado un nuevo marco regulador con la Ley 27/2014, de 27 de noviembre y su reglamento de desarrollo, aprobado por el Real Decreto 634/2015, de 10 de julio.

El Manual Práctico del Impuesto sobre Sociedades realiza un completo recorrido por este tributo, tanto desde el punto de vista del régimen general como de sus diferentes regímenes especiales, que cada vez cobran más importancia por las ventajas fiscales que comportan. Aunque precisamente por ello, la tributación en el ámbito de estos regímenes especiales requiere del cumplimiento por parte del contribuyente de diferentes condiciones previas, a veces de notable complejidad, las cuales se encuentran perfectamente explicadas en este manual.

Otra característica de la obra es la seguridad jurídica que proporciona el constante apoyo de los autores en la normativa a lo largo de sus exposiciones con lo que el lector conoce en cada punto del texto la normativa aplicable a la cuestión que se está suscitando.

Tan importante como lo ya indicado es la profusión de doctrina administrativa, materializada en forma de contestaciones a consultas a la Dirección General de Tributos y resoluciones del Tribunal Económico-Administrativo Central y que los autores utilizan para explicar aquellas cuestiones que no terminan de clarificarse con la aplicación pura de la norma, o bien existe un vacío legal o incluso una contradicción legislativa.

Asimismo, otro de los puntos fuertes de la obra son los numerosos ejemplos que redondean la vocación práctica de la obra y que se basan en situaciones reales y acordes con la normativa vigente.

Los contenidos de este Manual Práctico del Impuesto sobre Sociedades se encuentran completamente actualizados a los últimos cambios normativos del año 2017, entre los que destacan los del Real Decreto-ley 3/2016, de 2 de diciembre, por el que se adoptan medidas en el ámbito tributario dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas y otras medidas urgentes en materia social.
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Aspectos generales, hecho imponible y contribuyente

Concepto, naturaleza, estructura y ámbito de aplicación




Normativa reguladora del Impuesto sobre Sociedades


 La normativa básica del IS está constituida por las siguientes disposiciones:


	
- Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades. 

	
- Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por Real Decreto 634/2015, 10 de julio



Además de esta normativa básica, existen un gran número de normas complementarias que serán estudiadas en su apartado correspondiente. 







Naturaleza del Impuesto sobre Sociedades (art. 1 LIS)


 Es un tributo de carácter directo y personal que grava la renta de las sociedades y demás entidades jurídicas de acuerdo con las normas de la Ley.

Directo porque grava la obtención de renta, hecho que es considerado, doctrinalmente, como la manifestación más directa de la capacidad de pago de un contribuyente, y porque el legislador no ha previsto su traslación a terceros. Y personal porque incide sobre la renta en cuanto que atribuida a una persona, en este caso jurídica, en contraposición con los impuestos reales que contemplan la renta ligada al objeto productor de la misma.

Aquellas entidades con aptitud personal para ser sujetos pasivos del Impuesto, perceptoras de rentas sometidas al mismo, pero no residentes en territorio español, actualmente no están sujetas al IS, sino al Impuesto sobre la Renta de No Residentes regulado actualmente por el TRLIRNR, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo.






Estructura del Impuesto sobre Sociedades


 La liquidación tipo del IS se estructura en los siguientes conceptos:


	
1. Resultado contable (artículos 10.3 y 131 LIS). 

	 

	
2. Correcciones al resultado contable (artículos 11 a 25, principalmente, LIS).

	
3. Aquel resultado contable modificado por estas correcciones determina la base imponible:Resultado contable ± correcciones fiscales = base imponible. 



	
4. Tipo de gravamen y cuota íntegra (artículos 29 y 30 LIS).La base imponible del ejercicio multiplicada por el tipo de gravamen determinará la cuota íntegra previa que minorada, en el caso de Sociedades cooperativas, en las cuotas negativas de ejercicios anteriores, determina la cuota íntegra del Impuesto. 



	
5. Cuota íntegra ajustada positiva.Se obtiene minorando la cuota íntegra en el importe de las siguientes bonificaciones y deducciones: 


	
- Deducción por doble imposición jurídica internacional (artículo 31 LIS). 

	
- Deducción por doble imposición económica internacional (artículo 32 LIS). 

	
- Bonificaciones: 
	
a) Por rentas obtenidas en Ceuta y Melilla (artículo 33 LIS). 

	
b) Por prestación de servicios públicos locales (artículo 34 LIS). 

	
c) Cooperativas (artículos 34 y 35 y DA 3.ª Ley 20/1990 y artículo 14 Ley 19/1995). 

	
d) Régimen Económico y Fiscal de Canarias (Ley 19/1994). 

	
e) Rendimientos de ciertos préstamos y empréstitos 









	
6. Cuota líquida positiva.Se obtiene minorando la cuota íntegra ajustada positiva en el importe de la deducción por incentivos a la realización de determinadas actividades, apoyo fiscal a la inversión, I+D, innovación tecnológica, deducción por creación de empleo, etc. 



	 

	
7. Cuota diferencial. Es el resultado de minorar la cuota anterior en el importe de los siguientes conceptos: 


	
- Retenciones e ingresos a cuenta (artículos 41 y 128 LIS). 

	
- Pagos fraccionados (artículo 40 LIS). 












Ámbito de aplicación del Impuesto sobre Sociedades (art. 2 LIS)


 El artículo 2 LIS establece que el Impuesto se aplicará en todo el territorio español.

Por territorio español hay que entender: la Península; las Islas Baleares y Canarias; Ceuta y Melilla y otras dependencias españolas en África (Islas Chafarinas, Alhucemas y el Peñón de Vélez de la Gomera); el mar territorial y el espacio aéreo.

A efectos del Impuesto la LIS establece (artículo 2) que éste se aplicará también a aquellas zonas adyacentes a las aguas territoriales sobre las que España pueda ejercer los derechos que les correspondan, referentes a suelo y subsuelo marinos, aguas suprayacentes, y a sus recursos naturales, de acuerdo con la legislación española y el Derecho Internacional (Ley 15/1978, de 20 de febrero).






Regímenes tributarios forales del Impuesto sobre Sociedades


 El actual Concierto Económico con el País Vasco fue aprobado por la Ley 12/2002, de 23 de mayo con efectos desde el 01-01-2002 y que ha sido objeto de posteriores modificaciones; el Convenio Económico con Navarra vigente fue aprobado por Ley 28/1990, de 26 de diciembre, y también ha sido objeto de posteriores modificaciones.

En ambas disposiciones se establecen los criterios que determinan cuándo un sujeto pasivo ha de efectuar el ingreso del Impuesto a la Administración foral, a la estatal, o a ambas (en función de su domicilio fiscal y del lugar de realización de sus operaciones); los criterios que determinan, en su caso, el reparto del Impuesto (volumen de operaciones en uno u otro territorio), y la legislación aplicable, foral o estatal, a cada sujeto pasivo.






Tratados y Convenios Internacionales (art. 3 LIS)


 El artículo 96.1 de la Constitución Española establece que los Tratados Internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán parte del ordenamiento interno. Es decir, a partir de su publicación en el BOE los Tratados son de aplicación directa. Y, acatando este mandato, el artículo 3 LIS establece el respeto del Impuesto a las disposiciones de los tratados o convenios internacionales.

Por su parte, respecto al Derecho de la Unión Europea nuestro Tribunal Supremo ha señalado: "Los reglamentos y directivas comunitarias tienen valor de leyes marco cuya primacía sobre las normas internas y efecto directo en su caso no podrán ser discutidos, desde el momento de la adhesión a los tratados fundacionales. Las normas anteriores que se opongan al derecho comunitario deberán entenderse derogadas y las posteriores contrarias habrán de reputarse inconstitucionales por incompetencia; además no será exigible que el juez ordinario plantee la cuestión de inconstitucionalidad para dejar inaplicada la norma estatal, porque está vinculado por la jurisprudencia del Tribunal de Justicia que tiene establecido el principio pro comunitate" (TS 24-04-1990).







Hecho imponible




Concepto de hecho imponible (art. 4 LIS)


 Constituye el hecho imponible del impuesto la obtención de renta, cualquiera que sea su fuente u origen, por parte de los contribuyentes, durante el período impositivo.

El mismo artículo 4 aclara que, a estos efectos de precisar el hecho imponible, se entenderá por "obtención de renta", en el régimen especial de las AIE, AEIE y UTE, la imputación al contribuyente de las bases imponibles, gastos o demás partidas de las entidades sometidas a dicho régimen; y en el régimen de Transparencia Fiscal Internacional la imputación en la base imponible de las rentas positivas obtenidas por la entidad no residente.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 3 de la Ley 29/1987, del ISD, los incrementos de patrimonio que integran el hecho imponible del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (adquisiciones por herencia, legado, donación, etc.), cuando fueren obtenidos por Sociedades escaparán al ámbito de este Impuesto para integrarse en la renta que constituye el hecho imponible del Impuesto sobre Sociedades.







Concepto de actividad económica (art. 5.1 LIS)


 El artículo 5 LIS incorpora al ámbito del IS el concepto de actividad económica y lo hace en términos idénticos al concepto que de la misma ofrece la LIRPF.

En este sentido se define la actividad económica como la ordenación por cuenta propia de los medios de producción y de recursos humanos o de uno de ambos con la finalidad de intervenir en la producción o distribución de bienes o servicios.

En cuanto a la consideración de la actividad de arrendamiento de inmuebles como actividad económica, también en este punto se reproduce el contenido del art. 27.2 LIRPF según la redacción dada a este último precepto por la Ley 26/2014, de 27 de noviembre. Por tanto para considerar la actividad de arrendamiento de inmuebles como actividad económica en el ámbito del IS es necesario que para el desarrollo de dicha actividad se cuente, al menos, con una persona empleada con contrato laboral y a jornada completa.

Desaparece respecto de las exigencias establecidas en la redacción anterior del art. 27.2 LIRPF, al que hasta ahora se venían remitiendo los Tribunales para la delimitación de la actividad de arrendamiento de inmuebles como actividad económica en el IS, el requisito de contar con un local destinado exclusivamente al desarrollo de la citada actividad.

Limitándonos al único requisito que permanece, personal con contrato laboral a tiempo completo, la DGT ha precisado que debe estar contratada, al menos, una persona a jornada completa y con contrato laboral para el desempeño de la actividad, no bastando que se disponga de los servicios de un gestor profesional, pues el contrato ha de ser laboral, calificación ajena al ámbito tributario (DGT 11-12-00). No es válido cualquier tipo de contrato laboral, sino que éste ha de ser a jornada completa, pudiendo ser un familiar del contribuyente (DGT 19-4-00). En principio, es indiferente la modalidad de contrato laboral que se tenga establecida, siempre que éste sea a jornada completa.

La finalidad del artículo 27.2 LIRPF y del art. 5 de la LIS sería establecer un requisito mínimo, para que la actividad de arrendamiento de inmuebles pueda entenderse como una actividad empresarial, requisito que incide en la necesidad de una infraestructura mínima, de una organización de medios empresariales, para que esta actividad tenga tal carácter (DGT V1733-10 de 28-7-10 adaptada a la nueva regulación).

Dicho requisito debe cumplirse de manera inexcusable para que una actividad de arrendamiento se califique como actividad económica, si bien se trata de una presunción iuris tantum del ejercicio de la actividad, pues si no hay, por ejemplo, una carga de trabajo necesaria y suficiente para disponer de dichos elementos (local y trabajador), su concurrencia puede calificarse de innecesaria para la obtención de los ingresos. Es decir, se trata de un requisito material y no meramente formal, no siendo suficiente la concurrencia formal de dicho requisito para que se considere que hay actividad económica. Es, por tanto, un requisito mínimo pero no necesariamente suficiente (TEAC 00/254/2006 de 3-12-09, 00/58/2009 de 17-3-10, 00/4305/2009 de 7-4-10 y 00/2749/2011 de 30-6-11, entre otras, adaptada ahora a la existencia del único requisito).

Como particularidad propia del IS, el art. 5 LIS establece que en el caso de entidades que formen parte de un mismo grupo mercantil, el concepto de actividad económica se determinará teniendo en cuenta a todas las entidades que formen parte del citado grupo. Dicha regla parece responder al criterio ya manifestado en diversas consultas por la DGT en el sentido de que tratándose de grupos mercantiles, es posible residenciar en una entidad del grupo los medios materiales y, fundamentalmente, los personales y que éstos sean cedidos a otras entidades del grupo para el desarrollo de sus actividades económicas. De esta forma por ejemplo, cuando una de las entidades del grupo desarrolle la actividad de arrendamiento de inmuebles, la persona contratada a jornada completa que como mínimo exige el art. 5.1 LIS para considerar dicha actividad como actividad económica, podrá estar contratada por la entidad que desarrolla la actividad de arrendamiento de inmuebles o por cualquier otra del grupo. No obstante y en el caso señalado de la actividad de arrendamiento de inmuebles, aun cuando la persona contratada a jornada completa no lo haya sido por la propia entidad que desarrolla la actividad sino por otra del mismo grupo, sí que deberá haber sido contratada para prestar sus servicios en la actividad de arrendamiento de inmuebles, sin que quepa admitir la contratación para la prestación de otro tipo de servicios o bien la contratación para prestar servicios solo en parte en la actividad de arrendamiento de inmuebles.






Concepto de entidad patrimonial (art. 5.2 LIS)


 Otra de las novedades de la LIS es la incorporación al ámbito del IS del concepto de entidad patrimonial, es decir, de aquella que no realiza una actividad económica.

Por otra parte, la consideración de una entidad como entidad patrimonial va a tener unas consecuencias específicas que vienen expresamente contempladas en diversos preceptos de la LIS. Así entre otras, se pueden señalar las siguientes consecuencias de ser calificada una entidad como entidad patrimonial:


	
-  Limitaciones a la aplicación del régimen de exención de las rentas derivadas de la transmisión de participaciones en otras entidades.

	
-  Limitaciones a la compensación de bases imponibles negativas en el supuesto de adquisición de participaciones en entidades inactivas.

	
-  Imposibilidad de acogerse al Régimen de Entidades de Tenencia de Valores en el Extranjero.

	
-  Particularidades en el Régimen de Transparencia Fiscal Internacional para el caso de transmisión de participaciones de entidades patrimoniales.

	
-  No aplicación del tipo reducido del 15% para entidades de nueva creación.

	
-  No aplicación del régimen de entidades de reducida dimensión.



De modo genérico se define la entidad patrimonial como aquella en la que más de la mitad de su activo esté constituido por valores o no esté afecto a una actividad económica, coincidiendo dicho concepto genérico con el establecido en normas precedentes del IS que regularon regímenes especiales para las entidades patrimoniales (antiguos regímenes de transparencia fiscal o de sociedades patrimoniales) y con el concepto de entidad patrimonial que establece el art. 4.8.Dos LIP.

Sin embargo, a la hora de delimitar de forma concreta las circunstancias que determinan si más de la mitad del activo está constituido por valores o elementos no afectos, el art. 5.2 LIS se separa de sus precedentes en la propia normativa reguladora del IS y del actual art. 4.8.Dos LIP.

Así mientras que conforme al art. 4.8.Dos LIP y precedentes normativos del IS, para analizar si se cumple o no la circunstancia de que más de la mitad del activo de la entidad esté constituido por valores o elementos no afectos, utiliza una referencia temporal dentro del período impositivo, exigiendo que tal circunstancia concurra durante más de 90 días del período impositivo, el art. 5.2 LIS analiza el cumplimiento de tal circunstancia en función de los valores que se deduzcan de la “media de los balances trimestrales del ejercicio de la entidad” (balances consolidados en caso de grupos mercantiles).

La norma no es suficientemente precisa ya que no especifica el tipo de media de los balances trimestrales a considerar, existiendo distintos tipos de media como por ejemplo la media aritmética, geométrica, armónica, generalizada, etc.

Considerando la solución ofrecida por la DGT en algún precedente anterior, si bien no similar pero sí con algún punto coincidente (por ejemplo la determinación del coeficiente de fondos propios en la actualización de balances llevada a cabo al amparo del RDL 7/1996), una forma de aplicar el precepto señalado sería determinar el porcentaje resultante en cada uno de los balances trimestrales del ejercicio, sumar los 4 porcentajes resultantes y dividir el resultado de dicha suma por 4.


Ejemplo:


Sociedad X, ejercicio económico coincidente con el año natural, presenta los siguientes balances trimestrales, no procediendo la exclusión de ninguno de los elementos no afectos a efectos de determinar si tiene o no la consideración de entidad patrimonial:










	Balances
	1-1- a 31-3
	1-4 a 30-6
	1-7- a 30-9
	1-10 a 31-12




	Activos afectos
	1.000
	900
	900
	1.100



	Activos no afectos
	900
	1.000
	1.100
	1.000



	Total activo
	1.900
	1.900
	2.000
	2.100



	Porcentaje no afecto
	47,36%
	52,63%
	55%
	47,61%





Resultado:


Media de porcentajes correspondientes a elementos no afectos:

(47,36% + 52,63% + 55% + 47,61%) / 4 = 50,65%.

Como consecuencia, la entidad tendrá la consideración de entidad patrimonial.



Para determinar si una entidad ha tenido la consideración de entidad patrimonial en períodos impositivos iniciados con anterioridad a 1 de enero de 2015, conforme a lo dispuesto en la disposición adicional única del RIS, se tendrá en cuenta la suma agregada de los balances anuales de los períodos impositivos correspondientes al tiempo de tenencia de la participación, con el límite de los iniciados con posterioridad a 1 de enero de 2009, salvo prueba en contrario.

También se separa el art. 5.2 LIS de la LIP y de los precedentes normativos en el IS a la hora de evitar la denominada patrimonialidad sobrevenida. Así mientras que la LIP y precedentes normativos en el IS evitan la patrimonialidad sobrevenida excluyendo del cómputo de valores y elementos no afectos aquellos que hayan sido adquiridos con beneficios procedentes de actividades económicas obtenidos en el propio ejercicio y en los 10 años anteriores, el art. 5.2 LIS excluye de dicho cómputo únicamente el dinero o derechos de crédito procedentes de la transmisión de elementos patrimoniales afectos a actividades económicas o valores excluidos expresamente del cómputo, y además sólo en la medida en que se hayan realizado en el período impositivo o en los 2 períodos impositivos anteriores.

Los valores que de modo concreto se excluyen a tales efectos conforme a lo dispuesto en el art. 5.2 LIS son los siguientes:


	
a)  Los poseídos para dar cumplimiento a obligaciones legales y reglamentarias.

	
b)  Los que incorporen derechos de crédito nacidos de relaciones contractuales establecidas como consecuencia del desarrollo de actividades económicas.

	
c)  Los poseídos por sociedades de valores como consecuencia del ejercicio de la actividad constitutiva de su objeto.

	
d)  Los que otorguen, al menos, el 5% del capital de una entidad y se posean durante un plazo mínimo de un año, con la finalidad de dirigir y gestionar la participación, siempre que se disponga de la correspondiente organización de medios materiales y personales, y la entidad participada no sea también una entidad patrimonial. En el supuestos de entidades holding no tiene por actividad principal la gestión de un patrimonio mobiliario siempre que las participaciones en cada filial otorguen, al menos, el cinco por ciento de los derechos de voto, ya que concurre la organización de medios materiales y personales que exige la Ley para la dirección y gestión de tales participaciones (DGT V2109-13 de 25-06-2013).



En el caso de grupos mercantiles, estas condiciones y requisitos se determinará teniendo en cuenta a todas las sociedades que formen parte de un grupo de sociedades según los criterios establecidos en el artículo 42 del Código de Comercio, con independencia de la residencia y de la obligación de formular cuentas anuales consolidadas.






Atribución de rentas en el Impuesto sobre Sociedades (art. 6 LIS)


 El artículo 6 LIS aclara el régimen tributario de las entidades del artículo 35.4 LGT y, en particular, de las sociedades civiles, si bien introduciendo como importante novedad aplicable con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 2016, que el régimen de atribución de rentas no será aplicable a las sociedades civiles que tengan la consideración de contribuyentes del IS, es decir, aquellas que tengan personalidad jurídica propia y objeto mercantil.

Por lo demás, al resto de sociedades civiles y entidades a que se refiere el art. 35.4 LGT les resulta aplicable el régimen de atribución de rentas conforme al cual las rentas obtenidas por ciertas entidades, que no son contribuyentes en el IRPF, ni contribuyentes del Impuesto sobre Sociedades, ni contribuyentes del IRNR (salvo las entidades constituidas en el extranjero con presencia en territorio español), se atribuyen a los miembros de estas entidades que deben declararlos en su impuesto personal (IRPF, IS o IRNR).







Contribuyentes del Impuesto sobre Sociedades




Contribuyentes en el Impuesto sobre Sociedades (art. 7 LIS)


 La LIS delimita a los contribuyentes del IS considerando como tales a todos los entes con personalidad jurídica, salvo las sociedades civiles que no tengan objeto mercantil, y a aquellos que aun no teniendo personalidad jurídica, se relacionan de manera expresa en el art. 7.

En relación con las sociedades civiles, su inclusión como contribuyentes del IS se produce con la Ley 27/2014 ya que con anterioridad, tuvieran o no personalidad jurídica, tributaban en régimen de atribución de rentas. Con la LIS, las sociedades civiles que tengan personalidad jurídica y objeto mercantil pasarán a tener la consideración de contribuyentes del IS, si bien con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 2016.

ATENCIÓN Las sociedades civiles que tengan personalidad jurídica y objeto mercantil, pasarán a tener la consideración de contribuyentes del IS en el primer período impositivo que se inicie a partir de 1 de enero de 2016.


La importante modificación que se produce en el régimen de tributación de este tipo de sociedades civiles ha provocado que se conceda a las mismas la posibilidad de disolverse al amparo de un régimen fiscal especial de disolución con liquidación que se contempla en la DA 19ª LIRPF y que guarda total similitud con el que en su momento ya se contempló para la disolución y liquidación de las sociedades transparentes y las sociedades patrimoniales.

Para aquellas otras sociedades civiles que teniendo personalidad jurídica y objeto mercantil no opten por disolverse sino por continuar existiendo y que, en consecuencia, pasarán a tributar como contribuyentes del IS en el primer período impositivo que se inicie a partir de 1 de enero de 2016, la DT 32ª LIS contempla el régimen transitorio aplicable a las rentas obtenidas por tales entidades y cuya tributación pudiera plantear conflictos como consecuencia de pasar de tributar en régimen de atribución de rentas a tributar por el IS. Igualmente dicho régimen transitorio contempla la tributación de las posibles distribuciones de beneficios procedentes de ejercicios en los que se tributó en régimen de atribución de rentas y que se acuerden por tales entidades una vez que tengan la consideración de contribuyentes del IS; así como de las rentas que pudieran derivarse de la transmisión de la participación en tales entidades. 







Regla general de los contribuyentes en el Impuesto sobre Sociedades


 Son contribuyentes del Impuesto todos los entes que tengan personalidad jurídica, excepto las sociedades civiles que teniendo personalidad jurídica no tengan objeto mercantil. De la misma forma serán, en todo caso, contribuyentes del IS la Sociedades Agrarias de Transformación (SAT).

Por tanto tienen esta cualidad de ser contribuyentes del Impuesto, además de las sociedades mercantiles, las Corporaciones locales, Comunidades Autónomas... (sin perjuicio de que se les considere entidades exentas); las Asociaciones sin ánimo de lucro, organizaciones profesionales y sindicales, entidades de tipo fundacional, etc.


	
• Una sociedad de responsabilidad limitada sólo se constituye y adquiere personalidad jurídica cuando se inscribe en el Registro Merrcantil. Hasta entonces, la sociedad en formación debe tributar en régimen de atribución de rentas y no por el Impuesto sobre Sociedades (TEAC 25-10-2007).

	
• La constitución de una sociedad limitada exige, en todo caso, el cumplimiento de unos requisitos formales imperativos, que son la escritura pública y la inscripción en el Registro Mercantil, sin los cuales no hay verdadera sociedad de responsabilidad limitada. A 31 de diciembre del ejercicio, la situación de la sociedad era la de una comunidad de bienes, sociedad en formación o irregular, pero en ningún caso sociedad debidamente constituida, por o que no teniendo personalidad jurídica no puede entenderse que exista una persona jurídica, o por ende, que existiera, a esa fecha, un sujeto pasivo del Impuesto sobre Sociedades, debiendo tributar entonces en régimen de atribución de rentas (SAN 27-07-2009 Rec. Cont. Advo. 726/2007).








Sociedades civiles (art. 7.1.a LIS)


 Las sociedades civiles pueden tener o no personalidad jurídica y pueden tener o no objeto mercantil. En función de ambas circunstancias, tales entidades tributarán en régimen de atribución de rentas o bien tendrán la consideración de contribuyentes del IS, si bien esto último en los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2016.

Tributarán en régimen de atribución de rentas las sociedades civiles que no tengan personalidad jurídica, con independencia de su objeto, y la que teniendo personalidad jurídica propia su objeto no sea mercantil.

Por el contrario tendrán la consideración de contribuyentes del IS las sociedades civiles que tengan personalidad jurídica propia y objeto mercantil.

Por tanto, para que una sociedad civil tenga la consideración de contribuyente del IS es necesario que se cumplan dos requisitos:


	
a)  Que tenga personalidad jurídica propia

	
b)  Que tenga objeto mercantil.



Conforme a lo dispuesto en el art. 1669 CC, tendrán personalidad jurídica aquellas sociedades civiles cuyos pactos no se mantengan secretos entre los socios sino que se traduzcan en la intervención de la entidad frente a terceros como tal entidad, es decir, cuando quien actúe frente a terceros es la propia sociedad civil y no cada uno de los socios que forman parte de la misma.

En cuanto al objeto mercantil, con el Código de Comercio actualmente vigente, únicamente podría considerarse que tienen objeto mercantil las sociedades civiles que desarrollen actividades empresariales. Por el contrario, no podría considerarse que tienen objeto mercantil aquellas sociedades civiles que desarrollen actividades profesionales o actividades agrícolas, ganaderas, forestales o mineras.

De ser así, las sociedades civiles profesionales o las que desarrollaran actividades agrícolas (excepto las SAT que en todo caso tendrán la consideración de contribuyentes del IS), ganaderas, forestales o mineras no pasarían a tener la consideración de contribuyentes del IS a partir del primer período impositivo iniciado a partir de 1 de enero de 2016.

De una forma que entendemos poco acertada, unas Instrucciones de la Agencia Tributaria de fecha 22 de diciembre de 2015 cuya autoría no se ha hecho pública y cuya publicidad ha sido un tanto extraña, únicamente admiten como actividades profesionales que no tienen carácter mercantil a los efectos que venimos analizando, las desarrolladas por aquellas sociedades civiles a las que resulte de aplicación la Ley 2/2007 de Sociedades Profesionales. El mismo criterio, reiteramos que desacertado a nuestro juicio, defiende la DGT en su consulta vinculante V3547-15, de 17 de noviembre de 2015. Por el contrario, para una cuestión distinta a la que ahora nos ocupa, la DGT en su consulta vinculante V2878-15, de 5 de octubre de 2015, a la hora de calificar la actividad desarrollada por una sociedad como profesional o no, no vincula tal calificación al hecho de que a la entidad le resulte o no aplicable la Ley 2/2007 de Sociedades Profesionales sino, como no puede ser de otra forma entendemos, a que la actividad desarrollada constituya o no realmente una actividad profesional, a cuyo efecto se remite a las actividades recogidas en la Sección Segunda de las Tarifas del IAE, con independencia de que, por aplicación de la normativa reguladora del IAE, la entidad deba darse de alta en un epígrafe de la Sección Primera de dichas Tarifas por tratarse de una sociedad.

La modificación introducida por la LIS en cuanto a la consideración de determinadas sociedades civiles como contribuyentes del IS debe ponerse en relación con el que fuera Anteproyecto de Ley del Código Mercantil cuya entrada en vigor estaba prevista inicialmente precisamente para 2016.

En su artículo 2 del citado Anteproyecto establece el ámbito subjetivo del Código Mercantil, señalando quienes se consideran empresarios:

"1. A los efectos de este Código son operadores del mercado y quedan sujetos a sus normas:

a) Los empresarios. Se consideran empresarios:

1º. Las personas físicas que ejerzan o en cuyo nombre se ejerza profesionalmente una actividad económica organizada de producción o cambio de bienes o de prestación de servicios para el mercado, incluidas las actividades agrarias y las artesanales.

2º. Las personas jurídicas que tengan por objeto alguna de las actividades indicadas en el número anterior.

3º. Las sociedades mercantiles, cualquiera que sea su objeto.

b) Las personas físicas que ejerzan profesionalmente y en nombre propio una actividad intelectual, sea científica, liberal o artística, de producción de bienes o de prestación de servicios para el mercado.

c) Las personas jurídicas que, aun no siendo empresarios y con independencia de su naturaleza y objeto, ejerzan alguna de las actividades expresadas en este artículo, así como los entes no dotados de personalidad jurídica cuando por medio de ellos se ejerza alguna de esas actividades.

2. Se consideran operadores del mercado las sociedades o entidades no constituidas conforme al Derecho español que ejerzan en España alguna de las actividades expresadas".

De haberse producido la aprobación de dicha normativa, se habría ampliado lo que se puede denominar objeto mercantil, que podría ser empresarial o profesional:


	
-  Empresarial: ejercer profesionalmente una actividad económica organizada de producción o cambio de bienes o de prestación de servicios para el mercado, incluidas las actividades agrarias y las artesanales.

	
-  Profesional: ejercer profesionalmente y en nombre propio una actividad intelectual, sea científica, liberal o artística, de producción de bienes o de prestación de servicios para el mercado.



Por su parte el artículo 3 del Anteproyecto de Código Mercantil señala que son mercantiles los actos y contratos en que intervenga un operador del mercado sujeto a al Código mercantil y cuyo contenido principal pertenezca a las correspondientes a alguna de las actividades anteriores.

Por tanto, de aprobarse el citado Anteproyecto de Ley, serian sociedades civiles con personalidad jurídica y objeto mercantil, aquellas cuyos pactos son públicos, se relaciona con terceros en nombre de la sociedad (nunca en nombre de los propios socios), y realizan las actividades anteriores.

La situación política actual no permite asegurar que el Anteproyecto de Código Mercantil indicado pueda terminar convirtiéndose en texto legal aprobado por lo que debe mantenerse que, de momento y hasta que pueda llevarse a cabo una modificación del Código de Comercio o la aprobación de un nuevo Código Mercantil, o bien una modificación de la LIS, las sociedades civiles que desarrollen actividades agrícolas, ganaderas, forestales, mineras o profesionales seguirán tributando en régimen de atribución de rentas aun cuando tengan personalidad jurídica.

Por tanto, hasta 31 de diciembre del 2015 todas las sociedades civiles han seguido tributando en Régimen de Atribución de Rentas (salvo las sociedades agrarias de transformación que siempre han tributado en el IS), tuvieran o no personalidad jurídica, o fuera su objeto mercantil o civil.

A partir del 1 de enero del 2016, las sociedades civiles con personalidad jurídica y con objeto mercantil tributarán en el IS.

Seguirán tributando a partir de dicha fecha en Régimen de Atribución de Rentas las sociedades civiles que no tengan personalidad jurídica y aquellas que, tengan o no personalidad jurídica, realicen exclusivamente actividades que no puedan considerarse mercantiles, es decir, agrícolas, ganaderas, forestales, mineras y profesionales.

La nota fundamental que caracteriza una sociedad como mercantil es el "ánimo de lucro", conforme al artículo 116 del código de comercio: "El contrato de compañía, por el cual dos o más personas se obligan a poner en fondo común bienes, industria o alguna de estas cosas para obtener lucro, será mercantil, cualquiera que fuese su clase, siempre que se haya constituido con arreglo a las disposiciones de este Código.

Una vez constituida la compañía mercantil, tendrá personalidad jurídica en todos sus actos y contratos".

Por tanto y hasta tanto no se apruebe el Anteproyecto de Código Mercantil se considerarán sociedades civiles con personalidad jurídica y objeto mercantil, aquellas cuyos pactos son públicos, se relacionan con terceros en nombre de la sociedad (nunca en nombre de los propios socios), que resultan de poner en común dos o más personas bienes, industria o alguna de estas cosas con la finalidad de obtener lucro.

En todo caso nos encontramos ante una materia rodeada de gran polémica, desde el punto de vista jurídico no exclusivamente fiscal, en cuanto conforme al artículo 1670 del Código Civil: "Las sociedades civiles, por el objeto a que se consagren, pueden revestir todas las formas reconocidas por el Código de Comercio. En tal caso, les serán aplicables sus disposiciones en cuanto no se opongan a las del presente Código".

Y para ser una sociedad mercantil es necesario que revista una de las siguientes formas, se constituya en escritura pública y se inscriba en el Registro Mercantil (art. 119 y 122 CCo):


	
1.  La regular colectiva.

	
2.  La comanditaria, simple o por acciones.

	
3.  La anónima.

	
4.  La de responsabilidad limitada.



La forma es un elemento esencial de las sociedades mercantiles por cuanto aquellas que no están inscritas en el Registro Mercantil son sociedades irregulares sin personalidad propia, respondiendo los socios directamente. Así la sentencia de la Audiencia Provincial de Gerona de 13 de febrero del 2013 (Recurso 655/2012) señala que "afirmándose en la sentencia del Tribunal Supremo de 30 Mayo 1992 con referencia a la sociedad civil, señala que "cuando se constituye con un objeto claramente mercantil para adquirir su personalidad mercantil, precisa escritura pública e inscripción en el Registro Mercantil", de forma que no respetando las formalidades recogidas en el art. 119 del Ccom (escritura pública e inscripción), sólo cabría hablar de una sociedad irregular sin personalidad jurídica propia y, en consecuencia, rigiéndose "por las disposiciones relativas a la comunidad de bienes" según indica el art. 1669 del CC, la acción entablada ha sido dirigida correctamente contra cualquiera de los socios de la entidad, procediendo la estimación del recurso ante la inexistencia, se reitera, de una situación litisconsorcial".

Este criterio judicial nos llevaría a afirmar que resulta contradictoria la existencia de una sociedad civil con personalidad jurídica propia y con objeto mercantil.

El criterio mantenido por la DGT en las distintas consultas vinculantes que han sido publicadas a lo largo de los ejercicios 2015 y 2016 es el ya señalado anteriormente de considerar que únicamente no tienen objeto mercantil aquellas sociedades civiles cuya actividad o actividades exclusivas sea la agrícola, ganadera, forestal, minera o profesional.

A todo lo anterior debe añadirse otro aspecto que también va a suscitar una importante polémica. Nos referimos a la posible aplicación de todo lo expuesto anteriormente a aquellas comunidades de bienes que, aun constituidas como tales ante la Administración tributaria, conforme a la doctrina del Tribunal Supremo deben ser calificadas como sociedades civiles y no como comunidades de bienes (Doctrina del Tribunal Supremo sobre diferencias entre comunidad de bienes y sociedad civil, STS 21-06-1990, 6-10-1990, 24-07-1993, 15-06-1995, 2-12-1998, 17-07-2012, entre otras).

Si una comunidad de bienes se ha constituido formalmente bajo dicha denominación pero realmente su naturaleza jurídica responde a la de una sociedad civil, si la misma debe considerarse que tiene personalidad jurídica (porque ha actuado frente a terceros como entidad propia y no de forma individual por cada uno de los miembros de la misma) y además tiene objeto mercantil en los términos anteriormente expuestos, dicha entidad que de forma errónea se ha autodenominado comunidad de bienes, al ser realmente una sociedad civil con personalidad jurídica propia y objeto mercantil, pasará a tributar como contribuyente del IS en el primer período impositivo que se inicie a partir de 1 de enero de 2016.

La extraordinaria polémica que rodea a la diferenciación entre comunidades de bienes y sociedades civiles, de la que una prueba evidente la constituye la jurisprudencia al respecto del Tribunal Supremo, junto al hecho de que ha sido la Administración tributaria la que ha admitido la inscripción en el censo de empresarios a tales entidades como comunidades de bienes (con un NIF identificativo propio de este tipo de entidades) sin expresa advertencia de la posible irregularidad en la constitución de la entidad como comunidad de bienes en lugar de como sociedad civil, hace necesaria la inmediata aclaración de la situación en que se van a encontrar tales entidades a partir de 1 de enero de 2016.

A tal efecto, la DGT publicó entre el 28 de julio y el 30 de julio de 2015, numerosas consultas que pretendían resolver la polémica sobre la tributación de las sociedades civiles y las comunidades de bienes. Todas las consultas referidas prescinden de la discusión doctrinal suscitada tanto sobre la personalidad jurídica de las sociedades civiles, como de la naturaleza jurídica de determinadas comunidades de bienes que realmente pueden ser sociedades civiles. Las consultas publicadas por la propia DGT en los meses de septiembre a diciembre de 2015 y a lo largo de todo el ejercicio 2016 inciden en la misma postura y, prescindiendo de la posibilidad de que las comunidades de bienes, atendiendo a su verdadera naturaleza puedan ser realmente sociedades civiles, siempre que la consulta la formula una comunidades de bienes se limita a contestar señalando que por tratarse de una comunidad de bienes, no le resulta aplicable el art.

En una cuestión de tanta polémica y trascendencia práctica debe criticarse que las decisiones adoptadas tanto por la Agencia Tributaria como por la DGT no sólo no han contribuido a aclarar las importantes dudas que la tributación de las sociedades civiles y comunidades de bienes plantea a partir de 2016, sino que muy al contrario han proporcionado mayores dudas y un elevado grado de inseguridad jurídica.

Bajo nuestro punto de vista, resulta imposible abstraerse en este punto de la dogmática doctrinal, tal y como propugna la DGT, por cuanto en este ámbito, la norma tributaria actúa como norma en blanco que requiere necesariamente de su remisión al ordenamiento jurídico privado y, muy especialmente, a la jurisprudencia del Tribunal Supremo. Por tanto, mucho nos tememos que el criterio de la DGT puede ser foco de no pocos conflictos. De hecho, algunos informes solicitados por la Agencia Tributaria a sus Servicios Jurídicos vienen a reconocer que determinadas comunidades de bienes que vienen actuando como tales en el ámbito fiscal, realmente su naturaleza jurídica se corresponde con auténticas sociedades civiles, lo que determinaría que a partir de 2016 deberían tributar por el Impuesto sobre Sociedades. Parte del contenido de tales informes fue divulgado a través de unas Instrucciones de la Agencia Tributaria fechadas el 13 de noviembre de2015, cuya autoría tampoco se hizo pública y cuya difusión resultó cuanto menos extraña. Estas Instrucciones finalmente fueron extrañamente sustituidas por las anteriormente citadas de 22 de diciembre de 2015, introduciendo algunas modificaciones en algunos de los apartados que se mantuvieron y suprimiendo completamente toda la parte de las mismas que abordaba la problemática de la diferenciación entre sociedades civiles y comunidades de bienes.

Del contenido de las citadas Instrucciones se deducía el acogimiento en el ámbito fiscal, de una forma estricta, de los últimos pronunciamientos del Tribunal Supremo sobre la verdadera naturaleza jurídica de aquellas comunidades de bienes que tienen un objeto distinto de la mera conservación y mantenimiento de los bienes que determinan la existencia de la propia comunidad. En la medida en que exista un ánimo de explotar el bien en común, aun cuando éste existiera ya previamente, determina que realmente nos encontremos ante una sociedad civil y no ante una comunidad de bienes. Con la admisión de dicho planteamiento podríamos afirmar que prácticamente ninguna de las comunidades de bienes que actualmente están ejerciendo como tales una actividad empresarial pueden ser calificadas como tales y que se podría afirmar que realmente constituyen sociedades civiles.

No obstante todo ello deriva como decíamos anteriormente, de aceptar de una forma estricta el criterio jurídico-privado de que en el momento en que una comunidad de bienes inicia la explotación del bien o bienes comunes, ello implica el nacimiento de una sociedad civil. Las Instrucciones finalmente no publicadas negaban casi de una forma categórica la posibilidad de que una comunidad de bienes pudiera desarrollar una actividad económica y limitaban la existencia de las comunidades de bienes a aquellas entidades que se limitan a la mera conservación y mantenimiento del patrimonio común. 

Sin embargo entendemos que la aceptación en el ámbito fiscal de comunidades de bienes que desarrollan actividades empresariales es un hecho más que constatado, no sólo expresamente como se hace en el art. 22 TRLITP y AJD o en las normas reguladoras del IAE, sino también en los propios antecedentes administrativos puestos de manifiesto por la Administración tributaria, tanto en la Agencia Tributaria como a través de la DGT donde numerosas consultas hasta la fecha han admitido de manera expresa y sin dejar lugar a la duda, la existencia de comunidades de bienes en el ámbito fiscal que desarrollan una actividad económica.

Todas las dudas y el grado de inseguridad jurídica se ha visto notablemente incrementado como consecuencia de las actuaciones llevadas a cabo por la Agencia Tributaria en los últimos meses del año 2016 en las que se ha remitido a diferentes comunidades de bienes que desarrollan actividades claramente mercantiles, una comunicación "informándoles" de la obligación que tienen de tributar en el ejercicio 2016 por el Impuesto sobre Sociedades y sobre la no presentación del modelo 184 - declaración informativa de entidades en régimen en atribución de rentas. Y todo ello a pesar de que la DGT en absolutamente todas las consultas que ha contestado referidas a la tributación de las comunidades de bienes, a pesar de la claridad con la que alguna de dichas consultas fue formulada, se ha limitado a señalar que la modificación realizada únicamente afecta a determinadas sociedades civiles y, en ningún caso, a las comunidades de bienes.

En cualquier caso y del conjunto de las consultas publicadas señaladas a lo largo de 2015 y 2016 por la DGT, se pueden extraer las siguientes conclusiones en cuanto a la tributación de las sociedades civiles y comunidades de bienes a partir de 2016:

- En relación con las comunidades de bienes, como ya se ha señalado, la DGT elude entrar en el análisis de la verdadera naturaleza jurídica de las mismas y considera que todas ellas continuarán tributando a partir de 2016 en régimen de atribución de rentas ya que "el único contribuyente que se incorpora al Impuesto sobre Sociedades son las sociedades civiles con objeto mercantil, la entidad consultante, comunidad de bienes, seguirá tributando como entidad en atribución de rentas". Sin embargo, las últimas actuaciones de la Agencia Tributaria introducen un importante grado de preocupación en cuanto a la tributación de aquellas que desarrollen claramente actividades mercantiles.

- En cuanto a las sociedades civiles y por lo que se refiere a la personalidad jurídica de las mismas, para la DGT lo determinante es que los pactos entre los socios no sean secretos, sino que actúen frente a terceros como una entidad. La adquisición de personalidad jurídica no requiere de una específica solemnidad y por tanto admite la posibilidad de que tengan personalidad jurídica aun cuando no se constituyan mediante escritura pública ni se inscriban en el Registro Mercantil. Será suficiente que la constitución de la entidad conste en documento privado, si bien requiere en tal caso que el documento haya sido aportado a la Administración tributaria a los efectos de la asignación del NIF.

- Finalmente y en cuanto al requisito de que las sociedades civiles tengan objeto mercantil para ser consideradas contribuyentes del IS, la DGT entiende por objeto mercantil "la realización de una actividad económica de producción, intercambio o prestación de servicios para el mercado en un sector no excluido del ámbito mercantil", en base a lo cual concluye que no tendrán la consideración de contribuyentes del IS las sociedades civiles que desarrollen actividades agrícolas, ganaderas, forestales, mineras y de carácter profesional, por cuanto dichas actividades son ajenas al ámbito mercantil.

No obstante y en relación con este aspecto, las consultas de la DGT ponen de manifiesto la importancia que adquiere la calificación de determinadas actividades como profesionales o no. En este sentido y si bien con carácter general la calificación de una actividad como empresarial o profesional no suele plantear problemas, no es menos cierto que el deslinde entre un tipo u otro de actividad resulta mucho más complejo en determinados casos. Así por ejemplo, en la consulta V2392-15, califica como actividad con objeto mercantil la prestación de servicios inmobiliarios obteniendo una comisión por la intermediación. 

Más polémico resulta el criterio manifestado en la consulta V2412-15 en la que respecto de una sociedad civil cuya actividad principal es el asesoramiento fiscal y contable, pero que desarrolla actividades complementarias como "la administración de fincas o la confección de nóminas y seguros sociales de sus clientes", concluye señalando que "puesto que las actividades desarrolladas por la entidad consultante consisten en la prestación de servicios para el mercado en un sector no excluido del ámbito mercantil, las mismas son constitutivas de un objeto mercantil". Como ya se expuso anteriormente, la consulta V3547-15 introduce mayor incertidumbre e inseguridad jurídica al vincular las actividades profesionales con la no existencia de objeto mercantil, al hecho de que las mismas sean desarrolladas por sociedades civiles a las que resulte de aplicación la Ley 2/2007 de Sociedades Profesionales, criterio que reiteramos, entendemos no encuentra apoyo legal en nuestro ordenamiento jurídico.

También resulta de interés el criterio manifestado en la consulta V2431-15 de la que se desprende que las sociedades civiles que podríamos denominar patrimoniales, al no tener objeto mercantil, no tendrán la consideración de contribuyentes del IS a partir de 2016, por lo que seguirán tributando en régimen de atribución de rentas.

Por último respecto de las sociedades civiles, el art. 7.1 LIS considera, en todo caso, como contribuyentes del IS a las sociedades agrarias de transformación (SAT) reguladas en el Real Decreto 1776/1981, de 3 de agosto, por el que se aprueba el Estatuto que regula las Sociedades Agrarias de Transformación. Estas sociedades civiles tienen un objeto mixto: civil (producción de productos agrícolas, ganaderos o forestales, la realización de mejoras en el medio rural, promoción y desarrollo agrarios) pero también mercantil (transformación y comercialización de productos agrícolas), y el legislador siempre las ha hecho tributar en el Impuesto sobre Sociedades.

En concreto dice el artículo 1 del Real Decreto 1776/1981:

"Artículo primero. Concepto, naturaleza y registro

Uno. Las Sociedades Agrarias de Transformación, en adelante SAT son sociedades civiles de finalidad económico-social en orden a la producción, transformación y comercialización de productos agrícolas, ganaderos o forestales, la realización de mejoras en el medio rural, promoción y desarrollo agrarios y la prestación de servicios comunes que sirvan a aquella finalidad.

Dos. Las SAT gozarán de personalidad jurídica y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de su finalidad desde su inscripción en el Registro General de SAT del Ministerio de Agricultura y Pesca, siendo su patrimonio independiente del de su socios. De las deudas sociales responderá, en primer lugar, el patrimonio social, y, subsidiariamente, los socios de forma mancomunada e ilimitada, salvo que estatutariamente se hubiera pactado su limitación.

Tres. Serán normas básicas de constitución, funcionamiento, disolución y liquidación de las SAT las disposiciones del presente Real Decreto y, con carácter subsidiario, las que resulten de aplicación a las sociedades civiles.

Cuatro. El registro general de SAT, que será único, ajustará sus funciones a los principios de publicidad formal y material, legalidad y legitimación, conforme a las normas que se dicten al respecto".


	
•  Comunidad de bienes que se constituyó en 2004 por un abogado y un graduado social. Puesto que el único contribuyente que se incorpora al Impuesto sobre Sociedades son las sociedades civiles con objeto mercantil, la entidad consultante, comunidad de bienes, seguirá tributando como entidad en atribución de rentas (DGT V2376-15 de 28-7-2015).

	
•  Sociedad civil que realiza la actividad de venta menor de juguetes y artículos de deporte. Puesto que cumple los requisitos establecidos en el artículo 7.1.a) de la LIS como contribuyente del Impuesto sobre Sociedades, la entidad consultante deberá llevar su contabilidad en los términos dispuestos en el artículo 120.1 de la LIS (DGT V2378-15 de 28-7-2015).

	
•  Sociedad civil particular que realiza la actividad de explotación agrícola de secano y regadío. Puesto que las actividades agrícolas están excluidas del ámbito mercantil, la entidad consultante no tendrá la consideración de contribuyente del Impuesto sobre Sociedades por no cumplir los requisitos establecidos en el artículo 7.1.a) de la LIS. Consecuentemente, seguirá tributando como entidad en atribución de rentas conforme al régimen especial regulado en la Sección 2ª del Título X de la LIRPF (DGT V2380-15 de 28-7-2015).

	
•  Sociedad civil, que desarrolla una actividad de ganadería. Puesto que las actividades ganaderas están excluidas del ámbito mercantil, la entidad consultante no tendrá la consideración de contribuyente del Impuesto sobre Sociedades por no cumplir los requisitos establecidos en el artículo 7.1.a) de la LIS. Consecuentemente, seguirá tributando como entidad en atribución de rentas conforme al régimen especial regulado en la Sección 2ª del Título X de la LIRPF (DGT V2381-15 de 28-7-2015).

	
•  Comunidad de bienes que desarrolla la actividad de "otros cafés y bares". Puesto que el único contribuyente que se incorpora al Impuesto sobre Sociedades son las sociedades civiles con objeto mercantil, la entidad consultante, comunidad de bienes, seguirá tributando como entidad en atribución de rentas conforme al régimen especial regulado en la Sección 2ª del Título X de la LIRPF (DGT V2382-15 de 28-7-2015).

	
•  Sociedad civil que se dedica a prestar servicios de propiedad inmobiliaria, obteniendo una comisión por la intermediación. La entidad consultante, con efectos para los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2016, tendrá la consideración de contribuyente del Impuesto sobre Sociedades, puesto que cumple los requisitos establecidos en el artículo 7.1.a) de la LIS (DGT V2392-15 de 28-7-2015).

	
•  Comunidad de bienes que desarrolla la actividad profesional de abogacía. Puesto que el único contribuyente que se incorpora al Impuesto sobre Sociedades son las sociedades civiles con objeto mercantil, la entidad consultante, comunidad de bienes, seguirá tributando como entidad en atribución de rentas conforme al régimen especial regulado en la Sección 2ª del Título X de la LIRPF (DGT V2395-15 de 28-7-2015).

	
•  Sociedad civil particular, cuya actividad principal consiste en el asesoramiento fiscal y contable. Con el paso de los años, la entidad consultante también ha desarrollado otras actividades complementarias, tales como la administración de fincas y confección de nóminas y seguros sociales de los clientes. La entidad consultante, con efectos para los periodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2016, tendrá la consideración de contribuyente del Impuesto sobre Sociedades, puesto que cumple los requisitos establecidos en el artículo 7.1.a) de la LIS (DGT V2412-15 de 30-7-2015).

	
•  Sociedad civil de carácter particular y externo, con personalidad jurídica y plena capacidad para adquirir para sí cualesquiera bienes y derechos y asumir cualesquiera obligaciones (mera titularidad de inversiones en instrumentos financieros). La entidad consultante es una sociedad civil que goza de personalidad jurídica a efectos del Impuesto sobre Sociedades, que desarrolla una actividad de mera titularidad de inversiones en instrumentos financiero; consecuentemente, la entidad consultante, con efectos para los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2016, no tendrá la consideración de contribuyente del Impuesto sobre Sociedades, puesto que no cumple los requisitos establecidos en el artículo 7.1.a) de la LIS (DGT V2431-15 de 30-7-2015).

	
•  Sociedad civil que desarrolla la actividad de asesoramiento laboral; en el presente caso, la entidad consultante es una sociedad civil que desarrolla una actividad de carácter profesional excluida del ámbito mercantil. Por tanto, la entidad consultante no tendrá la consideración de contribuyente del Impuesto sobre Sociedades por no cumplir los requisitos establecidos en el artículo 7.1.a) de la LIS. Consecuentemente, seguirá tributando como entidad en atribución de rentas (DGT V2727-15 de 22-09-2015).

	
•  Sociedad civil que desarrolla la actividad de agricultura; en el presente caso, la entidad consultante es una sociedad civil que desarrolla una actividad agrícola. Puesto que las actividades agrícolas están excluidas del ámbito mercantil, la entidad consultante no tendrá la consideración de contribuyente del Impuesto sobre Sociedades por no cumplir los requisitos establecidos en el artículo 7.1.a) de la LIS. Consecuentemente, seguirá tributando como entidad en atribución de rentas (DGT V2764-15 de 24-09-2015).

	
•  Sociedad civil que desarrolla la actividad de asesoramiento laboral y sociedad civil que desarrolla una actividad agrícola; en la medida en la que las sociedades civiles que se pretenden constituir desarrollen una actividad agrícola o de carácter profesional excluidas del ámbito mercantil, no tendrán la consideración de sujeto pasivo del Impuesto sobre Sociedades por no cumplir los requisitos establecidos en el artículo 7.1.a) de la LIS. Consecuentemente, tributarán como entidades en atribución de rentas (DGT V2775-15 de 25-09-2015).

	
•  Sociedad civil que desarrolla la actividad de asesoría fiscal; la entidad consultante desarrolla una actividad de asesoría fiscal que tiene dada de alta en el epígrafe 842 de la sección primera del Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueban las tarifas y la instrucción del Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE en adelante). Puesto que la sección primera de las tarifas del IAE se refiere a actividades empresariales, encontrándose las actividades profesionales en la sección segunda, la actividad desarrollada por la entidad consultante no se encuentra excluida del ámbito mercantil y por tanto es constitutiva de un objeto mercantil. Consecuentemente, la entidad consultante, con efectos para los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2016, tendrá la consideración de contribuyente del Impuesto sobre Sociedades, puesto que cumple los requisitos establecidos en el artículo 7.1.a) de la LIS (DGT V2810-15 de 28-09-2015).

	
•  Sociedad civil que se dedica a la explotación de fincas rústicas; en el presente caso, la entidad consultante es una sociedad civil que desarrolla una actividad de explotación de fincas rústicas, aunque los datos de la consulta no aportan más detalle sobre la actividad desarrollada. En la medida en la que dicha actividad consista en una actividad agrícola, ganadera o forestal, excluidas del ámbito mercantil, la entidad consultante no tendrá la consideración de contribuyente del Impuesto sobre Sociedades por no cumplir los requisitos establecidos en el artículo 7.1.a) de la LIS. Consecuentemente, seguirá tributando como entidad en atribución de rentas (DGT V3293-15 de 26-10-2015).

	
•  Comunidad de bienes que desarrolla la actividad de explotación de recursos energéticos; puesto que el único contribuyente que se incorpora al Impuesto sobre Sociedades son las sociedades civiles con objeto mercantil, la entidad consultante, comunidad de bienes, seguirá tributando como entidad en atribución de rentas (DGT V2729-15 de 22-09-2015).

	
•  Comunidad de bienes que desarrolla la actividad de agentes comerciales y venta en establecimiento público; en la medida en que, en cumplimiento de la normativa civil aplicable, fuera posible la constitución de una comunidad de bienes que desarrollara la actividad descrita en los hechos de la consulta, y puesto que el único contribuyente que se incorpora al Impuesto sobre Sociedades son las sociedades civiles con objeto mercantil, la comunidad de bienes tributaría como entidad en atribución de rentas (DGT V2768-15 de 25-09-2015).

	
•  Comunidad de bienes que desarrolla la actividad de autopromoción de viviendas, plazas de garaje y trasteros; puesto que el único contribuyente que se incorpora al Impuesto sobre Sociedades son las sociedades civiles con objeto mercantil, la comunidad de bienes descrita en los hechos de la consulta, seguirá tributando, a partir de 1 de enero de 2016, como entidad en atribución de rentas (DGT V3210-15 de 21-10-2015).

	
•  Comunidad de bienes que tiene por objeto la explotación de un negocio de fabricación, venta, distribución y comercialización de objetos y artículos de barro, cerámica, loza y otros materiales semejantes; puesto que el único contribuyente que se incorpora al Impuesto sobre Sociedades son las sociedades civiles con objeto mercantil, la entidad consultante, comunidad de bienes, seguirá tributando como entidad en atribución de rentas (DGT V3538-15 de 17-11-2015).

	
•  Comunidad de bienes que se dedica a la actividad de aparthotel, con licencia preceptiva y con empleados; puesto que el único contribuyente que se incorpora al Impuesto sobre Sociedades son las sociedades civiles con objeto mercantil, la entidad consultante, comunidad de bienes, seguirá tributando como entidad en atribución de rentas (DGT V3704-15 de 25-11-2015).

	
•  Comunidad de bienes que tiene por objeto social la realización de actividades de enseñanza; puesto que el único contribuyente que se incorpora al Impuesto sobre Sociedades son las sociedades civiles con objeto mercantil, la comunidad de bienes descrita en los hechos de la consulta, seguirá tributando, a partir de 1 de enero de 2016, como entidad en atribución de rentas (DGT V3705-15 de 25-11-2015).

	
•  Sociedad civil que se dedica a prestación de servicios de asesoría administrativa, contable, fiscal y laboral; la entidad consultante desarrolla una actividad de asesoría administrativa, contable, fiscal y laboral, no resultándole de aplicación la Ley 2/2007, de 15 de marzo, de sociedades profesionales, por lo que su actividad no se encuentra excluida del ámbito mercantil. Por lo tanto, la entidad consultante, con efectos para los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2016, tendrá la consideración de contribuyente del Impuesto sobre Sociedades (DGT V3547-15 de 17-11-2015).








Régimen transitorio sociedades civiles (DT 32ª LIS)


 Como venimos reiterando, la incorporación de determinadas sociedades civiles como contribuyentes del IS constituye una novedad relevante de la LIS y un importante cambio en la tributación de tales entidades.

Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 2016, aquellas sociedades civiles que tengan personalidad jurídica y objeto mercantil, pasarán a tener la consideración de contribuyentes del IS. Tales entidades hasta ese momento quedan sometidas al régimen de atribución de rentas.

Ante una alteración tan sustancial en el régimen de tributación de estas sociedades civiles, el legislador ha contemplado la posibilidad de que las mismas se disuelvan y liquiden aplicando un régimen fiscal especial que se contempla en la DA 19ª LIRPF y que guarda total similitud con el que en su momento ya se contempló para la disolución y liquidación de las sociedades transparentes y las sociedades patrimoniales.

Para aquellas otras sociedades civiles que teniendo personalidad jurídica y objeto mercantil no opten por disolverse sino por continuar existiendo y que, en consecuencia, pasarán a tributar como contribuyentes del IS en el primer período impositivo que se inicie a partir de 1 de enero de 2016, la DT 32.ª LIS contempla el régimen transitorio aplicable a las rentas obtenidas por tales entidades y cuya tributación pudiera plantear conflictos como consecuencia de pasar de tributar en régimen de atribución de rentas a tributar por el IS. Igualmente dicho régimen transitorio contempla la tributación de las posibles distribuciones de beneficios procedentes de ejercicios en los que se tributó en régimen de atribución de rentas y que se acuerden por tales entidades una vez que tengan la consideración de contribuyentes del IS; así como de las rentas que pudieran derivarse de la transmisión de la participación en tales entidades.

También hay que tener en cuenta el régimen transitorio previsto en la DT 30.ª LIRPF para la aplicación por los socios personas físicas de las deducciones en cuota que se hubieran generado cuando resultaba aplicable el régimen de atribución de rentas y que se encontraran pendientes de aplicación a 1 de enero de 2016.

Las normas que rigen el régimen transitorio previsto en la DT 32.ª LIS son las siguientes:

PRIMERA. Las rentas devengadas en periodos impositivos iniciados hasta 31-12-2015 (inclusive) que no hayan sido integradas en la base imponible de la sociedad civil, se integrará de forma obligatoria en el primer periodo impositivo que se inicie a partir de 1 de enero de 2016 en el que la entidad ya tributará como contribuyente del IS.

Las sociedades civiles, cuyos socios han tributado en régimen de atribución de rentas en el IRPF, a la hora de imputar sus rentas han aplicado los criterios fijados por la LIRPF, que en ocasiones no coinciden con los criterios de la LIS. Tal sería el caso por ejemplo de aquellas rentas que en régimen de atribución de rentas aplican como criterio de imputación el criterio de exigibilidad mientras que en el IS resulta aplicable el criterio de devengo sin que ambos resulten coincidentes, o bien de aquellas rentas procedentes de actividades económicas que se acogieron al criterio de caja bajo el régimen de atribución de rentas y que conforme a la LIS deben imputarse aplicando el criterio de devengo.

Pero la literalidad de la norma plantea dudas en determinados supuestos, de manera fundamental respecto de aquellas rentas devengadas cuando resultaba aplicable el régimen de operaciones a plazo y por las que los contribuyentes se acogieron al criterio de imputación temporal de las operaciones a plazos, es decir, al criterio de caja.

Si aplicamos la norma en su estricta literalidad, una renta devengada antes de 2016 pero que se encontrara pendiente de integrar en la base imponible por haberse acogido al criterio de operaciones a plazos y no haberse producido la exigibilidad de determinados vencimientos, debería integrarse obligatoriamente en la base imponible del IS del período impositivo iniciado a partir de 1 de enero de 2016.

Sin embargo, teniendo en cuenta que el criterio de imputación de operaciones a plazo se contempla tanto en la LIRPF como en la LIS y que además desde la Ley 27/2014 existe coincidencia en cuanto al hecho determinante de la imputación de la renta en función de la exigibilidad de los cobros aplazados, entendemos que el tránsito del régimen de atribución de rentas a la tributación como contribuyentes del IS no debería conllevar, sin más, la integración de las rentas aplazadas y aún no exigibles.

De la misma forma se establece que aquellas rentas que ya se hubieran integrado con anterioridad en la base imponible de los socios mediante la aplicación del régimen de atribución de rentas, no se integrarán nuevamente en la base imponible del IS en los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 2016, aunque con arreglo al criterio del devengo debieran imputarse, y ello en la medida en que se produciría una doble tributación.

SEGUNDA. En ningún caso un cambio de criterio de imputación temporal de la sociedad civil cuando es contribuyente del IS, respecto al aplicado por los socios (cuando tributaba en régimen de atribución de rentas), puede comportar que un ingreso o un gasto quede sin computar o que se impute doblemente (por los socios y por la sociedad).

Esta norma es un complemento de la anterior, trata de evitar la ausencia de tributación o la doble tributación de una renta, por cambios del criterio de imputación.

TERCERA. Reglas específicas para los socios de las sociedades civiles cuando éstas ya tributen en el IS, para periodos impositivos iniciados desde 1-1-2016, siempre que hubiesen estado obligadas a llevar contabilidad mercantil en los ejercicios 2014 y 2015, es decir, sociedades civiles con personalidad jurídica que realizan una actividad empresarial puramente mercantil conforme la Código de Comercio vigente en 2014 y 2015 (Código de Comercio de 1885):

3º.1. Distribución de beneficios:

Debe tratarse de beneficios obtenidos cuando tributaba en atribución de rentas, cualquiera que sea la entidad que reparta los beneficios, el momento en que se reparta y el régimen fiscal especial aplicable en ese momento:

A. Si el perceptor es contribuyente del IRPF, no se integran en la base imponible del socio y no están sujetos a retención o ingreso a cuenta. Se debe tratar de los beneficios a que se refieren las letras a) y b) del art. 25.1 de la LIRPF (dividendos, primas de asistencia a juntas, participaciones en los beneficios de cualquier tipo de entidad, y los rendimientos procedentes de cualquier clase de activos, excepto la entrega de acciones liberadas que, estatutariamente o por decisión de los órganos sociales, faculten para participar en los beneficios, ventas, operaciones, ingresos o conceptos análogos de una entidad por causa distinta de la remuneración del trabajo personal.)

El motivo de no someter a tributación la distribución de tales beneficios es que por ellos ya tributaron los socios personas físicas en el régimen de atribución de rentas.

B. Si el perceptor es contribuyente del IS o del IRNR con establecimiento permanente, no se integran en la base imponible y no están sujetos a retención o ingreso a cuenta, por idéntico motivo que en el caso anterior.

C. Si el perceptor es contribuyente del IRNR sin establecimiento permanente, se remite su tratamiento a lo que establezca la LIRNR.

3º.2. Transmisión de participaciones de la sociedad civil:

Cuando los socios de la sociedad civil transmitan sus participaciones en la sociedad pueden obtener unas rentas positivas o negativas. La norma prevé un régimen particular para la tributación de estas rentas cuando sean positivas y se correspondan con reservas procedentes de beneficios no distribuidos obtenidos en ejercicios en los que haya sido de aplicación el régimen de atribución de rentas.

Esta norma se aplica cualquiera que sea la entidad cuyas participaciones se transmiten, el momento en el que se realiza la transmisión y el régimen fiscal especial aplicable a las entidades en ese momento.

La norma diferencia en función del socio que transmite la participación:

A. Socio transmitente contribuyente del IRPF:

Se computa la diferencia entre el valor de adquisición y de titularidad y el valor de transmisión.

El valor de adquisición y titularidad está integrado por:

1. Precio o cantidad desembolsada en su adquisición.

2. Beneficios sociales, sin efectiva distribución a los socios, obtenidos por la sociedad durante los periodos impositivos que ha tributado en régimen de atribución de rentas en el periodo de tiempo comprendido entre su adquisición y enajenación.

Debe adicionarse al precio de adquisición los beneficios sociales obtenidos por la sociedad durante el periodo en que se ha sido socio ("desde su adquisición hasta su enajenación"), no los anteriores; siempre que esos beneficios se hayan imputado al socio y sin embargo no se hayan distribuido efectivamente, es decir que sigan en el patrimonio de la sociedad y no en el del socio.

Es decir, se trata de beneficios por los que el socio ha tributado en IRPF, pero sin embargo no han sido objeto de distribución a los socios.

3. Si se trata de socios que adquieren la participación con posterioridad a la obtención del beneficio social, su valor de adquisición debe disminuirse en el importe de los beneficios que procedan de períodos impositivos en los que haya sido de aplicación el régimen de atribución de rentas, y ello en la medida en que a este socio derivativo no se le ha atribuido en su impuesto personal la parte de beneficios anteriores a su condición de socio.

El resultado de sumar 1 + 2 y restar el 3, nos daría el valor de adquisición y titularidad de este socio.

B. Socio transmitente contribuyente del IS o del IRNR con establecimiento permanente.

En este caso se contempla la aplicación de las normas generales de la LIS cuyo artículo 21.3 de la LIS establece la exención de la renta positiva obtenida en la transmisión de la participación de una entidad, siempre que se cumplan determinados requisitos como son la tenencia de la participación durante 1 año, y que el porcentaje de participación sea de al menos el 5%, o que el valor de adquisición sea superior a 20 millones de euros.

C. Socio transmitente contribuyente del IRNR sin establecimiento permanente.

En este caso, el artículo 24. 4 de la LIRNR nos remite a la aplicación de las normas para determinar las ganancias patrimoniales en el IRPF por lo que debe entenderse aplicable lo expuesto anteriormente para contribuyentes del IRPF.

CUARTA. Sociedades civiles que no hubiesen estado obligadas a llevar contabilidad ajustada al Código de Comercio en los ejercicios 2014 y 2015


	
•  Para estas sociedades, donde se presume se tiene menos información veraz de su situación patrimonial, se fijan las siguientes reglas exclusivamente a efectos fiscales:

	
•  Se entiende que a 1 de enero de 2016, la totalidad de los fondos propios de la sociedad están formados por aportaciones de los socios.

	
•  Dichos fondos propios tienen como límite la diferencia entre el valor del inmovilizado material e inversiones inmobiliarias, que estén reflejados en los correspondientes libros registros, y el pasivo exigible, salvo que se pruebe la existencia de otros elementos patrimoniales.

	
•  El valor de las participaciones a 1 de enero de 2016 en la sociedad civil adquiridas con anterioridad a dicha fecha, tendrán como valor de adquisición el que derive de las reglas anteriores, es decir: inmovilizado material e inversiones inmobiliarias menos pasivo exigible reflejados en los libros registros, salvo que se pruebe la existencia de otros elementos patrimoniales.



Se presume que no hay beneficios de ejercicios anteriores a modo de reserva en estas sociedades civiles. Y la manera de evitar una posible doble tributación es mediante la forma de determinar el coste de adquisición:

(Inmovilizado material e inversiones inmobiliarias registradas) - (pasivo exigible).

Si se prueba la existencia de otros elementos patrimoniales no registrados, ello también incrementaría el coste de adquisición.






Contribuyentes del Impuesto sobre Sociedades sin personalidad jurídica


 Con la sola excepción de las sociedades civiles que no tengan objeto mercantil, todas las entidades con personalidad jurídica propia tienen la consideración de contribuyentes del IS.

Por tanto, las entidades que carecen de personalidad jurídica no son contribuyentes del IS. Es por ello que cuando el legislador quiere considerar a determinados entes como contribuyentes del IS a pesar de carecer de personalidad jurídica, debe hacerlo mencionándolos expresamente. Y en este sentido el art. 7.1 LIS considera contribuyentes del IS, a pesar de tratarse de entidades sin personalidad jurídica, a las siguientes:


	
- Los Fondos de Inversión regulados en la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, reguladora de las Instituciones de Inversión Colectiva. 

	
- Uniones Temporales de Empresas. Reguladas en la Ley 18/1982, de 26 de mayo. Es un sistema de colaboración entre empresarios por tiempo cierto, determinado o indeterminado, para el desarrollo o ejecución de una obra, servicio o suministro. 

	
- Los Fondos de capital-riesgo, y ahora los nuevos Fondos de inversión colectiva de tipo cerrado regulados en la Ley 22/2014, de 12 de noviembre.

	
- Los Fondos de Pensiones regulados en el texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre.

	
- Los Fondos de regulación del mercado hipotecario. Creados por la Ley 2/1981, de 25 de marzo, tienen la finalidad de regular el mercado secundario de títulos hipotecarios con el propósito de asegurar un grado suficiente de liquidez para los mismos. 

	
- Los Fondos de Titulización regulados en la Ley 5/2015, de fomento de la financiación empresarial.

	
- Los Fondos de Garantía de Inversiones instituidos en el artículo 77 de la Ley 37/1998, de 16 de noviembre, en cumplimiento de lo ordenado al respecto por la Directiva 97/9/CEE, de 3 de marzo, con la finalidad de indemnizar a los inversores en los casos de insolvencia o situación concursal de las empresas de servicios de inversión que ocasionen la indisponibilidad de efectivo o valores que se les hubiese confiado.

	
- Las comunidades titulares de montes vecinales de mano común. Estas comunidades están reguladas en la Ley 55/1980, de 11 de noviembre. Los montes vecinales citados pertenecen a agrupaciones vecinales en su calidad de grupos sociales; no como entidades administrativas. Su aprovechamiento corresponde, consuetudinariamente en mano común, a los miembros de dichas agrupaciones en su condición de vecinos. Su titularidad dominical, dice la Ley 55/1980, "corresponde, sin asignación de cuotas, a los vecinos integrantes en cada momento del grupo comunitario de que se trate".



	
- Los Fondos de Activos Bancarios a que se refieren la disposición adicional decima de la Ley 9/2012, de 14 de noviembre, de reestructuración y resolución de entidades de crédito, que permite agrupaciones de activos y pasivos de la Sociedad de Gestión de Activos Procedentes de la Reestructuración Bancaria que constituirán patrimonios separados, carentes de personalidad jurídica, que puedan resultar titulares de derechos y obligaciones.

	
- Los Grupos fiscales de Sociedades acogidos al régimen de declaración consolidada de los artículos 55 y ss. LIS. Estos Grupos, aunque carecen de personalidad jurídica, también son configurados como contribuyentes del Impuesto en el artículo 56.1 LIS. 








Entidades residentes en territorio español (art. 8 LIS)


 Se considerarán residentes en territorio español las entidades que cumplan cualquiera de los siguientes requisitos:


	
a) Que se hayan constituido conforme a las leyes españolas. 

	
b) Que tengan su domicilio social en territorio español. 

	
c) Que tengan la sede de la dirección efectiva en territorio español, entendiéndose por tal el lugar donde radique la dirección y el control del conjunto de sus actividades. 



Con estos requisitos la Ley pretende reforzar el principio de territorialidad y dificultar la deslocalización de actividades para eludir esta forma de tributación. Estos sujetos pasivos quedan gravados por el Impuesto por la totalidad de las rentas que obtengan (renta mundial), con independencia del lugar donde se hubieran producido y cualquiera que sea la residencia del pagador.

El apartado 1 del artículo 8 LIS establece una presunción de residencia en territorio español de entidades que teóricamente están domiciliadas en territorios de nula tributación o paraísos fiscales, cuando la mayor parte de sus activos se encuentren en territorio español o cuando su actividad principal se desarrolle en dicho territorio.

Según establece el apartado 2 de la DA 1.ª de la Ley 36/2006, se consideran territorios de nula tributación aquellos en los que no se aplica un impuesto idéntico o análogo al IRPF, IS o IRNR.

En cuanto a los territorios calificados como paraísos fiscales (apartado 1 DA 1ª Ley 36/2006 modificado por la Ley 26/2014 se encuentran relacionados en el Real Decreto 1080/1991, de 5 de julio, si bien debe tenerse en cuenta que muchos de los países que se encuentran en esa relación han dejado de ser calificados como paraísos fiscales como consecuencia de haberse firmado con los mismos un convenio de doble imposición o acuerdos de intercambio de información.

La presunción de residencia en territorio español se aplicará cuando en la entidad se dé alguna de las dos siguientes circunstancias:


	
a) Cuando sus activos principales, directa o indirectamente, consistan en bienes situados o derechos que se cumplan o ejerciten en territorio español.

	
b) Cuando su actividad principal se desarrolle en territorio español.



La presunción se configura como una presunción iuris tantum, y como tal admite prueba en contrario. En particular el precepto señala que la misma no resultará de aplicación cuando la entidad acredite:


	
a) Que su dirección y efectiva gestión tienen lugar en el país o territorio de nula tributación o considerado paraíso fiscal.

	
b) Que la constitución y operativa de la entidad responde a motivos económicos válidos y razones empresariales sustantivas distintas de la simple gestión de valores u otros activos.



Bajo nuestro punto de vista la presunción, tal como está regulada, puede encontrar problemas prácticos en su aplicación por cuanto no queda suficientemente claro a quién corresponde acreditar el hecho base para su aplicación, esto es, cuándo la mayor parte de los activos de la entidad se encuentran en territorio español o cuándo su actividad principal se desarrolla en dicho territorio. Cabría a tal efecto plantearse si es suficiente que la entidad tenga activos en territorio español o desarrolle en el mismo una actividad para que se aplique la presunción legal, o si por el contrario, corresponde a la Administración la carga de la prueba de que se cumple alguna de las dos circunstancias citadas para, una vez acreditado tal extremo, presumir que la entidad tiene su residencia en territorio español.






Domicilio fiscal (art. 8 LIS y arts. 148 a 152 RPGI)


 El domicilio fiscal de los contribuyentes residentes en España será el de su domicilio social, siempre que allí esté centralizada su gestión administrativa y la dirección de los negocios; en caso de divergencia será este lugar, el que centraliza dicha gestión y dirección, donde se considerará que radica el domicilio fiscal.

Si los criterios anteriores no permitiesen determinar el domicilio fiscal entonces se atenderá al lugar donde radica el mayor valor del inmovilizado.

El Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos (RPGI) establece en su artículo 10.2.a) la obligación de comunicar a la Administración Tributaria el cambio de domicilio cuando éste se produzca. Además, en sus artículos 148 a 152 regula el procedimiento en virtud del cual la Agencia Estatal de Administración Tributaria puede modificar, de oficio, el domicilio fiscal de los obligados tributarios.






Exenciones en el Impuesto sobre Sociedades (art. 9 LIS)


 El artículo 9 LIS ofrece una relación de entidades que, atendiendo a su naturaleza jurídica, son contribuyentes del Impuesto y tienen aptitud para obtener rentas constitutivas del hecho imponible del mismo, pero que se ha decidido excluir de su ámbito de aplicación bien respecto de la totalidad de las rentas que puedan obtener, bien sólo respecto de una parte de las mismas.

En el citado precepto se distinguen dos grupos de entidades exentas:


	
- Sujetos pasivos totalmente exentos:
	
a)  El Estado, las comunidades autónomas y las entidades locales. 

	
b)  Los organismos autónomos del Estado y entidades de derecho público de análogo carácter de las comunidades autónomas y de las entidades locales.

	
c)  El Banco de España, el Fondo de Garantía de Depósitos de Entidades de Crédito y los Fondos de garantía de inversiones. 

	
d)  Las entidades públicas encargadas de la gestión de la Seguridad Social.

	
e)  El Instituto de España y las Reales Academias oficiales integradas en aquél y las instituciones de las comunidades autónomas con lengua oficial propia que tengan fines análogos a los de la Real Academia Española.

	
f)  Los organismos públicos mencionados en las disposiciones adicionales novena y décima, apartado 1, de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, así como las entidades de derecho público de análogo carácter de las comunidades autónomas y de las entidades locales. Estos son actualmente dichos organismos públicos:La Agencia Estatal de Administración Tributaria, el Consejo Económico y Social y el Instituto Cervantes, La Comisión Nacional del Mercado de Valores, el Consejo de Seguridad Nuclear, las Universidades no transferidas, la Agencia Española de Protección de Datos, el Consorcio de la Zona Especial Canaria, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, el Museo Nacional del Prado y el Museo Nacional Centro de Arte Reina Sofía.



	
g)  Las Agencias Estatales a que se refieren las disposiciones adicionales primera, segunda y tercera de la Ley 28/2006, de 18 de julio, de las Agencias estatales para la mejora de los servicios públicos, así como aquellos Organismos públicos que estuvieran totalmente exentos de este Impuesto y se transformen en Agencias estatales. Son las siguientes Agencias creadas o previstas su creación:Agencia Estatal de Evaluación de las Políticas Públicas y la Calidad de los Servicios, la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado, Consejo Superior de Investigaciones Científicas, Agencia Estatal Antidopaje de España, Agencia Estatal de Inmigración y Emigración, Agencia Estatal de Seguridad Aérea, Agencia Estatal de Seguridad Ferroviaria, Agencia Estatal de Artes Escénicas y Musicales, Agencia Estatal de Meteorología, Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo, Agencia Estatal de Investigación en Biomedicina y Ciencias de la Salud Carlos III, Agencia Estatal de Evaluación, Financiación y Prospectiva de la Investigación Científica y Técnica.



	
h)  El Consejo Internacional de Supervisión Pública en estándares de auditoría, ética profesional y materias relacionadas. Se trata de una Fundación constituida al amparo de la Ley 50/2002, de 27 de diciembre, y normas complementarias.





	
- Sujetos pasivos parcialmente exentos:
	
a) Las entidades e instituciones sin ánimo de lucro a las que sea de aplicación el título II de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

	
b) Las entidades e instituciones sin ánimo de lucro no incluidas en la letra anterior. 

	
c) Las uniones, federaciones y confederaciones de cooperativas. 

	 

	
d) Los colegios profesionales, las asociaciones empresariales, cámaras oficiales y los sindicatos de trabajadores.

	
e) Los fondos de promoción de empleo constituidos al amparo del artículo 22 de la Ley 27/1984, de 26 de julio, sobre reconversión y reindustrialización. 

	
f) Las Mutuas Colaboradoras de la Seguridad Social, reguladas en el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio. 

	
g) Las entidades de derecho público Puertos del Estado y las respectivas de las Comunidades Autónomas, así como las Autoridades Portuarias. 

	 

	
h) Los partidos políticos en los términos establecidos en la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los partidos políticos.








	
•  Una Cámara Oficial Agraria, y en general todas las Cámaras, al tener personalidad jurídica, son sujetos pasivos del Impuesto. Su régimen tributario es el de las entidades parcialmente exentas de los artículos 133 a 135 LIS (DGT 18-04-1996).

	
•  Los intereses percibidos por Municipios y Mancomunidades de una entidad financiera están exentos del Impuesto (DGT 02-04-1996).

	
•  Un consorcio integrado por entidades públicas y una caja de ahorros, para la gestión, organización y protección de servicios culturales en un teatro no está exento del Impuesto. No está incluido entre las exenciones del artículo 9 LIS (DGT 25-04-1996).

	
•  Un Ente Público Regional, que tiene como finalidad fomentar el ahorro energético y la utilización racional de las fuentes de energía en una Comunidad Autónoma, no está exenta del Impuesto: no tiene la consideración de organismo autónomo o entidad de análogo carácter (DGT 02-04-2002).

	
• Sociedad anónima, participada al 100% por el ente público Radiotelevisió de les Illes Balears, cuyo objeto social es la gestión mercantil del servicio público de televisión de la Comunidad Autónoma de les Illes Balears. Se trata de una entidad sujeta y no exenta del IS, ya que no tiene la condición exigida en la letra b) del artículo 9.1 del TRLIS, es decir, no es un organismo autónomo ni una entidad de derecho público de carácter análogo a las entidades estatales a que alcanza la exención prevista en la letra f) de dicho artículo (DGT V0182-06 de 30-01-2006).

	
• La entidad consultante no tiene la forma jurídica de fundación ni de asociación declarada de utilidad pública ni de ninguna de las otras entidades enumeradas en el artículo 2 de la Ley 49/2002. Se trata de un ente consorcial que no se adecua al ámbito subjetivo de aplicación de esta ley, contemplado de forma taxativa en el señalado artículo 2, por lo que no podrá aplicar el régimen fiscal especial contenido en la misma. Si carece de ánimo de lucro estaría considerada como entidad parcialmente exenta, a la que le resultaría de aplicación, por lo tanto, el régimen especial previsto en el capítulo XV del título VII del TRLIS (DGT V0871-08 de 23-04-2008).

	
• Como Entidad Urbanística Colaboradora tiene naturaleza administrativa, personalidad jurídica propia y plena capacidad jurídica desde su inscripción en el Registro de Entidades Urbanísticas Colaboradoras, tal y como señalan los artículos 24 y ss del Real Decreto 3288/1978, de 25 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento de Gestión Urbanística para el desarrollo y aplicación de la Ley sobre Régimen del suelo y Ordenación Urbana. En consecuencia, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7.1 TRLIS la entidad constituida será, en principio, sujeto pasivo de este impuesto, siéndole de aplicación el régimen de las entidades parcialmente exentas regulado en el capítulo XV del título VII del citado texto legal en cuanto no tenga ánimo de lucro (DGT V1013-08 de 22-05-2008).

	
• Asociación de ganaderos sin ánimo de lucro, no declarada de utilidad pública, cuyos fines consisten en la mejora del nivel zootécnico y sanitario de las explotaciones ganaderas de sus asociados, mediante la ejecución de programas de mejora ganadera promovidos por una Comunidad Autónoma: al no reunir los requisitos necesarios para que le resulte de aplicación la Ley 49/2002 puesto que no se trata de una asociación de utilidad pública, estaría considerada como entidad parcialmente exenta, a la que le resultaría de aplicación, por lo tanto, el régimen especial previsto en el capítulo XV del título VII del TRLIS (DGT V1015-08 de 22-05-2008).

	
• La entidad consultante no tiene la condición de organismo autónomo o entidad de análogo carácter de una Comunidad Autónoma, sino que se trata de un consorcio constituido por el Estado y una Comunidad Autónoma mediante un Convenio de Colaboración, dotado de personalidad jurídica propia,  por lo que no disfrutará de exención subjetiva plena. No obstante, podría disfrutar del régimen de exención parcial, en los términos previstos por el Capítulo XV del Título VII del TRLIS, en la medida en que se trate de una entidad que carezca de finalidad lucrativa (DGT V1401-08 de 07-07-2008).

	
• Fundación Pública Sanitaria, organismo público con personalidad jurídica propia. La entidad consultante es un ente público descentralizado con personificación pública, encargada de la gestión de la Seguridad Social en el ámbito de una Comunidad Autónoma, por lo que estará exenta de tributación por el Impuesto sobre Sociedades, de acuerdo con lo establecido en el artículo 9.1.d) TRLIS (DGT V1406-08 de 07-07-2008).

	
• Entidad de derecho público, concretado en empresa pública, con personalidad jurídica propia, adscrita al Servicio de Salud de las Illes Balears, que tiene como principal objetivo la gestión y la administración de determinados centros sanitarios: es un ente público descentralizado con personificación pública, encargada de la gestión de la Seguridad Social en el ámbito de una Comunidad Autónoma, por lo que estará exenta de tributación por el Impuesto sobre Sociedades (DGT V0647-09 de 31-03-2009).

	
• Entidad creada por una Ley autonómica como una entidad autonómica de derecho público: la entidad consultante no tiene la condición de organismo autónomo o entidad de análogo carácter. Tampoco tiene análogo carácter a ninguno de los organismos públicos estatales a que alcanza la exención prevista en la letra f) de este apartado 1 del artículo 9 del TRLIS. En consecuencia, la entidad consultante estará plenamente sujeta y no exenta al Impuesto sobre Sociedades. La entidad consultante no entra dentro del ámbito de aplicación la Ley 49/2002, ni tiene la forma jurídica de los entes enumerados en dicha ley, ni parece carecer de ánimo de lucro, por lo que no tendría la consideración de entidad parcialmente exenta. Tributará por el régimen general del Impuesto sobre Sociedades (DGT V1577-09 de 30-06-2009).

	
• La entidad consultante no tiene la condición de organismo autónomo o entidad de análogo carácter de una Comunidad Autónoma, sino que se trata de un consorcio constituido por una Comunidad Autónoma, e integrado, actualmente, por ésta y un Ayuntamiento. El referido consorcio no disfruta de exención subjetiva plena, al no estar comprendido entre las entidades enumeradas en el artículo 9.1 del TRLIS. En el supuesto de que la entidad consultante careciese de ánimo de lucro, al no reunir los requisitos necesarios para que le resulte de aplicación la Ley 49/2002, tendría la consideración de entidad parcialmente exenta a la que le resultaría de aplicación el régimen especial previsto en el capítulo XV del título VII del TRLIS (DGT V0075-11 de 18-01-2011 y V0444-11 de 25-02-2011).









La base imponible en el Impuesto sobre Sociedades

Concepto y determinación




Concepto de base imponible en el Impuesto sobre Sociedades (art. 10 LIS)


 La LIS define la base imponible como el importe de la renta obtenida en el período impositivo, minorada por la compensación de bases imponibles negativas de ejercicios anteriores.







Procedimientos de determinación de la base imponible. Recepción de la normativa contable (art. 10.2  y 3 LIS)


 La base imponible puede determinarse por el régimen de estimación directa, o por el de estimación objetiva cuando la propia Ley determine su aplicación. Subsidiariamente se aplica el sistema de estimación indirecta, de acuerdo con lo establecido en el artículo 53 LGT. Conforme a lo dispuesto en el art. 123 LIS, cuando se determine la base imponible en régimen de estimación indirecta, las cesiones de bienes y derechos y las prestaciones de servicios se presumirán retribuidas por su valor de mercado.

En el régimen de estimación objetiva la base imponible se determina, total o parcialmente, mediante la aplicación de signos, índices o módulos a los sectores de actividad que determine la Ley. Actualmente, el régimen de estimación objetiva únicamente encuentra aplicación en el ámbito del Impuesto sobre Sociedades para aquellas entidades que decidan acogerse al régimen especial de tributación de las entidades navieras en función del tonelaje.

En el régimen de estimación directa, que es el que se aplica con generalidad, el punto de partida del proceso que conduce a la base imponible es el resultado contable, es decir, el resultado determinado de acuerdo con las normas previstas en el Código de Comercio, en las demás leyes relativas a dicha determinación y en sus disposiciones reglamentarias. Debe precisarse que únicamente el resultado contable que haya sido determinado conforme a las citadas disposiciones legales y reglamentarias, servirá como punto de partida para la determinación de la base imponible. Por el contrario, un resultado contabilizado por el contribuyente que no se ajuste a dichas disposiciones, deberá ser corregido y adaptado a las normas aplicables, bien por el propio contribuyente al presentar su autoliquidación por el IS, bien por la Administración Tributaria en el ejercicio de sus funciones de comprobación y conforme a lo dispuesto en el artículo 131 LIS.

Para determinar la base imponible, sobre el resultado contable correctamente determinado, no se practicarán otros ajustes que los previstos en la propia LIS.

Podemos apreciar, por tanto, la importancia que las normas contables tienen en la cuantificación de la base imponible, en la medida en que la norma fiscal "asume" para la determinación de ésta dichas normas contables en todos aquellos aspectos en que, de manera expresa, no establezca un criterio fiscal propio que modifique el que resulte de aplicar las normas y principios contables.

Las normas contables que van a servir como punto de partida para la determinación de la base imponible del IS y a las que se refiere el artículo 10.3 LIS son las siguientes:


	
a) Código de Comercio.

	
b) Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital (Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio).

	
c) Disposiciones específicas en materia contable como, por ejemplo, normas propias de las entidades financieras y de seguros para el cálculo de determinadas provisiones; nota del ICAC relativa a los criterios aplicables en la formulación de cuentas anuales consolidadas según los criterios del Código de Comercio para los ejercicios que comiencen a partir de 01-01-2008 (BOICAC 75); el régimen transitorio, aprobado por la Orden EHA de 29 de diciembre de 1999, a aplicar contablemente en la exteriorización de los compromisos por pensiones (DT 5.ª.3 Real Decreto 1514/2007), etc.

	
d) El PGC 2007 aprobado por el Real Decreto 1514/2007, que resultará aplicable a todas aquellas entidades que no cumplan los requisitos para la aplicación del PGC para PYMES o a las que, cumpliéndolos, no decidan acogerse al mismo.

	
e) El PGC para PYMES aprobado por el Real Decreto 1515/2007, que se aplicará a las entidades que cumpliendo los requisitos previstos en el artículo 2 del citado Real Decreto, opten por su aplicación.

	
f) Los criterios específicos de contabilización aplicables por microempresas en los términos y con los requisitos previstos en el artículo 4 Real Decreto 1515/2007 PGC de PYMES.

	
g) Adaptaciones sectoriales al PGC 2007 y normas contables especiales de desarrollo del mismo:
	
1.  Plan de contabilidad de las entidades aseguradoras (Real Decreto 1317/2008, de 24 de julio, modificado por Real Decreto 1736/2010, de 23 de diciembre).

	
2.  Adaptación sectorial de las instituciones de inversión colectiva (Circular 3/2008, de 11 de septiembre, de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, sobre normas contables, cuentas anuales y estados de información reservada de las instituciones de inversión colectiva).

	
3.  Adaptación sectorial de las sociedades rectoras de los mercados secundarios oficiales, con la exclusión del Banco de España, de las entidades rectoras de los sistemas multilaterales de negociación, de la Sociedad de Sistemas, de las entidades de contrapartida central, de la Sociedad de Bolsas, de las sociedades que tengan la titularidad de todas las acciones de organismos rectores de mercados secundarios oficiales y de sistemas multilaterales de negociación, y de otros sistemas de compensación y liquidación (Circular 9/2008, de 10 de diciembre, de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, sobre normas contables, estados de información reservada y pública y cuentas anuales de las sociedades rectoras de los mercados secundarios oficiales, con la exclusión del Banco de España, de las entidades rectoras de los sistemas multilaterales de negociación, de la Sociedad de Sistemas, de las entidades de contrapartida central, de la Sociedad de Bolsas, de las sociedades que tengan la titularidad de todas las acciones de organismos rectores de mercados secundarios oficiales y de sistemas multilaterales de negociación, y de otros sistemas de compensación y liquidación de los mercados que se creen al amparo de lo previsto en la Ley del Mercado de Valores).

	
4.  Adaptación sectorial de las entidades de capital-riesgo (Circular 11/2008, de 30 de diciembre, de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, sobre normas contables, cuentas anuales y estados de información reservada de las entidades de capital-riesgo).

	
5.  Adaptación sectorial de las sociedades de garantía recíproca (Orden EHA/1327/2009, de 26 de mayo, sobre normas especiales para la elaboración, documentación y presentación de la información contable de las sociedades de garantía recíproca).

	
6.  Adaptación sectorial de los Fondos de Titulización (Circular 2/2009, de 25 de marzo, de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, sobre normas contables, cuentas anuales, estados financieros públicos y estados reservados de información estadística de los Fondos de Titulización).

	
7.  Normas sobre los aspectos contables de las sociedades cooperativas (Orden EHA/3360/2010, de 21 de diciembre).

	
8.  Normas de adaptación del PGC a las empresas concesionarias de infraestructuras públicas (Orden EHA/3362/2010, de 23 de diciembre).

	
9.  Normas de adaptación del PGC a las entidades sin fines lucrativos (RD 1491/2011, de 24 de octubre). Las mismas han sido desarrolladas por:- Resolución de 26 de marzo de 2013, del ICAC, por la que se aprueba el Plan de Contabilidad de pequeñas y medianas entidades sin fines lucrativos.

- Resolución de 26 de marzo de 2013, del ICAC, por la que se aprueba el Plan de Contabilidad de las entidades sin fines lucrativos.







	
h) Adaptaciones sectoriales al PGC de 1990, en todo aquello que no se oponga a lo dispuesto en CCo., Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital (TRLSC), disposiciones específicas y en el PGC 2007:
	
- Empresas Constructoras: Orden 27-01-1993. 

	
- Federaciones Deportivas: Orden 02-02-1994. 

	
- Empresas Inmobiliarias: Orden 28-12-1994 y Orden 11-05-2001.

	
- Sociedades Anónimas Deportivas: Orden 23-06-1995 y Orden 27-06- 2000. 

	
- Empresas de Asistencia Sanitaria: Orden 23-12-1996. 

	
- Empresas del Sector Eléctrico: Real Decreto 437/1998, de 20 de marzo, y Orden 28-03-2001.

	
- Empresas vitivinícolas: Orden 11-05-2001. 

	
- Empresas del Sector del Transporte Aéreo: Orden 18-12-2001. 





	
i) Resoluciones del ICAC dictadas en desarrollo del PGC de 1990, en todo aquello que no se oponga a lo dispuesto en CCo., TRLSC, disposiciones específicas y en el nuevo PGC 2007:
	
- Determinación de la cifra de negocios: Resolución 16-05-1991. 

	
- Tratamiento contable de los FIAMM: Resolución. 27-07-1992. 

	
- Valoración y contabilización del Impuesto General Indirecto Canario: Resolución 16-12-1992. 

	
- Regímenes especiales del IVA y del IGIC: Resolución 20-01-1997. 

	
- Contabilidad del Impuesto sobre Sociedades: Resolución 09-10-1997, modificada parcialmente por Resolución 15-03-2002.

	
- Criterios para determinar el coste de producción: Resolución 09-05-2000. 

	
- Normas para el registro, valoración e información de los derechos de emisión de gases de efecto invernadero: Resolución 08-02-2006. 





	
j) Resoluciones del ICAC dictadas en desarrollo del PGC de 2007:
	
- Resolución de 1-03-2013, por la que se dictan normas de registro y valoración del inmovilizado material y de las inversiones inmobiliarias.

	
- Resolución de 28-05-2013, por la que se dictan normas de registro, valoración e información a incluir en la memoria del inmovilizado intangible.

	
- Resolución de 18-09-2013, por la que se dictan normas de registro y valoración e información a incluir en la memoria de las cuentas anuales sobre el deterioro del valor de los activos.

	
- Resolución de 14-04-2015, por la que se establecen criterios para la determinación del coste de producción.

	
-  Resolución de 9-2-2016, por la que se desarrollan las normas de registro, valoración y elaboración de las cuentas anuales para la contabilización del Impuesto sobre Beneficios.












Correcciones al resultado contable del Impuesto sobre Sociedades


 Las correcciones fiscales al resultado contable vienen reguladas, principalmente, en los artículos 11 a 25 LIS, aunque en muchos otros artículos de la misma, e incluso en otras disposiciones legales, encontramos instituciones que requieren tales correcciones.

En el siguiente cuadro se exponen las principales correcciones fiscales que se efectúan sobre el resultado contable, sin perjuicio de que existan otras no contempladas en el mismo:






	AJUSTES SOBRE EL RESULTADO CONTABLE




	Gastos respecto de los que la norma fiscal modifica o delimita el tratamiento contable

	
- Amortización del inmovilizado material.

- Amortización del inmovilizado intangible.

- Pérdidas por deterioro de créditos por insolvencias.

- Contribuciones de promotores a planes de pensiones y sistemas alternativos.

- Gastos correspondientes a actuaciones medioambientales.

- Provisiones técnicas de entidades aseguradoras.

- Provisiones técnicas de las Sociedades de Garantía Recíproca. 





	Gastos contables no deducibles fiscalmente

	
- Pérdidas por deterioro del inmovilizado material, inversiones inmobiliarias e inmovilizado intangible.

- Pérdidas por deterioro de los valores representativos de la participación en el capital o en los fondos propios de entidades.

- Pérdidas por deterioro de los valores representativos de deuda.

- Dotaciones a fondos internos.

- Retribuciones de fondos propios.

- Impuesto sobre Sociedades.

- Multas y sanciones.

- Pérdidas del juego.

- Donativos y liberalidades.

- Gastos de actuaciones contrarias al ordenamiento jurídico.

- Gastos relacionados con operaciones con paraísos fiscales

- Determinados gastos financieros derivados de deudas con entidades del mismo grupo.

- Indemnizaciones por extinción de relaciones laborales o mercantiles que excedan de determinadas cuantías.

- Gastos por operaciones con personas o entidades vinculadas que no generen ingresos o generen ingresos exentos o sometidos a un tipo de gravamen inferior al 10%

- Gastos en concepto de servicios entre entidades vinculadas y gastos derivados de un acuerdo de reparto de costes de bienes o servicios suscrito entre personas o entidades vinculadas, que no cumplan los requisitos exigidos en los apartados 5 y 7 del artículo 18 LIS, respectivamente.





	Partidas fiscalmente deducibles que no son gasto contable del ejercicio

	
- Amortización acelerada.

- Libertad de amortización.

- Reducción por Reserva de capitalización

- Reducción por Reserva de nivelación de bases imponibles. 





	Ingresos imputables en la base imponible que no se registran contablemente

	
- Reversión del deterioro del valor de elementos patrimoniales adquiridos a una entidad vinculada que en su día realizó una corrección de valor deducible al determinar la base imponible.

- Importe de la pérdida sufrida en la transmisión de elementos patrimoniales que se adquieren de nuevo. 





	Ingresos contables que no se integran en la base imponible

	
- Reversión de gastos que no hayan sido fiscalmente deducibles.

- 60% (o porcentaje resultante de la aplicación de un coeficiente sobre dicho porcentaje) de las rentas netas procedentes de la cesión del derecho de uso o de explotación de patentes, dibujos o modelos, planos, fórmulas o procedimientos secretos, de derechos sobre informaciones relativas a experiencias industriales, comerciales o científicas o de la transmisión de tales activos.

- Ayudas de la Política Pesquera Comunitaria especificadas en el apartado 1.b) DA 3.ª LIS.

- Ayudas de la Política Agraria Comunitaria especificadas en el apartado 1.a) DA 3.ª LIS.

- Determinadas ayudas públicas concedidas para reparar la destrucción por incendio, inundación o hundimiento, de elementos patrimoniales afectos al ejercicio de actividades empresariales; ayudas para el abandono de la actividad de transporte por carretera; percepción de determinadas indemnizaciones públicas, a causa del sacrificio obligatorio de la cabaña ganadera (DA. 3.ª.1.c), d) y e) LIS).

- 50% de las rentas positivas derivadas de la transmisión de determinados inmuebles adquiridos entre el 12-05-2012 y el 31-12-2012.

- Rentas obtenidas por entidades totalmente exentas.

- Determinadas rentas obtenidas por entidades parcialmente exentas.

- Determinadas rentas obtenidas por las entidades acogidas a la Ley 49/2002.

- Dividendos y participaciones en beneficios de sociedades transparentes correspondientes a beneficios relacionados con bases imponibles positivas imputadas al mismo contribuyente (régimen transitorio).

- Dividendos y plusvalías por participaciones tanto en entidades residentes como no residentes y rentas obtenidas en el extranjero a través de un establecimiento permanente que cumplan determinados requisitos.





	Partidas cuyo valor fiscal difiere del contable

	
- Revalorizaciones contables que no se integran en la base imponible.

- Elementos patrimoniales que deben valorarse fiscalmente por el valor de mercado, con independencia de cuál sea la valoración contable, salvo que resulte aplicable el criterio de valor razonable y las diferencias de valoración se imputen a la cuenta de pérdidas y ganancias. 





	Ingresos y gastos cuya imputación contable y fiscal se produce en períodos impositivos distintos

	
- Gastos e ingresos contabilizados en ejercicio distinto del devengo y que conforme al artículo 11.3.1º LISdeben imputarse a éste.

- Rentas obtenidas por operaciones con precio aplazado.

- Rentas negativas por la transmisión de elementos del inmovilizado material, inversiones inmobiliarias, inmovilizado intangible y valores representativos de deuda, cuando la adquirente sea una entidad del mismo grupo mercantil.

- Rentas negativas por la transmisión de valores representativos de la participación en el capital o en los fondos propios de entidades o participaciones en una UTE o entidad análoga, cuando el adquirente sea una entidad del mismo grupo mercantil.

- Rentas negativas por la transmisión de establecimientos permanentes, cuando el adquirente sea una entidad del mismo grupo mercantil.

- Ingresos por quitas y esperas consecuencia de la aplicación de la Ley Concursal.

- Gastos por provisiones que, conforme al artículo 14 LIS, no resultan fiscalmente deducibles.












Facultades de la Administración Tributaria en la determinación de la base imponible del Impuesto sobre Sociedades (art. 131 LIS)


 El artículo 131 LIS dispone que, a los efectos de determinar la base imponible, la Administración tributaria aplicará las normas a que se refiere el comentado artículo 10.3 LIS.

Ello no supone que la Administración pueda modificar la contabilidad, sino que, simplemente, a los efectos de determinar la base imponible, partirá del resultado contable correctamente determinado, y no del incorrecto que muestra la contabilidad de la empresa que no ha aplicado las disposiciones contables.







Rentas positivas que integran la base imponible




Rentas positivas que integran la base imponible del Impuesto sobre Sociedades


 Al analizar los procedimientos de determinación de la base imponible pusimos especial énfasis en destacar la importancia que el resultado contable, determinado con arreglo a las normas y principios contables, tiene en la cuantificación de la base imponible en régimen de estimación directa por cuanto ésta se determina partiendo de dicho resultado contable y efectuando sobre el mismo únicamente aquellas correcciones que de manera expresa prevé la LIS

La ausencia de una regulación específica en la LIS que al menos con carácter genérico establezca las rentas positivas que deben integrarse en la base imponible, sin perjuicio de la existencia de criterios propios aplicables a determinadas rentas o de criterios de imputación exclusivamente fiscales, aconseja un análisis de las distintas partidas que conforme al PGC se refieren a lo que podríamos denominar rentas positivas.

Ahora bien, con carácter previo debemos tener en cuenta que junto a las partidas de ingresos que forman parte de la cuenta de pérdidas y ganancias (cuentas del grupo 7), el PGC 2007 contempla la posibilidad de que determinados ingresos (y gastos) se contabilicen directamente en el patrimonio neto hasta que se produzca el reconocimiento, baja o deterioro del elemento con el que estén relacionados, momento en el que, con carácter general, se contabilizarán en la cuenta de pérdidas y ganancias. Para el registro contable de tales ingresos y gastos, el PGC 2007 contempla la existencia de dos grupos, el 8 y el 9, recogiéndose en éste último los ingresos imputados directamente al patrimonio neto. No obstante, debe precisarse que los grupos 8 y 9 sólo existen en el PGC 2007, pero no en el PGC PYMES.

Tal como se indica en el apartado 4.º del Marco Conceptual de la Contabilidad del PGC, únicamente forman parte del resultado contable los ingresos y gastos que se imputen a la cuenta de pérdidas y ganancias (los registrados en los grupos 6 y 7, respectivamente). Por el contrario, no forman parte del resultado contable los ingresos y gastos que se imputan directamente al patrimonio neto, los cuales se presentarán en el estado de cambios en el patrimonio neto.

Como consecuencia y conforme a lo dispuesto en el artículo 10.3 LIS que parte para la determinación de la base imponible del resultado contable, podemos afirmar que los ingresos y gastos imputados directamente al patrimonio neto (grupos 8 y 9) no forman parte de la base imponible del IS.

Por tanto, el análisis de las partidas contables que recogen rentas positivas debemos centrarlo en aquellas que se contienen de manera fundamental en la cuentas del grupo 7 del PGC y del grupo 7 del PGC PYMES, y dentro del cual se encuentran los siguientes Subgrupos:


	 

	 

	
A) Subgrupo 70. Ventas de mercaderías, de producción propia, de servicios, etc. De las Normas de Valoración 14.ª del PGC y 16.ª del PGC PYMES podemos destacar los siguientes criterios:


	
1. Los ingresos procedentes de la venta de bienes y de la prestación de servicios se valorarán por el valor razonable de la contrapartida, recibida o por recibir, derivada de los mismos, que, salvo evidencia en contrario, será el precio acordado para dichos bienes o servicios, deducido: el importe de cualquier descuento, rebaja en el precio u otras partidas similares que la empresa pueda conceder, así como los intereses incorporados al nominal de los créditos. No obstante, podrán incluirse los intereses incorporados a los créditos comerciales con vencimiento no superior a un año que no tengan un tipo de interés contractual, cuando el efecto de no actualizar los flujos de efectivo no sea significativo. 

	
2. Sólo se contabilizarán los ingresos procedentes de la venta de bienes cuando se cumplan todas y cada una de las siguientes condiciones:
	
a) La empresa ha transferido al comprador los riesgos y beneficios significativos inherentes a la propiedad de los bienes, con independencia de su transmisión jurídica.Se presumirá que no se ha producido la citada transferencia, cuando el comprador posea el derecho de vender los bienes a la empresa y ésta la obligación de recomprarlos por el precio de venta inicial más la rentabilidad normal que obtendría un prestamista.



	
b) La empresa no mantiene la gestión corriente de los bienes vendidos en un grado asociado normalmente con su propiedad, ni retiene el control efectivo de los mismos.

	
c) El importe de los ingresos puede valorarse con fiabilidad.

	
d) Es probable que la empresa reciba los beneficios o rendimientos económicos derivados de la transacción.

	
e) Los costes incurridos o a incurrir en la transacción pueden ser valorados con fiabilidad.



En la Introducción del PGC se indica que con la finalidad de resolver las dudas que se suscitaron bajo la vigencia del PGC de 1990 en cuanto a cuándo debía entenderse que se produce el devengo de los ingresos originados en determinadas operaciones de ventas, el PGC "hace explícitos los requisitos que deberá cumplir toda transacción para que haya de contabilizarse el correspondiente ingreso, quedando concretados los criterios que se desprendían del Plan de 1990 en aras de dotar al modelo de mayor seguridad jurídica". 

Parece evidente que según la Introducción del PGC no se ha producido ninguna modificación en este punto respecto del PGC de 1990.

Otra cosa es que a la misma conclusión se pueda llegar después de analizar en profundidad las condiciones que de manera expresa se han establecido para la contabilización de los ingresos y que se han relacionado anteriormente. A título de ejemplo cabría plantearse si el criterio de imputación de ingresos por ventas previsto en la adaptación sectorial del PGC de 1990 a las empresas inmobiliarias (cuando la obra esté sustancialmente terminada, entendiendo que se cumple tal requisito cuando se hayan incorporado, al menos, el 80% del total de los costes previstos) es compatible o no con lo establecido en la NRV 14.ª PGC y más concretamente, si es compatible con el requisito de que la empresa ha transferido al comprador los riesgos y beneficios significativos inherentes a la propiedad de los bienes, con independencia de su transmisión jurídica. Un análisis de los contratos privados de las entidades promotoras con los futuros adquirentes de los inmuebles que se están construyendo, podría fácilmente llevarnos a concluir que el criterio de imputación de ingresos por ventas del Plan Sectorial de las Inmobiliarias no se ajusta a lo dispuesto en el PGC.

Y en este sentido se ha pronunciado el ICAC que en Consulta n.º 8 del BOICAC n.º 74 de junio de 2008 ya ha aclarado que la entrada en vigor del PGC 2007 resulta incompatible con el criterio de imputación de ingresos contemplado en la  adaptación sectorial del PGC de 1990 a las empresas inmobiliarias, señalando que conforme al PGC 2007, los ingresos en los supuestos referidos deberán imputarse "cuando el inmueble se encuentre prácticamente terminado (pudiendo considerarse a estos efectos, el certificado final de la totalidad de la obra o de la fase completa y terminada de la misma) y se haya otorgado escritura pública de compraventa o, en su defecto, el vendedor haya hecho algún acto de puesta a disposición del inmueble al comprador".



	
3. Los ingresos por prestación de servicios se reconocerán cuando el resultado de la transacción pueda ser estimado con fiabilidad, considerando para ello el porcentaje de realización del servicio en la fecha de cierre del ejercicio.En consecuencia, sólo se contabilizarán los ingresos procedentes de prestación de servicios cuando se cumplan todas y cada una de las siguientes condiciones:


	
a) El importe de los ingresos puede valorarse con fiabilidad.

	
b) Es probable que la empresa reciba los beneficios o rendimientos económicos derivados de la transacción.

	
c) El grado de realización de la transacción, en la fecha de cierre del ejercicio, puede ser valorado con fiabilidad.

	
d) Los costes ya incurridos en la prestación, así como los que quedan por incurrir hasta completarla, pueden ser valorados con fiabilidad.



La empresa revisará y, si es necesario, modificará las estimaciones del ingreso por recibir, a medida que el servicio se va prestando. La necesidad de tales revisiones no indica, necesariamente, que el desenlace o resultado de la operación de prestación de servicios no pueda ser estimado con fiabilidad.

Cuando el resultado de una transacción que implique la prestación de servicios no pueda ser estimado de forma fiable, se reconocerán ingresos, sólo en la cuantía en que los gastos reconocidos se consideren recuperables.

Al igual que hacíamos respecto del criterio de contabilización de los ingresos por venta de bienes, también aquí debemos preguntarnos si las condiciones exigidas para la contabilización de los ingresos por prestaciones de servicios constituyen meras aclaraciones al criterio que ya se venía aplicando con el PGC de 1990 o si, por el contrario, se trata de una auténtica modificación del criterio contable con evidente trascendencia en el ámbito fiscal.







	
B) Subgrupo 71. Variación de existencias Cuentas destinadas a registrar, al cierre del ejercicio, las variaciones entre las existencias finales y las iniciales, correspondientes a los Subgrupos 33, 34, 35 y 36 (productos en curso, productos semiterminados, productos terminados y subproductos, residuos y materiales superados). 

Las NRV 10.ª PGC y 12.ª PGC PYMES, relativas a las existencias, introdujeron modificaciones respecto al PGC de 1990 en cuanto a la valoración de las mismas y en particular, en cuanto al concepto de precio de adquisición o coste de producción. Así, los descuentos por pronto pago que, con el PGC de 1990 tenían la consideración de ingresos financieros, pasan a formar parte del precio de adquisición de las existencias lo que incide en la valoración de las mismas.

También incide en la valoración de las existencias la exigencia impuesta en las NRV señaladas de que para valorar las existencias que necesiten un período de tiempo superior a un año para estar en condiciones de ser vendidas, se capitalicen obligatoriamente los gastos financieros que se devenguen con anterioridad al momento en que están en condiciones de ser vendidas (capitalización que en el PGC de 1990 era, con carácter general opcional).



	
C) Subgrupo 73. Trabajos realizados para la empresa Contrapartida de los gastos realizados por la empresa para su inmovilizado, utilizando sus equipos y su personal, que se activan. También se contabilizarán en este subgrupo los realizados, mediante encargo, por otras empresas con finalidad de investigación y desarrollo. 



	 

	
D) Subgrupo 74. Subvenciones, donaciones y legados De las NRV 18.ª PGC y NRV 18.ª PGC PYMES podemos destacar los siguientes criterios:


	
1. Las subvenciones, donaciones y legados no reintegrables y otorgados por terceros distintos a los socios o propietarios se contabilizarán inicialmente, con carácter general, como ingresos directamente imputados al patrimonio neto y se reconocerán en la cuenta de pérdidas y ganancias como ingresos sobre una base sistemática y racional de forma correlacionada con los gastos derivados de la subvención, donación o legado.

	
2. Las subvenciones, donaciones y legados que tengan carácter de reintegrables se registrarán como pasivos de la empresa hasta que adquieran la condición de no reintegrables. A estos efectos, se considerará no reintegrable cuando exista un acuerdo individualizado de concesión de la  subvención, donación o legado a favor de la empresa, se hayan cumplido las condiciones establecidas para su concesión y no existan dudas razonables sobre la recepción de la subvención, donación o legado.



La imputación a resultados de las subvenciones, donaciones y legados que tengan el carácter de no reintegrables se efectuará atendiendo a su finalidad. A efectos de su imputación en la cuenta de pérdidas y ganancias, habrá que distinguir entre los siguientes tipos de subvenciones, donaciones y legados: 


	
a) Cuando se concedan para asegurar una rentabilidad mínima o compensar los déficit de explotación: se imputarán como ingresos del ejercicio en el que se concedan, salvo si se destinan a financiar déficit de explotación de ejercicios futuros, en cuyo caso se imputarán en dichos ejercicios.

	
b) Cuando se concedan para financiar gastos específicos: se imputarán como ingresos en el  mismo ejercicio en el que se devenguen los gastos que estén financiando.

	
c) Cuando se concedan para adquirir activos o cancelar pasivos, se pueden distinguir los siguientes casos:
	
- Activos del inmovilizado intangible, material e inversiones inmobiliarias: se imputarán como ingresos del ejercicio en proporción a la dotación a la amortización efectuada en ese período para los citados elementos o, en su caso, cuando se produzca su enajenación, corrección valorativa por deterioro o baja en balance.

	
- Existencias que no se obtengan como consecuencia de un rappel comercial: se  imputarán como ingresos del ejercicio en que se produzca su enajenación, corrección valorativa por deterioro o baja en balance.

	
- Activos financieros: se imputarán como ingresos del ejercicio en el que se produzca su  enajenación, corrección valorativa por deterioro o baja en balance.

	
- Cancelación de deudas: se imputarán como ingresos del ejercicio en que se produzca  dicha cancelación, salvo cuando se otorguen en relación con una financiación específica, en cuyo caso la imputación se realizará en función del elemento financiado.





	
d) Los importes monetarios que se reciban sin asignación a una finalidad específica se imputarán como ingresos del ejercicio en que se reconozcan.



Por otra parte, la NRV 18ª PGC prevé un tratamiento distinto al antes expuesto para las subvenciones, donaciones y legados no reintegrables recibidos de socios o propietarios. Según la citada NRV no constituyen ingresos, debiéndose registrar directamente en los fondos propios, independientemente del tipo de subvención, donación o legado de que se trate. No obstante, en el caso de empresas pertenecientes al sector público que reciban subvenciones, donaciones o legados de la entidad pública dominante para financiar la realización de actividades de interés público o general, la contabilización de dichas ayudas públicas se efectuará de acuerdo con los criterios previstos para las otorgadas por terceros.

El tratamiento fiscal de las donaciones y legados recibidos de socios o propietarios será coincidente con el tratamiento contable de los mismos y con lo dispuesto en el art. 18 LIS en cuanto al tratamiento fiscal de las operaciones vinculadas, teniendo en cuenta de manera especial, lo dispuesto respecto al ajuste secundario en el art. 18.11 LIS.

No podemos concluir este apartado de rentas positivas sin hacer mención a la exención reconocida a las rentas derivadas de determinadas ayudas públicas cuya regulación se contiene en la DA 3.ª LIS que establece que no se integrarán en la base imponible las rentas positivas que se pongan de manifiesto como consecuencia de:


	
a) La percepción de las siguientes ayudas de la política agrícola comunitaria:
	
1.º Abandono definitivo del cultivo del viñedo.

	
2.º Prima al arranque de plantaciones de manzanos.

	
3.º Prima al arranque de plataneras.

	
4.º Abandono definitivo de la producción lechera.

	
5.º Abandono definitivo del cultivo de peras, melocotones y nectarinas.

	
6.º Arranque de plantaciones de peras, melocotones y nectarinas.

	
7.º Abandono definitivo del cultivo de la remolacha azucarera y de la caña de azúcar.





	
b) Las rentas que se pongan de manifiesto como consecuencia de la percepción de las ayudas de la política pesquera comunitaria, por la paralización definitiva de la actividad pesquera de un buque y por su transmisión para la constitución de sociedades mixtas en terceros países, siendo de aplicación lo previsto en la DA 5.ª Ley 42/1994, desde la entrada en vigor de la misma.La exención de las ayudas de la política pesquera comunitaria está condicionada al abandono del buque respecto de su actividad pesquera y no al cese de la actividad por parte del empresario (DGT 03-02-1995).



	
c) La percepción de ayudas públicas que tengan por objeto reparar la destrucción, por incendio, inundación o hundimiento, de elementos patrimoniales afectos al ejercicio de actividades empresariales.

	
d) La percepción de las ayudas al abandono de la actividad de transporte por carretera satisfechas por el Ministerio de Fomento a transportistas que cumplan los requisitos establecidos en la normativa reguladora de la concesión de dichas ayudas.  

	
e) La percepción de indemnizaciones públicas, a causa del sacrificio obligatorio de la cabaña ganadera, en el marco de actuaciones destinadas a la erradicación de epidemias o enfermedades. Esta disposición sólo afecta a los animales destinados a la reproducción.



En tales supuestos, la renta que se excluye de la base imponible es la diferencia entre la ayuda percibida y la pérdida patrimonial producida en los elementos afectos a las correspondientes actividades. Si estas pérdidas superan el importe de las ayudas percibidas, la diferencia podrá integrarse, como un componente negativo, en la base imponible del contribuyente.  

Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 19.6 LIS, están exentas las subvenciones percibidas por los contribuyentes que exploten fincas forestales gestionadas de acuerdo con planes técnicos de gestión forestal, ordenación de montes, planes dasocráticos o de repoblación forestal aprobados por la Administración competente, siempre que el período de producción medio sea igual o superior a 20 años.


Ejemplo:


Una entidad percibe una ayuda pública concedida para reponer la destrucción de determinada maquinaria afecta a su actividad empresarial que se ha perdido en el curso de una inundación. El valor neto de las máquinas perdidas asciende a 10.000 €, y el de la ayuda a 8.000 €.

El contribuyente puede computar una renta negativa en su base imponible del ejercicio por importe de 2.000 €.





	
E) Subgrupo 75. Otros ingresos de gestión Son los ingresos derivados de la gestión no comprendidos en otros subgrupos. Comprende, entre otros, las siguientes partidas: 


	
- Beneficios que corresponden a la empresa como partícipe no gestor en las operaciones reguladas en los artículos 239 a 243 del CCo (Cuentas en Participación) y en otras operaciones en común de análogas características, así como las pérdidas transferidas a otros partícipes no gestores en el mismo tipo de negocios cuando la empresa asume el papel de gestor. 

	
- Ingresos por arrendamientos que no correspondan a la actividad habitual de la empresa. 

	
- Ingresos de la propiedad industrial cedida en explotación. 

	
- Ingresos por comisiones percibidas de manera accidental, que no se correspondan con servicios de mediación que constituyan el objetivo principal de la actividad de la empresa. 

	
- Ingresos por servicios prestados al personal. 

	
- Ingresos por servicios diversos. Son los originados por la prestación eventual de ciertos servicios a otras empresas o particulares (transporte, reparaciones, asesorías, informes, etc.). 





	 

	
F) Subgrupo 76. Ingresos financieros 
	
1) Tipos de ingresos financieros Comprende los siguientes tipos de ingresos: 


	
- Ingreso de participaciones en instrumentos de patrimonio (Cuenta 760). Son rentas provenientes de participaciones en instrumentos de patrimonio (acciones, participaciones en Sociedades Limitadas, etc.). Deberá abonarse esta cuenta cuando nazca el derecho a percibir los dividendos, por su importe íntegro. 

	
- Ingresos de valores representativos de deuda (Cuenta 761). Se trata de intereses, obligaciones, títulos de la Deuda Pública, etc. Se abonará esta cuenta con el devengo de los intereses, tanto implícitos como explícitos, por el importe íntegro de los mismos. También se abonará por el reconocimiento en la cuenta de pérdidas y ganancias, a lo largo de su vida residual, del  saldo positivo acumulado en el patrimonio neto de un activo financiero disponible para la venta que se haya reclasificado como inversión mantenida hasta el vencimiento en los términos establecidos en las NRV.

	
- Ingresos de créditos (Cuenta 762). Importe de los intereses de préstamos y otros créditos, devengados en el ejercicio. Se abonará al devengo de los intereses, tanto implícitos como explícitos, por el íntegro de los mismos.

	
- Beneficios por valoración de instrumentos financieros por su valor razonable (Cuenta 763). Constituye una de las novedades más importantes introducidas por el PGC 2007 y supone la incorporación del criterio de valoración por el valor razonable en determinadas categorías de estos activos, con imputación en la cuenta de pérdidas y ganancias de los cambios de valoración producidos. Esta modificación afecta a las categorías de activos que el PGC 2007 denomina "Activos financieros mantenidos para negociar" y "Otros activo financieros a valor razonable con cambios en la cuenta de pérdidas y ganancias" y supone su abono por el aumento en el valor razonable de los activos financieros o la disminución en el valor de los pasivos financieros clasificados en estas categorías.También se incluye en este apartado:


	
a) Los beneficios originados por la baja o enajenación de los instrumentos financieros clasificados en la categoría "Activos financieros disponibles para la venta", abonándose en el momento en que se produzca la baja o enajenación del instrumento financiero, por el saldo positivo acumulado en el patrimonio neto.

	
b) Los beneficios originados en instrumentos de cobertura, en las operaciones de cobertura de flujos de efectivo cuando la empresa no espere que la transacción prevista tenga lugar, abonándose por la transferencia a la cuenta de pérdidas y ganancias del importe positivo reconocido directamente en el patrimonio neto.





	
- Beneficios en  participaciones y valores representativos de deuda (Cuenta 766). Comprende los beneficios producidos por la enajenación de valores representativos de deuda e instrumentos de patrimonio excluidos los que deban registrarse en las  cuentas 763 y 773  y se abonará por el beneficio producido en la enajenación.

	
- Ingresos de activos afectos y de derechos de reembolso relativos a retribuciones a largo plazo (Cuenta 767). Comprende el  importe del rendimiento esperado de los activos afectos a los compromisos con los que se liquidarán las obligaciones de la empresa por retribuciones a largo plazo de prestación definida o de los derechos de reembolso destinados a cancelar dichas obligaciones.

	
- Diferencias positivas de cambio (Cuenta 768). El PGC 2007 prevé la imputación a pérdidas y ganancias tanto de las diferencias negativas como de las positivas.En particular dispone que se abonará:


	
a1) En cada cierre, por la ganancia de valoración de las partidas monetarias vivas a dicha  fecha.

	
a2) En el momento de la baja, enajenación o cancelación del elemento patrimonial asociado a  una diferencia de conversión positiva.

	
a3) Por la transferencia a la cuenta de pérdidas y ganancias del importe positivo reconocido  directamente en el patrimonio neto en las operaciones de cobertura en una inversión neta en un negocio en el extranjero.

	
a4) Cuando venzan o se cancelen anticipadamente las partidas monetarias, mediante entrega del efectivo en moneda distinta de la funcional.• Aquellas diferencias de cambio en moneda extranjera que, de acuerdo con la normativa contable, se registren en la cuenta de pérdidas y ganancias, tendrán efecto pleno en la determinación de la base imponible del Impuesto sobre Sociedades (DGT V1544-09 de 26-06-2009).







	
- Otros ingresos financieros (Cuenta 769). Son los ingresos de naturaleza financiera no recogidos en otras cuentas de este Subgrupo. 





	
2) La elevación al íntegro El artículo 19.3 LIS establece el siguiente modelo para determinar el ingreso a computar y la retención a deducir cuando ésta no ha sido efectuada correctamente: 

- El perceptor de cantidades sobre las que deba retenerse a cuenta del IS computará aquéllas por la contraprestación íntegra devengada y deducirá de la cuota la retención procedente. 

- Cuando la retención no se hubiera practicado o lo hubiera sido por importe inferior al debido, el perceptor deducirá de la cuota la cantidad que debió ser retenida. 

Estas dos reglas anteriores sólo tienen dos excepciones: 

1. En el caso de retribuciones legalmente establecidas, que hubieran sido satisfechas por el sector público, el perceptor sólo podrá deducir las cantidades efectivamente retenidas. 

2. Cuando no pudiera probarse la contraprestación íntegra devengada, la Administración Tributaria podrá "elevar al íntegro" y computar como ingreso a incluir en la base imponible una cantidad que, una vez restada de ella la retención procedente, arroje la efectivamente recibida. En este caso se deducirá de la cuota, como retención a cuenta, la diferencia entre lo realmente percibido y el importe íntegro. 


Ejemplo:


Intereses percibidos: 6.000 €. No se ha practicado retención. El interés percibido coincide con el pactado contractualmente. 

Resultado: 


No procede elevación al íntegro. 

Perceptor de los intereses: 

- Incluirá en su base imponible 6.000 €. 

Deducirá en su cuota el 19% de 6.000 = 1.140 €. 

Pagador de los intereses: 

- En caso de Inspección, se le exigirá la retención no practicada: 1.140 €. 









	 

	
G) Subgrupo 77. Beneficios procedentes activos no corrientes e ingresos excepcionales Comprende, entre otras, las siguientes rentas positivas: 

- Beneficios producidos en la enajenación de inmovilizado material o intangible o inversiones inmobiliarias.

- Beneficios procedentes de participaciones a largo plazo en empresas del grupo, asociadas u otras vinculadas.

- Diferencia negativa en combinaciones de negocios. Reflejará el exceso, en la fecha de adquisición, del valor razonable de los activos identificables adquiridos menos el de los pasivos asumidos, sobre el coste de la combinación de los negocios.

- Beneficios por operaciones con obligaciones propias. Comprende los beneficios producidos con motivo de la amortización de obligaciones.

- Ingresos excepcionales. Comprende los beneficios e ingresos de carácter excepcional y cuantía significativa que atendiendo a su naturaleza no deban contabilizarse en otras cuentas del grupo 7 o del grupo 9 incluyéndose, entre otros, los procedentes de créditos que en su día fueron amortizados por insolvencias firmes.



	 

	
H) Subgrupo 79. Excesos y aplicaciones de provisiones y de pérdidas por deterioro.En él se registrarán las correcciones valorativas, por la recuperación del valor, de los elementos patrimoniales, bienes, créditos o derechos, hasta el límite de las pérdidas contabilizadas con anterioridad.

La recuperación de valor registrada contablemente como ingreso tendrá efectos fiscales en la medida en que la provisión o pérdida por deterioro registrada anteriormente hubiera sido fiscalmente deducible. Por el contrario, la recuperación de valor de una pérdida por deterioro o provisión anterior que no hubiera sido fiscalmente deducible implicará que el ingreso contabilizado no deba computarse fiscalmente, lo que motivará la práctica del correspondiente ajuste extracontable.






	
•  En el supuesto de la venta de unas instalaciones para cuya financiación se percibió una subvención, debe imputarse a resultados, en el mismo ejercicio en que aquélla se realice, el importe total de la subvención pendiente de imputar en ese momento (DGT 20-09-1996).

	
•  Los dividendos pendientes de pago, no reclamados por los accionistas, constituyen una adquisición lucrativa para la sociedad que debe integrarse en su base imponible (DGT 04-10-2000). 

	
• La percepción monetaria de dividendos en períodos impositivos iniciados a partir de 01-01-2008, si los mismos proceden de resultados generados con anterioridad a la adquisición de la participación porque se hayan distribuido importes superiores a los beneficios generados por la participada desde la adquisición, las reservas distribuidas correspondientes a los beneficios de ejercicios anteriores, y la prima de emisión aportada también antes de la adquisición de las acciones, no tendrán efectos en la base imponible por cuanto no tienen la condición de ingreso a efectos contables y, por tanto, tampoco tienen esta condición a efectos del Impuesto sobre Sociedades, sino que tienen la condición de menor valor de la participación, estando este criterio de valoración admitido igualmente a efectos del impuesto (DGT CV2200-08 de 21-11-2008).










Imputación temporal. Inscripción contable de ingresos y gastos

Criterios de imputación temporal admitidos en la LIS




Criterios de imputación temporal admitidos en la LIS (art. 11 LIS)


 El artículo 11 LIS establece los criterios de imputación temporal aplicables en el Impuesto sobre Sociedades apoyándose en dos principios contables para fijar el criterio general de imputación de los ingresos y gastos: el principio de devengo y el principio de correlación de ingresos y gastos.

Junto a dicho criterio general, la LIS establece la posibilidad de los contribuyentes de proponer la aplicación de criterios distintos en la forma y con los requisitos que más adelante se expondrán.

Asimismo, el propio artículo 11 LIS establece criterios especialesde imputación aplicables en determinados supuestos concretos y que se apartan del general anteriormente señalado.

Al margen del cambio de ubicación en el texto normativo de la regulación de los criterios de imputación temporal (pasa a regularse en el art. 11 LIS, inmediatamente después de la definición de la base imponible y métodos de determinación de la misma), la Ley 27/2014 introduce numerosas y relevantes modificaciones en materia de criterios de imputación temporal de ingresos y gastos que serán analizadas en los distintos epígrafes del presente Capítulo.







Principio de devengo del IS (art. 11 LIS)


 El criterio general de imputación de ingresos y gastos fijado por el artículo 11 LIS descansa en la aplicación de dos principios contables:


	 

	
- Principio de devengo. El PGC define el principio del devengo en el apartado 3.º del Marco Conceptual de la Contabilidad como aquel en virtud del cual los efectos de las transacciones o hechos económicos se registrarán cuando ocurran, imputándose al ejercicio al que las cuentas anuales se refieran, los gastos y los ingresos que afecten al mismo, con independencia de la fecha de su pago o de su cobro.En la Introducción del PGC se indica que con la finalidad de resolver las dudas que se suscitaron bajo la vigencia del PGC de 1990 en cuanto a cuándo debía entenderse que se produce el devengo de los ingresos originados en determinadas operaciones de ventas, el nuevo PGC "hace explícitos los requisitos que deberá cumplir toda transacción para que haya de contabilizarse el correspondiente ingreso, quedando concretados los criterios que se desprendían del Plan de 1990 en aras de dotar al modelo de mayor seguridad jurídica". Dichos requisitos han quedado recogidos en la NRV 14.ª PGC.

No debe confundirse el criterio de devengo con el criterio de exigibilidad que utiliza la normativa del IRPF para la imputación de los rendimientos del trabajo personal y del capital.



	 

	
- Principio de correlación de ingresos y gastos. El principio de correlación de ingresos y gastos deja de configurarse en el actual PGC como principio contable para ubicarse como criterio de reconocimiento de los elementos en las cuentas anuales dentro del Marco Conceptual de la Contabilidad.La correlación de ingresos y gastos como criterio de registro y reconocimiento de unos y otros sólo procederá cuando sea pertinente y siempre que no implique el registro de activos o pasivos que no se ajusten a la definición que de los mismos ofrece el Marco Conceptual de la Contabilidad (apartados 4.º y 5.º).

A pesar de la pérdida de peso específico del principio de correlación de ingresos y gastos en el nuevo marco contable, la LIS sigue exigiendo para la imputación fiscal de los gastos, que se respete la debida correlación entre ingresos y gastos.





De lo expuesto se deduce que, en principio, debe existir coincidencia entre contabilidad y fiscalidad respecto de la imputación temporal de ingresos y gastos lo que, en principio, determinaría que no tendrían que producirse más discrepancias entre una y otra que las derivadas de la aplicación de criterios específicos contemplados en la LIS. Sin embargo, el legislador fiscal, consciente de la posibilidad de que se registren contablemente los ingresos y los gastos sin ajustarse al principio del devengo, ha previsto de forma expresa la forma en que debe resolverse el conflicto entre contabilidad y fiscalidad en tales supuestos fijando a tal efecto las reglas de preferencia para la imputación fiscal, reglas que se contienen en el apartado 3 del artículo 11 LIS y que serán objeto de estudio en el epígrafe siguiente.

Por otra parte, la norma contable y mercantil prevé la posibilidad de que no se apliquen los principios de contabilidad generalmente aceptados (entre ellos el de devengo), posibilidad que se contempla, en todo caso, con carácter excepcional y siempre y cuando resulte necesario para mostrar la imagen fiel del patrimonio de la empresa, de su situación financiera y de sus resultados. En el ámbito del Impuesto sobre Sociedades, la eficacia de la aplicación de principios distintos del devengo y correlación de ingresos y gastos en los supuestos en que excepcionalmente la normativa contable y mercantil lo permite, queda supeditada a su aprobación por parte de la Administración Tributaria en la forma y con los requisitos previstos en el artículo 1 RIS.

• En el supuesto de un arrendamiento, durante un plazo de 40 años, de un solar para la instalación de una estación de servicio, el arrendamiento deberá imputarse en función de su devengo, que se entiende producido en función del tiempo transcurrido, aunque una parte se cobre anticipadamente. Si el sujeto pasivo desea utilizar un criterio de imputación distinto deberá solicitarlo al amparo del artículo 29 RIS (actual artículo 1 RIS) (DGT 30-12-1998).

• Como consecuencia de la rescisión de un contrato, una Sociedad va a percibir una indemnización reclamada judicialmente. Esta indemnización debe imputarse al ejercicio en el que la sentencia adquiera firmeza (DGT 02-04-2002).

• Los intereses que deben pagarse como consecuencia de una sentencia judicial deben imputarse al ejercicio en que ésta deviene firme: cuando resulta obligatorio su pago, aunque correspondan a períodos impositivos anteriores (DGT 07-10-2004).

• La cesión de los derechos de uso de los bienes que se poseen en régimen de concesión administrativa, para todo el tiempo que resta de la concesión, tiene la naturaleza de compraventa y no de arrendamiento, por lo que el ingreso percibido debe imputarse al período impositivo del perfeccionamiento del contrato y no en función de la duración del pretendido arrendamiento (STS 21-06-2005).

• Contrato de arrendamiento de un local de negocio en el que se establece un pago inicial en concepto de renta anticipada correspondiente de forma lineal a los 15 años de duración del mismo, que se denomina "prima de arrendamiento": en la medida en que esta prima de arrendamiento pueda considerarse parte de la retribución por una prestación, la cesión de uso del local, que se prolonga durante el plazo de duración del contrato, aunque su importe se perciba de una sola vez al inicio del arrendamiento, habrá que considerar, de acuerdo con el principio de correlación de ingresos y gastos, en relación con el principio del devengo, que su imputación a la base imponible ha de producirse, según un criterio financiero, en los diversos períodos impositivos durante los cuales se encuentre vigente el contrato de arrendamiento formalizado, excepto que la entidad contabilice todo el importe percibido como ingreso del ejercicio, en cuyo caso dicho ingreso se integraría en la base imponible en los términos establecidos en el artículo 19.3 TRLIS (DGT V0277-07 de 14-02-2007).

• Las retribuciones de personal se devengan en el período impositivo en el que se han prestado, con independencia del momento en que se satisfagan. En consecuencia, en el supuesto planteado en la consulta, el gasto por la retribución variable ("bonus") derivada del trabajo personal realizado en el ejercicio "n", a satisfacer en el ejercicio "n+1", se debe imputar fiscalmente, conforme al criterio de devengo, al período impositivo correspondiente al ejercicio "n", en que se desarrolla el trabajo, siempre que esté debidamente contabilizado en este último ejercicio (DGT V1943-07 de 19-09-2007).

• El reconocimiento contable y fiscal del derecho de cobro del justiprecio e intereses en un procedimiento de expropiación forzosa se produce con arreglo al principio del devengo, de forma que si la determinación del justiprecio, como parece ser el caso objeto de la presente consulta, deriva de un procedimiento judicial, de acuerdo con lo establecido por el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas en informe de 24 de marzo de 2008, para considerar que existe un beneficio procedente del bien expropiado es necesario que estemos ante importes "acordados o liquidados", es decir, de valores consolidados que generen beneficios o rendimientos económicos en la empresa, circunstancia que con carácter general se alcanzará en el caso de un derecho de crédito por fijación del precio cuando este quede otorgado por sentencia que haya adquirido firmeza. A partir del reconocimiento del crédito y hasta su cobro, en la medida en que existiera derecho a percibir intereses de demora en el cobro del precio, se debería proceder a estimar su importe y reflejarlo contablemente en cada ejercicio de acuerdo con un criterio financiero. En consecuencia, la diferencia entre el justiprecio finalmente fijado y el precio inicialmente establecido en el acto de consignación del precio, se imputará como renta a efectos contables y fiscales en el ejercicio en que el justiprecio quede definitivamente establecido por sentencia firme, de forma que si existiera derecho a percibir intereses de demora en el cobro del precio, desde el reconocimiento del crédito hasta su cobro, deberán reconocerse los correspondientes intereses en cada ejercicio de acuerdo con un criterio financiero (DGT V0588-08 de 26-03-2008).

• Vigencia de la norma de valoración 18ª. Ventas y otros ingresos, contenida en la quinta parte de las Normas de adaptación del PGC a las empresas inmobiliarias tras la aprobación del nuevo PGC: de acuerdo con el PGC de 2007 a efectos de determinar cuándo se ha de registrar el correspondiente ingreso por ventas, se deberá llevar a cabo un análisis de si se han transmitido o no los riesgos y beneficios significativos inherentes a la propiedad del inmueble, lo que conllevará un análisis individualizado de las condiciones contractuales de la operación, junto con el resto de condiciones reproducidas anteriormente. De acuerdo con la legislación y la práctica habitual en nuestro país, no se puede entender que con la acumulación del 80% de los costes incurridos en la construcción, dispuesta en las normas de adaptación del PGC a las empresas inmobiliarias, se produzca la transmisión de los riesgos y beneficios significativos. La citada transmisión de riesgos y ventajas significativos, en el caso de inmuebles en fase de construcción en el desempeño de la actividad inmobiliaria, se producirá, con carácter general, cuando el inmueble se encuentre prácticamente terminado (pudiendo considerarse a estos efectos, el certificado final de la totalidad de la obra o de la fase completa y terminada de la misma) y se haya otorgado escritura pública de compraventa o, en su defecto, el vendedor haya hecho algún acto de puesta a disposición del inmueble al comprador (ICAC Consulta 8 del BOICAC n.º 74).

• En consecuencia, de acuerdo con el PGC de 2007 a efectos de determinar cuándo se ha de registrar el correspondiente ingreso por ventas, se deberá llevar a cabo un análisis de si se han transmitido o no los riesgos y beneficios significativos inherentes a la propiedad del inmueble, lo que conllevará un análisis individualizado de las condiciones contractuales de la operación (DGT CV1580-08 de 28-07-2008).

• La puesta a disposición será el momento en el cual, desde un punto de vista jurídico-privado, se adquiere el dominio del bien objeto del contrato, transfiriendo todos los riesgos y beneficios de dicho bien. En este caso concreto, de la escritura de compraventa parece deducirse que la finca objeto de la compraventa continúa en poder del vendedor una vez otorgada aquella, por lo que cabe concluir que la entrega queda diferida, por lo que el devengo de las rentas correspondientes se genera con la entrega, esto es, en noviembre de 2010, o la fecha anterior en que, en su caso, se produzca la misma, con independencia de los cobros anticipados percibidos con anterioridad a la misma (DGT CV1609-08 de 30-07-2008).

• Al no contener la Ley del Impuesto un criterio específico de imputación del ingreso derivado de las subvenciones percibidas, siguiendo lo dispuesto en el artículo 10.3 TRLIS, resultará de aplicación el criterio de imputación temporal establecido por la norma contable. En particular, resultará de aplicación lo dispuesto en la Norma de Registro y Valoración 18.ª, apartado 1, bajo la rúbrica "Subvenciones, donaciones y legados otorgados por terceros distintos a los socios o propietarios", contenida en la Segunda Parte del Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad, en vigor desde 01-01-2008 (DGT CV2035-08 de 04-11-2008).

• El devengo de los ingresos por comisiones se producirá en el momento en que la consultante presta el servicio de cobro de los recibos correspondientes a los seguros contratados por los clientes con las distintas compañías de la que es corredor, siendo el importe de los mismos la contraprestación convenida con la entidad de seguros, con independencia del momento del cobro de tales servicios (DGT CV2219-08 de 25-11-2008).

• Para facilitar las ventas en el ejercicio 2008, la consultante ofrece a los nuevos compradores la opción de que puedan ceder en alquiler a la misma los despachos profesionales que adquieran, para poder subarrendarlos a su vez a terceros, con la garantía bancaria del importe del arrendamiento para tres años, que se entregará al comprador en el momento de formalización de la escritura de compraventa: en la operación planteada se derivan dos contratos diferenciados, aun cuando estén relacionados, de los que se generan derechos y obligaciones independientes que determinan una corriente de ingresos y gastos autónomos. Por tanto, el precio de venta de los inmuebles no se vería afectado por el contrato de arrendamiento suscrito con los adquirentes de los mismos, de forma que los ingresos y gastos derivados de cada operación se reconocerán a efectos contables y fiscales atendiendo al principio del devengo en los términos establecidos en el artículo 19 TRLIS (DGT CV0187-09 de 03-02-2009).

• En el caso específico de una operación en la que exista una retribución adicional, que en ningún caso condicione la citada operación, que dependa de hechos contingentes futuros inciertos y posibles sobre los que la entidad no tiene ningún control -y siempre y cuando haya una equivalencia entre la retribución fija acordad por el terreno enajenado y el valor razonable de éste en las condiciones existentes en el momento de la venta-, en la medida en que procediera reconocer un ingreso por venta, la empresa tendría adicionalmente un activo posible. A este respecto, debe señalarse que la entidad no debe registrar en su balance ningún activo (en este caso, un crédito) hasta que no sea prácticamente cierta la entrada de beneficios o rendimientos económicos procedentes de dicho activo, circunstancia que con carácter general no podrá entenderse producida antes de que hayan ocurrido los hechos contingentes futuros de los que depende. Por tanto, la parte de renta imputable a este componente de precio contingente se devengará en el ejercicio en que ocurran los hechos que determinen el derecho a su percepción (DGT CV0786-09 de 14-04-2009).

• La entidad consultante mantiene tanto el dominio de la finca como la posesión de la misma hasta el completo pago del precio acordado, por lo que de si estas condiciones, y cualquier otra no manifestada en la consulta, resultase que la entidad consultante mantiene los riesgos y beneficios significativos inherentes a la propiedad del bien, no se habría producido el devengo de un ingreso teniendo, en su caso, las cantidades percibidas la consideración de un cobro anticipado, por lo que el momento de la transferencia de tales riesgos y beneficios determinará el devengo de un ingreso a efectos contables que formará parte de la base imponible del periodo impositivo que corresponda (DGT CV0975-09 de 06-05-2009).

• Venta con condición resolutoria que se resuelve en ejercicio posterior por falta de pago de parte del precio: de acuerdo con la consulta 5 del BOICAC 75, septiembre de 2008, continúa vigente el criterio establecido en la norma de valoración 13.ª, apartado 5.d) de las normas de aprobación del Plan General de Contabilidad a las empresas inmobiliarias, aprobadas por Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 28 de diciembre de 1994, de forma que en el caso de bienes recibidos por cobro de créditos, cuando los mismos hayan sido vendidos con anterioridad por la empresa, la incorporación de los bienes al activo de la misma se realizará por el coste de producción, o en su caso, por el de adquisición. Por tanto, en el ejercicio en que resuelva el contrato, el inmueble se valorará de acuerdo con el referido criterio, del que podría derivar un resultado contable, positivo o negativo, el cual se integraría en la base imponible del Impuesto sobre Sociedades de ese ejercicio, sin que proceda la rectificación de la declaración del ejercicio 2006 ni, por tanto, devolución de la cuota satisfecha en dicho ejercicio, por cuanto fue correcta la base imponible declarada del ejercicio 2006(DGT CV0978-09 de 07-05-2009 y CV1332-09 de 04-06-2009).

• Para el Impuesto sobre Sociedades el acto o contrato inicial es una operación económica que ha generado un resultado, supongamos que positivo, que se contabiliza como beneficio, y tributa por Impuesto sobre Sociedades, pero si años después, se resuelve el contrato por cumplimiento de una condición resolutoria o por anulación, rescisión o resolución judicial o administrativa, este acto resolutorio es una operación económica distinta, que se contabiliza en el ejercicio en que se ha producido, y que probablemente habrá generado una pérdida, de ahí que en el Impuesto sobre Sociedades no haya que retrotraer los efectos de la anulación, resolución, etc., de los actos o contratos al momento en que se pactaron, sino que se reflejan, como una operación distinta, en el ejercicio, insistimos, en que se producen (STS 14-04-2000).

• Criterio de imputación temporal de los ingresos correspondientes a la cesión de uso de las plazas de amarre: en el supuesto de que la cesión deba calificarse como operativa, cualquier cobro que se realice por el concesionario se tratará como un cobro anticipado por el arrendamiento, que se imputará a resultados a lo largo del período de arrendamiento a medida que se cedan los beneficios económicos del activo arrendado. Si la operación se califica como un arrendamiento financiero, será de aplicación la remisión incluida en el apartado 1.3 de la NRV 8.ª para el supuesto de que el arrendador sea el fabricante o distribuidor, en cuyo caso se considerarán operaciones de tráfico comercial y se aplicarán los criterios contenidos en la NRV 14.ª -Ingresos por ventas y prestación de servicios- (DGT CV2629-09 y CV2631-09 de 26-11-2009).

• En el ejercicio en que resuelva el contrato, el inmueble se valorará de acuerdo con el criterio establecido en la norma de valoración 13.ª, apartado 5.d) de las normas de aprobación del Plan General de Contabilidad a las empresas inmobiliarias, del que podría derivar un resultado contable, positivo o negativo, el cual se integraría en la base imponible del Impuesto sobre Sociedades de ese ejercicio, sin que proceda la rectificación de la declaración del ejercicio 2004 ni, por tanto, devolución de la cuota satisfecha en dicho ejercicio, por cuanto fue correcta la base imponible declarada del ejercicio 2004 (DGT CV2662-09 de 03-12-2009).

• La norma de valoración número 18 de las normas de adaptación del Plan General de Contabilidad a las empresas constructoras, aprobada por Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 27 de enero de 1993 (hay que tener en cuenta que con carácter general, las adaptaciones sectoriales y otras disposiciones de desarrollo en materia contable en vigor el 20-11-2007 siguen aplicándose en todo lo que no se oponga a lo dispuesto en el Código de Comercio, Ley de Sociedades Anónimas, Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada, disposiciones específicas y en el propio PGC), establece los criterios de reconocimiento contable de ingresos en materia de ejecuciones de obra, esto es, especifica el principio del devengo para un caso determinado. Estos criterios serán válidos para determinar, a efectos fiscales, la imputación temporal de los ingresos derivados de tales contratos (DGT CV2773-09 de 15-12-2009).

• Arrendamiento de viviendas con opción de compra por promotoras inmobiliarias: si la operación planteada en el escrito de consulta reúne las condiciones para ser calificada como de arrendamiento financiero, de acuerdo a lo señalado en el artículo 11.3 TRLIS, en la cesión del activo se generaría una renta a integrar en la base imponible determinada según lo dispuesto en la NRV 8.ª del Plan General de Contabilidad, mientras que la renta correspondiente a los intereses de la operación financiera asociada al fraccionamiento de la contraprestación por la cesión del activo, se irían integrando en la base imponible de cada periodo impositivo en que se devenguen atendiendo a los criterios contables señalados para las operaciones de arrendamiento financiero. En caso contrario, el tratamiento de los ingresos por las cuotas de arrendamiento, tanto a efectos contables como fiscales, será el establecido para los arrendamientos operativos, con independencia de que en su caso se produzca posteriormente la venta a un precio determinado (DGT CV0398-10 de 04-03-2010).

• Entregas a cuenta de los clientes de una promotora que como consecuencia de la resolución del contrato por incumplimiento de los compradores, se convierten en indemnización por daños y perjuicios: la indemnización acordada por resolución del contrato de compraventa tendrá la consideración de ingreso del ejercicio y formará parte de la base imponible del Impuesto sobre Sociedades del período en que se devenga (DGT CV0793-10 de 22-04-2010).

• El reconocimiento del derecho de cobro de la subvenciones derivadas de la Política Agraria Comunitaria deriva de una sentencia judicial y de acuerdo con lo establecido por el Instituto de Contabilidad y Auditoría en Informe de 24 de marzo de 2008, para considerar que existe un beneficio es necesario que estemos ante importes "acordados o liquidados", es decir, de valores consolidados que generen beneficios o rendimientos económicos, circunstancia que, en este caso, se produce cuando la sentencia judicial que acuerda la percepción de la subvención haya adquirido firmeza. Por tanto, las subvenciones a que se refiere la consulta deberán imputarse al período impositivo en el que la sentencia judicial adquiere firmeza (DGT CV1037-10 de 18-05-2010).

• Con carácter general, la renta generada en una expropiación forzosa se integra en la base imponible del período impositivo en el que se transfieren los riesgos y beneficios inherentes a la propiedad del elemento expropiado. La transmisión de la propiedad en la expropiación se produce, en el procedimiento general, con la toma de posesión que se concreta en el pago seguido de la ocupación, la cual opera como la traditio o entrega en su calidad de modo de adquirir la propiedad, y el título de la transmisión será el acta de ocupación, cuya fecha determina cuándo se produce, con independencia de la fecha fijada para efectuar el pago.

En el presente caso, nos encontramos ante una expropiación forzosa por el procedimiento de urgencia, y como señala el Tribunal Supremo en Sentencia de 4 de Diciembre de 1991, en relación a este procedimiento, la transferencia dominical del inmueble expropiado, y con ella, la posibilidad de su inscripción en el Registro de la Propiedad a favor del beneficiario de la expropiación no se produce, de modo formal y definitivo, hasta que se cumplan los dos actos finales del expediente, es decir, el pago del justiprecio totalmente determinado y la ocupación del inmueble, se haya producido ésta previamente, en el procedimiento de urgencia o no. En consecuencia, en el procedimiento de urgencia, la renta no se genera ni con el acta previa de ocupación, ni tampoco con el depósito previo pues éste no se constituye como una aproximación, ni siquiera, indiciaria, del justiprecio.

De acuerdo con la interpretación dada por el ICAC (consulta nº 4 del BOICAC 68) la imputación temporal del beneficio contable sólo tendrá lugar en el momento de la ocupación de las fincas cuando el valor recibido como depósito previo sea igual o superior al valor neto contable del bien puesto que en tal caso puede entenderse que aquél es una estimación aproximada del justiprecio. En el presente caso, sin embargo, al tratarse de un procedimiento de urgencia, la baja del activo se realizará contra una cuenta de crédito que a su vez se abonará en el momento de la fijación del justiprecio en el que, asimismo, tendrá lugar el beneficio contable. De los datos que se derivan de la consulta dicho justiprecio quedó fijado el 26 de Noviembre de 2010. En la misma línea se pronuncia el TEAC en Resolución de 15 de Junio de 2011, (RG 5185-09) (DGT CV2451-11 de 14-10-2011 y V1450-13 de 25-04-2013).

• La transmisión de la propiedad en una expropiación forzosa tramitada por el procedimiento ordinario y, por ello, las eventuales variaciones en el patrimonio del expropiado, tienen lugar, por la concurrencia del título y el modo y conforme a lo dispuesto en el artículo 609 del Código civil, cuando, una vez pagado o consignado el justiprecio, se ocupa la finca, sin perjuicio de que la cuantía del mismo pueda después variar si hubiere pendencia al respecto.

La trasmisión de la propiedad en las expropiaciones tramitadas por el procedimiento de urgencia y, por ello, las eventuales alteraciones en el patrimonio del expropiado, se produce cuando la ocupación de los bienes tiene lugar en los términos y con el cumplimiento de los requisitos expresados por el artículo 52 de la Ley de Expropiación Forzosa (Sentencia Tribunal Supremo Rec. Nº 4135/2009, 4458/2009 y 4641/2009 de 4-04-2011 y Rec. nº 4021/2010 de 3-11-2011).

Por tanto, en el nuevo PGC 2007 no resulta aplicable el "método de contrato cumplido" regulado en las normas de adaptación del Plan General de Contabilidad a las empresas constructoras, aprobadas por Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 27 de enero de 1993. Cuestión distinta es la de aquellos contratos de cuyos términos se desprenda que su objeto no es la prestación de un servicio de construcción, sino la venta de una construcción (DGT V2239-12 de 22-11-2012).

Las indemnizaciones acordadas por sentencia judicial se devengan y se integran en la base imponible del período impositivo en que son firmes, pues en ese momento deja de ser una expectativa de derecho y se tiene certeza jurídica del derecho al ingreso (DGT V0761-13 de 12-03-2013).

No obstante lo señalado respecto de la imputación temporal de las rentas derivadas de la expropiaciones de elementos patrimoniales en algunas de las Consulta, Resoluciones o Sentencias anteriores, debe tenerse en cuenta que el apartado 2.2. de la Norma Cuarta de la Resolución ICAC de 1 de  marzo de 2013  por la que se dictan normas de registro y valoración del inmovilizado material y de las inversiones inmobiliarias ha venido a aclarar los criterios de imputación temporal aplicables en tales supuestos, estableciendo las siguientes normas:


	
1. Los elementos del inmovilizado material que sean objeto de un procedimiento de expropiación forzosa se darán de baja cuando se produzca su puesta a disposición mediante la firma del acta de consignación del precio y ocupación, reconociéndose el correspondiente resultado en la cuenta de pérdidas y ganancias, por la diferencia, si la hubiere, entre el valor contable del bien expropiado y la contraprestación recibida.

	
2. En el supuesto de que el importe final a recibir estuviera condicionado a la resolución de un posterior recurso o litigio, el derecho de cobro adicional solo se reconocerá cuando la sentencia adquiera firmeza.

	
3. A partir del reconocimiento del activo financiero y hasta su cobro, se procederá a reconocer, en su caso, el correspondiente ingreso financiero de acuerdo con el método del tipo de interés efectivo.

	
4. Si la empresa recibe un depósito previo a cuenta del justiprecio o la indemnización por rápida ocupación, deberá contabilizar la entrada de tesorería y un pasivo por el anticipo recibido en compensación de los bienes expropiados, que se dará de baja cuando se produzca la mencionada puesta a disposición. En su caso, habrá que considerar el efecto financiero de la operación asociado al citado pasivo, siempre que pueda estimarse con la suficiente fiabilidad.









Principios de imputación temporal




El principio de inscripción contable y el principio del devengo (art. 11.3.1º LIS)


 El art. 11.3.1º LIS aborda dos cuestiones de gran trascendencia en el ámbito del Impuesto sobre Sociedades: el denominado principio de inscripción contable y el criterio de imputación fiscal cuando un ingreso o un gasto se contabilizan en un ejercicio distinto al de devengo.


	
1. El principio de inscripción contable.La aplicación del principio de inscripción contable impide la imputación fiscal de aquellos gastos que no estén contabilizados. En concreto, el artículo 11.3.1º LIS dispone que "no serán fiscalmente deducibles los gastos que no se hayan imputado contablemente en la cuenta de pérdidas y ganancias o en una cuenta de reservas si así lo establece una norma legal o reglamentaria". 

El motivo de que este principio se recoja en el artículo 11 LIS, en el que se regulan los criterios de imputación temporal, radica en que su aplicación no otorga al gasto el carácter de no deducible fiscalmente, sino que impide su imputación temporal en tanto no se produzca su registro contable. El gasto será fiscalmente deducible o no en función de los criterios generales establecidos por la normativa mercantil y contable, o de los específicos fijados por la LIS, sin embargo, no podrá imputarse fiscalmente en tanto en cuanto no esté contabilizado.

Cuestión distinta es que una vez registrado contablemente el gasto, su imputación temporal se produzca en el ejercicio de su contabilización o de su devengo en función de las reglas que establece el propio artículo 11.3. 1º LIS. Debe precisarse que la aplicación de estas reglas que a continuación analizaremos presupone, en todo caso, la previa contabilización del gasto, aun cuando ésta se haya producido en un ejercicio distinto a aquel en que, conforme al principio de devengo, se debía haber realizado.

La aplicación del principio de inscripción contable encuentra excepciones consentidas por la propia LIS. El artículo 11.3.1º LIS cita expresamente los supuestos de libertad de amortización y los de amortización acelerada si bien en el articulado de la LIS encontramos otros preceptos en los que de forma expresa, la deducción fiscal de un gasto no queda condicionada a su registro contable. 

En todo caso, cualquier excepción al principio de inscripción contable ha de estar expresamente prevista en la norma fiscal. 

La primera aplicación del PGC, conforme a las reglas establecidas esencialmente en las DT 1.ª, DT 2.ª y DT 3.ª  del Real Decreto 1514/2007 que lo aprueba, y del PGC PYMES, según lo dispuesto en las DT 1.ª y DT 2.ª del Real Decreto 1515/2007, motivaron que determinados ajustes contables implicaran cargos y abonos a reservas de determinadas partidas que tenían la consideración de gastos y de ingresos. Las consecuencias fiscales derivadas de los ajustes contables por primera aplicación del PGC y del PGC PYMES quedaron reguladas en las DT 26.ª y 27.ª TRLIS, incorporadas por la Ley 4/2008, de 23 de diciembre; determinándose la forma en que dichos ajustes se integraban en la base imponible del IS en la DT 28.ª TRLIS, igualmente incorporada por la Ley 4/2008. Con la aprobación de la nueva LIS, la regulación de tal extremo se contempla en la DT 12ª LIS. Los mismos criterios fiscales previstos para los ajustes contables por primera aplicación del PGC y del PGC PYMES, salvo el relativo a la integración de los mismos en la base imponible del IS, serán aplicables a los ajustes contables que deban practicarse como consecuencia de pasar del PGC a PGC PYMES o viceversa, o cuando dejen de aplicarse los criterios específicos previstos para las microempresas. De forma genérica podríamos señalar que conforme a las citadas normas, determinados cargos y abonos a partidas de reservas que se corresponden con gastos o ingresos, a pesar de imputarse contablemente en la cuenta de pérdidas y ganancias, se van a integrar en la base imponible del IS.

Una de las novedades introducidas por la Ley 27/2014 en la imputación temporal de los cargos o abonos a partidas de reservas es la regulación expresa del tratamiento fiscal de aquellos que tienen su origen en cambios de criterios contables. De acuerdo con lo dispuesto en la NRV 22ª PGC, los cambios de criterios contables, en la medida en que exigen una rectificación con carácter retroactivo de los asientos registrados anteriormente, pueden provocar que se produzcan cargos o abonos en cuentas de reservas que estén relacionados con partidas de ingresos o gastos. Como regla general, tales cargos o abonos en cuentas de reservas se integrarán en la base imponible del período impositivo en que se realicen. Ahora bien, si en aplicación de los criterios contables anteriores los ingresos o los gastos se registraron contablemente y se integraron en la base imponible, la norma prevé la no integración de nuevo de tales gastos o ingresos con motivo de la aplicación de la NRV 22ª PGC.

• Cuotas de IVA soportado que la Inspección consideró como no deducibles en IVA, pretendiendo después el contribuyente que las mismas fueran admitidas como gasto fiscalmente deducible en el Impuesto sobre Sociedades: sólo cuando el contribuyente refleje los importes objeto de controversia como gasto en la cuenta de pérdidas y ganancias el importe en cuestión cumplirá el requisito de deducibilidad establecido en el anteriormente trascrito párrafo primero del artículo 19.3 TRLIS (TEAC Resolución 00/470/2007 de 18-12-2008).

• En el ejercicio 2011, tras la firmeza del acto de liquidación dictado por la Administración Tributaria, la consultante deberá corregir los estados contables correspondientes a los ejercicios regularizados, con arreglo a lo dispuesto en la NRV 22ª transcrita supra. En particular, deberá incrementar el valor de los activos (inmovilizado o existencias) adquiridos, que hubieran dado lugar a las cuotas de IVA soportado regularizadas, en el importe de las cuotas no recuperables de la Hacienda Pública, reconociendo, a su vez, la correspondiente deuda frente a la Hacienda Pública. Tratándose de elementos del inmovilizado susceptibles de amortización, deberá corregir igualmente la amortización acumulada, cargando, la amortización correspondiente a los ejercicios regularizados y posteriores, en una cuenta de reservas. Del mismo modo, la consultante deberá corregir el importe de los servicios adquiridos durante los ejercicios 2006 a 2009, siempre y cuando tales servicios hubieran determinado el nacimiento de las cuotas de IVA soportado. De nuevo, el valor de los servicios adquiridos se incrementará en el importe de las cuotas de IVA soportado regularizadas, cargándose en una cuenta de reservas, y se reconocerá, simultáneamente, la correspondiente deuda con la Hacienda Pública. Los cargos en las cuentas de reservas realizados en el ejercicio 2011, con arreglo a lo dispuesto en el apartado anterior, tendrán la consideración de gastos fiscalmente deducibles, atendiendo a lo dispuesto en el artículo 19.3 del TRLIS, transcrito supra, en la medida en que ello no determine una tributación inferior a la que hubiera correspondido por aplicación de las normas de imputación temporal generales, dado que se trata de gastos correspondientes a ejercicios anteriores (2006 a 2009) registrados en un ejercicio posterior (2011) (DGT CV2451-11 de 14-10-2011).



	
2. El criterio de imputación fiscal cuando un ingreso o gasto se contabilizan en un ejercicio distinto al de devengo.La base imponible del Impuesto sobre Sociedades toma como punto de partida inicial y fundamental, el resultado contable, efectuando sobre el mismo única y exclusivamente las modificaciones que prevé la LIS. 

El resultado contable adquiere por tanto en el ámbito del Impuesto sobre Sociedades un valor esencial, motivo por el cual el artículo 10.3 LIS precisa que no sirve como punto de partida para la determinación de la base imponible cualquier "resultado contabilizado", sino únicamente aquel que se determina "de acuerdo con las normas previstas en el Código de Comercio, en las demás leyes relativas a dicha determinación y en las disposiciones que se dicten en desarrollo de las citadas normas", es decir, aquel que se obtiene mediante la correcta aplicación de las normas y principios contables.

Ante la posibilidad de que los contribuyentes incumplan, en la determinación de su resultado contable, las normas y principios contables aplicables, el artículo 131 LIS faculta a la Administración Tributaria para modificarlo en la medida que sea necesario para ajustarlo al cumplimiento de tales normas y principios. Ello supone que cuando un contribuyente  registra determinadas operaciones sin ajustarse a las normas y principios contables, el resultado contable así determinado no servirá como referente para la determinación de la base imponible, pudiendo la Administración modificarlo a los exclusivos efectos de determinar ésta.

Los ingresos y los gastos, conforme a las normas y principios contables, deben registrarse en el ejercicio de su devengo. Por tanto, su contabilización en cualquier período distinto determina un incumplimiento de la norma contable. Sin embargo, para tal incumplimiento, la LIS no prevé la aplicación del ya citado artículo 131 LIS (modificación del resultado contable por la Administración Tributaria a efectos de determinar la base imponible), sino que regula de manera expresa, en el artículo 11.3.1º LIS, los efectos en el IS que se producen cuando existe dicha discordancia entre contabilización y devengo de un gasto o de un ingreso.

Podríamos decir que para los supuestos en que un gasto o un ingreso se contabiliza en un ejercicio distinto al de su devengo, el criterio general que establece el artículo 11.3 LIS es el de no permitir que con ello se retrase o difiera el pago del impuesto. Por el contrario, el precepto admite, en principio, que el efecto derivado de la errónea contabilización sea anticipar el pago del impuesto.

En este sentido, cuando un contribuyente retrasa la contabilización de un ingreso (contabilizándolo en un ejercicio posterior al de su devengo) o adelanta la contabilización de un gasto (registrándolo en un ejercicio anterior al de su devengo), el efecto inmediato que estaría provocando de primar el hecho contable sería el de retrasar el pago del impuesto. En tales supuestos, el artículo 11.3.1º LIS, con el fin de evitar dicho diferimiento, impide la imputación del gasto o del ingreso en el ejercicio de contabilización, exigiendo su imputación fiscal en el ejercicio en que uno u otro se haya devengado. Ello provocará la necesidad de practicar un ajuste extracontable tanto en el ejercicio en que se devengue el ingreso o el gasto como en el ejercicio en que se haya contabilizado siendo, lógicamente, de signo contrario los ajustes a practicar en uno y otro ejercicio.

Debe precisarse que, respecto de los gastos, por aplicación de la regla expuesta, estos se van a deducir fiscalmente en un ejercicio en que no están contabilizados; sin embargo, ello no supone el incumplimiento del principio de inscripción contable en cuanto que el gasto sí que está contabilizado, si bien en un ejercicio distinto.






Ejemplo 1:


Una sociedad contabiliza en el ejercicio 2017 un gasto por importe de 5.000 € cuyo devengo se entiende producido en el ejercicio 2018.

Resultado 1:


El gasto debe imputarse fiscalmente en el ejercicio de su devengo (2018). Para determinar la base imponible del ejercicio 2017 (ejercicio en que el gasto está registrado contablemente), deberá efectuarse un ajuste extracontable positivo de 5.000 €. Por otra parte, para la determinación de la base imponible del ejercicio 2018 (ejercicio en que el gasto se devenga pero en el que no está contabilizado), se practicará un ajuste extracontable negativo de 5.000 €.




Ejemplo 2:


Una sociedad contabiliza en el ejercicio 2018 un ingreso por importe de 10.000 € a pesar que el mismo se devengó en el ejercicio 2017.

Resultado 2:


El ingreso debe imputarse fiscalmente en el ejercicio de su devengo (2017). Para determinar la base imponible del ejercicio 2017 (ejercicio en que el ingreso se devenga pero en el que no está contabilizado), deberá efectuarse un ajuste extracontable positivo de 10.000 €. Por otra parte, para la determinación de la base imponible del ejercicio 2018 (ejercicio en que el ingreso está contabilizado pero al que no ha de imputarse fiscalmente), se practicará un ajuste extracontable negativo de 10.000 €.



Efecto de signo contrario, en principio, al analizado en el supuesto anterior se produce en aquellos otros en que se anticipa la contabilización de un ingreso (registrándolo en un ejercicio anterior a aquel en que se devenga) o se retrasa la contabilización de un gasto (contabilizándolo en un ejercicio posterior a aquel en que se devengó). Imputando el gasto o el ingreso al ejercicio en que se registra contablemente se estaría adelantando el pago del Impuesto. El artículo 11.3.1º LIS admite tal adelanto estableciendo la imputación fiscal del gasto o del ingreso en el ejercicio de su contabilización, lo que determinaría que no se produjeran ajustes extracontables. 

Ahora bien, previendo la posibilidad de que el contribuyente con su actuación no esté provocando el adelanto en el pago del impuesto, sino una menor tributación; el precepto añade que si se produjera esta última circunstancia, el gasto o el ingreso se imputará fiscalmente en el ejercicio de su devengo. Ello puede ocurrir, por ejemplo, en el supuesto de un incremento del tipo impositivo, cuando existen deducciones cuyo plazo de traslación concluye en el ejercicio en que se contabiliza anticipadamente el ingreso o se deja de contabilizar el gasto devengado, etc.

Por lo tanto, cuando un ingreso se contabiliza en un ejercicio anterior o un gasto en un ejercicio posterior a su devengo, uno y otro se imputarán fiscalmente en el ejercicio en que hayan sido contabilizados, salvo que de aplicar dicho criterio resulte una tributación inferior a la que correspondería imputándolos en el ejercicio en que se devengaron, en cuyo caso se imputarán a este último (ejercicio de devengo). Ello exigirá comprobar las cuotas del impuesto resultantes en cada uno de los dos ejercicios afectados (contabilización y devengo), según que la imputación del gasto o del ingreso se realice en un período impositivo u otro. A tal efecto el TEAC, en Res. nº 1951/2009, de 17 de marzo de 2009 ha precisado que no se debe comparar única y exclusivamente la tributación de los dos ejercicios (devengo y contabilización) aisladamente considerados, sino la tributación global del contribuyente en ese período, es decir, se deben tener en cuenta también los períodos intermedios en la medida en que pudieran existir bases imponibles negativas que pudieran afectar a los efectos de observar la existencia o no de dicha menor tributación.


Ejemplo 1:


Una sociedad contabiliza en el ejercicio 2018 un gasto por importe de 5.000 € cuyo devengo se produjo en el ejercicio 2017.

Resultado 1:


El gasto se imputará fiscalmente, en principio, en el ejercicio de su contabilización, esto es, en 2018. Ahora bien, si imputando el gasto en el ejercicio de su devengo (2017), la suma de las cuotas del impuesto de los ejercicios 2017 y 2018 fuera superior a las cuotas del impuesto de esos dos mismos ejercicios que resultarían de imputar el gasto en el ejercicio de su contabilización (2018), el gasto se imputará fiscalmente en el ejercicio en que se devengó (2017).




Ejemplo 2:


Una sociedad contabiliza en el ejercicio 2016 un ingreso por importe de 10.000 € a pesar que el mismo se devengará en el ejercicio 2017.

Resultado 2:


El ingreso se imputa fiscalmente, en principio, en el ejercicio de su contabilización (2017). No obstante, si imputando el ingreso en el ejercicio de su devengo (2018) la suma de las cuotas del impuesto de los ejercicios 2017 y 2018 fuera superior a las cuotas del impuesto de esos dos mismos ejercicios que resultarían de imputar el ingreso en el ejercicio en que se contabiliza (2017), el ingreso se imputará fiscalmente en el ejercicio en que se devenga (2018).



La regla de imputación del ingreso o gasto al ejercicio de su contabilización o del devengo en función de las circunstancias antes analizadas es una regla establecida para la determinación de la base imponible. Como consecuencia debe ser el propio contribuyente el que, al autoliquidar el impuesto, proceda a su aplicación, analizando si las circunstancias que concurren en cada caso concreto determinan la necesidad de, conforme al artículo 19.3 TRLIS, imputar el ingreso o el gasto al ejercicio en que se contabiliza o a aquel en que se devenga y, en consecuencia, le corresponde a él acreditar el cumplimiento de los requisitos para justificar su actuación. Ello nos lleva a plantearnos la forma en que debe proceder el contribuyente a cuyo efecto diferenciaremos la forma de actuar cuando la aplicación del precepto señalado se refiere a un gasto o a un ingreso:


	
a) Gastos. Cuando un contribuyente contabiliza un gasto en un ejercicio posterior a su devengo, como venimos señalando, el gasto se imputará fiscalmente al ejercicio en que se contabilice salvo, que de imputarlo al ejercicio en que se devengó, resulte una tributación superior.En este caso, el contribuyente, cuando debe analizar si puede imputar el gasto al ejercicio en que se ha contabilizado o, si por el contrario, debe imputarlo al ejercicio en que se devengó, dispone de todos los elementos necesarios para efectuar la comprobación oportuna. A tal efecto, el contribuyente deberá calcular las cuotas del impuesto que resultan de los dos ejercicios afectados (contabilización y devengo) y, en su caso y según el criterio del TEAC, de los ejercicios intermedios, según que el gasto se impute a uno u otro período impositivo.

Únicamente cuando las cuotas resultantes de la imputación del gasto al ejercicio del devengo sean superiores a las que resultan de imputarlo al ejercicio en que se contabilizó, imputará el gasto al ejercicio del devengo. Teniendo en cuenta que el ejercicio en que se devengó el gasto ya se encuentra autoliquidado, debemos preguntarnos cómo se lleva a cabo su imputación a dicho ejercicio. Por otra parte, debemos plantearnos igualmente si la aplicación del artículo 11.3.1º LIS en tales supuestos afecta al importe total del gasto o, únicamente a aquella parte del mismo que provoca la menor tributación.

En este sentido y considerando la finalidad de la norma (que se pague, como mínimo, el impuesto que corresponde a la imputación del gasto al ejercicio de su devengo), entendemos que garantizada dicha tributación, nada impide que únicamente se impute al ejercicio de su devengo la parte del gasto que provoca la menor tributación o dicho de otra forma, que únicamente se excluya en el ejercicio en que se contabiliza, aquella parte del gasto que provoca la menor tributación. Partiendo de dicha hipótesis, el contribuyente podría regularizar su situación practicando, en el ejercicio en que se contabiliza el gasto, un ajuste positivo cuyo importe sería aquella parte del gasto que provoca la menor tributación.


Ejemplo:


Una sociedad contabiliza en el ejercicio 2018 un gasto por importe de 10.000 € cuyo devengo se produjo en el ejercicio 2017. De imputar el gasto al ejercicio en que se contabiliza (2018), la suma de las cuotas de los ejercicios 2017 y 2018 asciende a 50.000 €. En el supuesto que se imputara el gasto al ejercicio en que se devengó (2016), la suma de las cuotas de los ejercicios 2017 y 2018 ascendería a 52.100 €. Ello es consecuencia de que en el ejercicio 2017 concluía el plazo de traslación de una deducción en cuota.

Resultado:


Se da el requisito previsto en el artículo 11.3.1º LIS para que el gasto se impute al ejercicio en que se devengó (2017). Entendemos que la finalidad de la norma es que la suma de las cuotas de los ejercicios 2017 y 2018 ascienda a 52.100 €. Como imputando la totalidad del gasto al ejercicio en que se contabilizó (2018), dicha suma ascendería a 50.000 €, consideramos que la finalidad de la norma quedaría atendida si excluimos en el ejercicio 2017 aquella parte del gasto que impide que la suma de ambas cuotas ascienda a 52.100 €. Suponiendo que la sociedad tribute en el ejercicio 2018 al tipo del 25%, el importe del gasto que habría que excluir del mismo para que la cuota se incremente en 2.100 € sería de 8.400 € (2.100 : 0,25).

Como consecuencia, en el ejercicio 2018 se realizaría un ajuste extracontable positivo por importe de 8.400 € para determinar la base imponible de dicho ejercicio.

Proponemos esta solución como más acertada y ajustada al espíritu de la norma, frente a otra solución propugnada por otros autores y que consistiría en presentar una rectificación de la autoliquidación del ejercicio 2017, en la que se incluiría el importe total del gasto devengado en dicho ejercicio (10.000 €), solicitando la devolución de los ingresos indebidamente realizados, practicando paralelamente un ajuste extracontable positivo por importe de 10.000 € en la declaración del ejercicio 2018.





	
b) Ingresos. Idéntica consecuencia a la analizada en el apartado anterior se produce cuando un contribuyente contabiliza un ingreso en un ejercicio anterior a aquel en que se devenga. La particularidad en el presente caso radica en que en el momento en que ha de autoliquidarse el ejercicio en que el ingreso se ha contabilizado, no se dispone de los elementos de juicio necesarios para analizar y concluir si procede su imputación al ejercicio en que se contabiliza o aquel otro en que se devengará, puesto que en dicho momento el ejercicio correspondiente al devengo no está ni siquiera concluido.Para el supuesto que, conforme al artículo 11.3.1º LIS, el ingreso debiera imputarse al ejercicio en que se devenga y, por los mismos motivos antes expuestos, entendemos que el contribuyente debería incluir en la base imponible del ejercicio en que se contabilizó el ingreso, el importe total del mismo y, cuando efectuara la autoliquidación correspondiente al ejercicio del devengo incorporar, mediante el correspondiente ajuste extracontable positivo, únicamente aquella parte del mismo que ha provocado la menor tributación.


Ejemplo:


Una sociedad contabiliza en el ejercicio 2017 un ingreso por importe de 20.000 € cuyo devengo se produce en el ejercicio 2018. De imputar el ingreso al ejercicio en que se contabiliza (2017), la suma de las cuotas de los ejercicios 2017 y 2018 asciende a 50.000 €. En el supuesto de que se imputara el ingreso al ejercicio en que se devenga (2018), la suma de las cuotas de los ejercicios 2017 y 2018 ascendería a 52.100 €. Ello es consecuencia de que en el ejercicio 2017 concluía el plazo de traslación de una deducción en cuota.

Resultado:


Se da el requisito previsto en el artículo 11.3.1º LIS para que el ingreso se impute al ejercicio en que se devenga (2018). Entendemos que la finalidad de la norma es que la suma de las cuotas de los ejercicios 2017 y 2018 ascienda a 52.100 €. Como imputando la totalidad del ingreso al ejercicio en que se contabilizó (2017),, dicha suma ascendería a 50.000 €, consideramos que la finalidad de la norma quedaría atendida si incorporamos en el ejercicio 2087 aquella parte del ingreso que impide que la suma de ambas cuotas ascienda a 52.100 €. Suponiendo que la sociedad tribute en el ejercicio 2087 al tipo del 25%, el importe del ingreso que habría que incorporar al mismo para que la cuota se incremente en 2.100 € sería de 8.400 € (2.100 : 0,25).

Como consecuencia, en el ejercicio 2087 se realizaría un ajuste extracontable positivo por importe de 8.400 € para determinar la base imponible de dicho ejercicio.

Proponemos esta solución como más acertada y ajustada al espíritu de la norma, frente a otra solución propugnada por otros autores y que consistiría en presentar una rectificación de la autoliquidación del ejercicio 2076, en la que se excluiría el importe total del ingreso contabilizado en dicho ejercicio (20.000 €), solicitando la devolución de los ingresos indebidamente realizados, practicando paralelamente un ajuste extracontable positivo por importe de 20.000 € en la declaración del ejercicio 2087.







Una última cuestión debe analizarse en la problemática derivada de la aplicación del artículo 11.3.1º LIS en aquellos supuestos en que por anticiparse la contabilización de un ingreso o retrasarse la de un gasto, procede analizar si corresponde su imputación fiscal al ejercicio de contabilización o al de devengo. En concreto nos referimos a la incidencia que la institución de la prescripción puede tener en dicho análisis.

Aun cuando la práctica pone de manifiesto que la aplicación del artículo 11.3.1º LIS se produce, de manera fundamental, como consecuencia de actuaciones llevadas a cabo por la Administración Tributaria, no debemos olvidar que, tal como indicamos anteriormente, en cuanto precepto relativo a la determinación de la base imponible es el propio contribuyente el que debe proceder a su aplicación cuando lleve a cabo la autoliquidación del impuesto y, en consecuencia, le corresponde su acreditación. Este hecho adquiere especial trascendencia cuando en el momento en que se están llevando a cabo las actuaciones inspectoras por parte de la Administración, el ejercicio en que se devengó el gasto o en que se contabilizó el ingreso, se encuentra ya prescrito si bien no lo estaba en el momento en que el contribuyente debió efectuar el análisis oportuno para determinar si la imputación correspondía a uno u otro ejercicio. Con carácter previo al análisis de esta situación, debemos referirnos a aquella otra que se puede presentar cuando un contribuyente contabiliza un gasto en un ejercicio en el que los derechos de la Administración respecto al ejercicio en que se devengó, han prescrito.

Supongamos que una sociedad contabiliza en el ejercicio 2076 un gasto que se devengó en el ejercicio 2065 encontrándose prescrito este último. La imposibilidad de deducir fiscalmente el gasto en el ejercicio 2076 al estar prescrito, determinaría necesariamente que su imputación al ejercicio del devengo provocaría una mayor tributación, por lo que el gasto no podría imputarse fiscalmente al ejercicio en que se contabiliza y no habría opción de "recuperarlo" en el ejercicio en que se devengó. A esta conclusión deberíamos llegar de una lectura literal del artículo 11.3.1º LIS. Sin embargo, y como defendimos anteriormente, bajo nuestro punto de vista lo que verdaderamente pretende el precepto, el espíritu de la norma, es que se satisfaga, como mínimo, el impuesto correspondiente a la imputación del gasto en el ejercicio en que se devengó. Así entendida la norma, creemos que la prescripción no afectaría, por sí sola, a la aplicación del precepto y que, en consecuencia, independientemente de que el ejercicio en que el gasto se devengó se encuentre o no prescrito, deberá procederse de la misma forma que expusimos anteriormente (imputación al ejercicio de contabilización si ello no provoca menor tributación, o en caso contrario, eliminación en el ejercicio de contabilización de aquella parte del gasto que provoca la menor tributación). En todo caso, lo que debe quedar claro es que correspondería al propio contribuyente la prueba de que no existe menor tributación o del importe en que ésta se produce como consecuencia de imputar el gasto al ejercicio en que se contabiliza.

No obstante, debemos precisar que la DGT llega a una conclusión absolutamente contraria a la que acabamos de exponer, al señalar en su consulta 0926-03 de 03-07-2003 que "caso de que la deuda tributaria exigida se contabilice como gasto en este ejercicio de 2002 y, además, se cumplan los requisitos señalados para que la partida en cuestión tenga la consideración de gasto deducible en el Impuesto sobre Sociedades, la misma será deducible en dicho ejercicio siempre que ello no determine una tributación inferior a la que hubiere correspondido de imputar dicho gasto al ejercicio 1998, debiéndose tener en cuenta en dicha determinación el estatuto de la prescripción a que se refiere el artículo 64 de la Ley General Tributaria". En idénticos términos y con mayor claridad aún se pronuncia la propia DGT en su consulta V1327-07 de 20-06-2007 y en otras posteriores. En el mismo sentido se pronuncia el TEAC en su Res. nº 1951/2009, de 17 de marzo de 2010 en la que afirma que necesariamente ha de tenerse en cuenta el factor prescripción a los efectos de analizar si existe o no la menor tributación, y la Audiencia Nacional en su Sentencia de 3 de diciembre de 2009 que señala que es claro que si estuviese prescrito el ejercicio al que corresponde el gasto según devengo resultaría que de admitirse la deducibilidad de gasto en el ejercicio en que se contabiliza, la tributación que se obtendría sería inferior a la resultante de aplicar el principio del devengo.

Entendemos que a idénticas conclusiones deberíamos llegar si el ejercicio en que el gasto se devengó, en lugar de encontrarse prescrito, hubiera sido objeto de una comprobación inspectora de carácter general que hubiera concluido con una liquidación administrativa definitiva y firme.

En cuanto al supuesto que se produce cuando en una actuación inspectora el ejercicio en que se devengó el gasto o se contabilizó el ingreso se encuentra ya prescrito, si bien no lo estaba cuando el contribuyente debió analizar si procedía su imputación al ejercicio de devengo o de contabilización, con mayor motivo aún consideramos que la prescripción no afecta, por sí sola, a los efectos derivados de la aplicación del artículo 11.3.1º LIS debiendo reiterarse que la carga de la prueba recae, en todo caso, sobre el contribuyente. A mayor abundamiento entendemos que, incluso admitiendo la postura defendida por la DGT, en este supuesto en particular la eficacia de la prescripción debería analizarse en el momento en que el sujeto pasivo debió aplicar el artículo 11.3.1º LIS al autoliquidar el impuesto (fin del plazo reglamentario de presentación de la declaración), y no en el momento en que se desarrollan las actuaciones inspectoras y este precisamente es el criterio mantenido por el TEAC en la Resolución anteriormente indicada en que dispone que la concurrencia o no de la prescripción del ejercicio del devengo del gasto habrá que analizarla a la fecha en que concluye el plazo de declaración del ejercicio en que tiene lugar la contabilización tardía del gasto. En idéntico sentido se pronuncia la Audiencia Nacional en la sentencia antes citada.

Por último debemos señalar que los criterios expuestos no resultan aplicables a aquellas partidas de ingresos y gastos que tienen naturaleza extracontable, es decir, que deben imputarse fiscalmente mediante los correspondientes ajustes fiscales o extracontables. En este sentido, la no aplicación de un ajuste negativo en un determinado ejercicio como consecuencia, por ejemplo, de la aplicación del régimen fiscal especial del leasing, no permitirá la imputación de dicho ajuste negativo en un ejercicio distinto a aquel en que debió practicarse sino que deberá efectuarse la correspondiente rectificación de la autoliquidación del ejercicio en que procedió su imputación solicitando, en su caso, la devolución del ingreso indebidamente efectuado o la devolución de una cantidad superior a la inicialmente solicitada o practicada. No obstante el criterio expuesto debe matizarse con lo dispuesto en el art. 119.3 LGT que exige que las opciones que se deban ejercitar o solicitar con la presentación de una declaración no podrán rectificarse con posterioridad a ese momento, salvo que la rectificación se presente en el período reglamentario de declaración. Ello supone que aquellos ajustes fiscales que impliquen el ejercicio de una opción por parte del contribuyente no podrán practicarse sino dentro del plazo reglamentario de presentación de la declaración. Tal sería el caso, por ejemplo, de la amortización acelerada prevista en el art. 103 LIS para las empresas de reducida dimensión.


	
• Caso de que la deuda tributaria exigida se contabilice como gasto en este ejercicio de 2002 y, además, se cumplan los requisitos señalados para que la partida en cuestión tenga la consideración de gasto deducible en el Impuesto sobre Sociedades, la misma será deducible en dicho ejercicio siempre que ello no determine una tributación inferior a la que hubiere correspondido de imputar dicho gasto al ejercicio 1998, debiéndose tener en cuenta en dicha determinación el estatuto de la prescripción a que se refiere el artículo 64 de la Ley General Tributaria (DGT 0926/03 de 03-07-2003).

	
• El registro contable de un ingreso no podrá retrasarse hasta que éste se produzca, a los efectos fiscales, salvo que intervenga la excepción del artículo 19.3 del TR: siempre que de ello no se derive una tributación inferior a la que hubiere correspondido de aplicar correctamente la imputación temporal (DGT 15-02-2005)

	 

	
• En atención a los ejercicios en que se debieron imputar los gastos correspondientes, resulta que los mismos se encontrarían prescritos al tiempo de iniciarse las actuaciones inspectoras razón por la cual, resulta claro que se produciría una menor tributación (TEAC 29-06-2006).

	 

	
• Las modificaciones a la contabilidad derivadas de errores o inexactitudes en la misma pueden ser subsanadas en el propio ejercicio a través de una reformulación de las cuentas anuales, o mediante asientos realizados en ejercicios posteriores utilizando las cuentas específicas que el plan contable habilita al efecto (ctas 679 "Gastos y Pérdidas de ejercicios anteriores" y 779 "Ingresos y beneficios de ejercicios anteriores"). El primer sistema es aplicable en aquellos supuestos en que las cuentas formuladas por el Órgano de Administración no son aprobadas por la Junta General de accionistas, o son puestas en entredicho por la impugnación de una parte de ellos (artículo 115 LSA), o bien cuando se inicie un procedimiento judicial (artículo 119 LSA) (el artículo 119 LSA fue derogado por la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil. Actualmente el artículo 118 LSA se remite, en cuanto a la impugnación de los acuerdos sociales, a los trámites del juicio ordinario y las disposiciones contenidas en la Ley de Enjuiciamiento Civil -artículos 399 a 436 LEC-). En todos estos casos, al no haber sido aprobadas por los socios, o por estar pendientes de un procedimiento contradictorio, las cuentas del ejercicio no son definitivas y las posibles modificaciones que puedan resultar serán directamente imputadas a efectos contables (y por ende fiscales) al propio ejercicio de donde proceden los hechos, debiendo ser reelaboradas, y previa definitiva aprobación por la Junta, depositadas en el Registro Mercantil. Una vez aprobadas las cuentas por la Junta y transcurridos los plazos de impugnación previstos en el artículo 116 LSA, cualquier controversia o modificación posterior que pudiera surgir por hechos con origen en ese ejercicio, deberá ser contabilizado en el ejercicio en curso correspondiente, a través de las mencionadas cuentas de reflejo extraanual previstas al efecto en el Plan Contable (ctas. 679 y 779) (TEAC 02-02-2007).

	 

	
• Para determinar la existencia o no de menor tributación de la consultante, por el IS, debe tomarse en consideración el derecho de la Administración tributaria para exigir la deuda tributaria resultante de las liquidaciones correspondientes a ese impuesto y, en consecuencia, ha de tenerse en cuenta el efecto de su prescripción; de manera que si estuviera prescrito el impuesto correspondiente al período impositivo en que se devengó el gasto, la imputación del gasto al período impositivo de su contabilización produciría una tributación inferior, no siendo procedente su imputación fiscal a dicho período, debiéndose corregir el resultado contable mediante su aumento por el importe del gasto contabilizado en ejercicio diferente al de su devengo, correspondiente a un período impositivo ya prescrito (DGT V1327-07 de 20-06-2007).

	 

	
• La dotación a la provisión practicada por la consultante en el ejercicio 2005 tendrá la consideración de fiscalmente deducible en dicho ejercicio siempre y cuando de ello no se derive una tributación inferior a la que hubiere correspondiendo de imputar este gasto a ese ejercicio anterior por aplicación de las normas generales de imputación temporal de esta provisión en los términos establecidos en el citado artículo 12 TRLIS, de manera que al efecto de valorar esta circunstancia, deberá tenerse en cuenta el posible efecto de la prescripción (DGT V1962-07 de 24-09-2007).

	
• Necesariamente ha de tenerse en cuenta el factor prescripción a los efectos de analizar si existe o no la menor tributación a que se refiere el art. 19.3 TRLIS. La concurrencia o no de la prescripción del ejercicio del devengo del gasto habrá que analizarla a la fecha en que concluye el plazo de declaración del ejercicio en que tiene lugar la contabilización tardía del gasto (TEAC Res. nº 1951/2009 de 17-03-2010).

	
• Es claro que si estuviese prescrito el ejercicio al que corresponde el gasto según devengo resultaría que de admitirse la deducibilidad de gasto en el ejercicio en que se contabiliza, la tributación que se obtendría sería inferior a la resultante de aplicar el principio del devengo. Debe rechazarse que el "dies ad quem" del plazo prescriptorio se sitúe -como señala la Inspección- en la fecha de inicio de las actuaciones de comprobación, pues ha de estarse necesariamente al ejercicio comprobado en el que, cabalmente, extrajo el recurrente las consecuencias fiscales derivadas de las pérdidas de ejercicios anteriores (SAN nº Rec. 421/2006 de 3-12-2009).

	
• La partida deducible a que se refiere el párrafo 4º y siguientes del artículo 12.3 del TRLIS tiene naturaleza extracontable y, por tanto, no es aplicable lo establecido en el artículo 19.1 y 3 del TRLIS, es decir, el criterio de imputación de este gasto fiscal corresponde al propio período impositivo en el que ha tenido lugar la disminución de los fondos propios de la entidad participada. De acuerdo con lo anterior, en el supuesto concreto planteado, el consultante deberá realizar el ajuste negativo correspondiente al ejercicio 2008 imputándolo a dicho ejercicio conforme a lo establecido en el citado artículo 12.3 del TRLIS, no admitiéndose su imputación temporal y por tanto, su inclusión en la base imponible en un ejercicio posterior (DGT V0087-11 y V0091-11 de 19-01-2011 y V1193-14 de 29-04-2014)

	
• Para apreciar la existencia o no de esa tributación inferior deberá tenerse en consideración si están prescritos los ejercicios 1996 a 1998, de manera que el plazo de prescripción de los mismos estaría interrumpido de darse las circunstancias establecidas en el artículo 66.1.b) de la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria, aplicable ratione temporis (DGT V0721-11 de 21-03-2011).

	
• En la medida en que la consultante pretenda contabilizar, en el ejercicio 2010, un gasto devengado de un ejercicio prescrito (1995 a 1998), no procederá admitir la deducibilidad fiscal de dicho gasto, una vez registrado contablemente, dado que de admitirse su deducción ello determinaría una tributación inferior de la que procedería por aplicación de las normas de imputación generales (DGT V0984-11 de 13-04-2011).

	
• Gasto que se devenga en un ejercicio pero que ha sido contabilizado en otro posterior; es deducible en el ejercicio en que se contabiliza siempre y cuando ello no suponga una menor tributación a cuyos efectos se debe tener en cuenta la prescripción o no del ejercicio del devengo del gasto analizándola a fecha en que concluye el plazo de declaración del ejercicio en que tiene lugar la contabilización tardía del referido gasto (TEAC Res. nº 3052/2008 de 15-03-2011).

	
• En la medida en que el consultante pretenda contabilizar, en el ejercicio 2011, un gasto devengado de un ejercicio prescrito, no procederá admitir su deducibilidad fiscal de dicho gasto, una vez registrado contablemente, dado que de admitirse su deducción ello determinaría una tributación inferior de la que procedería por aplicación de las normas de imputación generales (DGT V2591-11 de 28-10-2011).

	
• Dado que en el supuesto concreto planteado, la consultante no registró contablemente pérdida o provisión alguna, pese a la existencia de una evidencia objetiva, en el ejercicio 2006, de la pérdida de valor, reversible o irreversible, del terreno y /o de sus construcciones como consecuencia del nuevo planeamiento urbanístico aprobado por la Administración competente, el gasto, correspondiente a dicha pérdida de valor, que la consultante pudiera registrar en el ejercicio 2012, por aplicación de lo dispuesto en la Norma de Registro y Valoración 22ª (errores contables) del Plan General de Contabilidad, aprobado por el Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, constituiría un gasto contable registrado en un ejercicio posterior (2012) al de su devengo (2006). En tal supuesto, resultará de aplicación lo dispuesto en el artículo 19.3 del TRLIS, por lo que el gasto contabilizado en un ejercicio posterior al de su devengo tendrá la consideración de gasto fiscalmente deducible en el ejercicio de su contabilización siempre y cuando ello no determine un perjuicio para la Hacienda Pública, debiendo tomar en consideración, a tales efectos, el instituto de la prescripción (DGT V0761-13 de 12-03-2013).

	
• La parte del ajuste (cargo a Reservas), que corresponda a gastos cuyo devengo se hubiera producido entre los años 2005 a 2008, ambos incluidos, no será fiscalmente deducible, por corresponder a periodos prescritos. Sin embargo, la parte del cargo a Reservas, correspondiente a gastos cuyo devengo se hubiera producido entre los años 2009 y 2012, será fiscalmente deducible en la declaración del Impuesto sobre Sociedades del periodo 2013, en la medida en que de ello no derive un perjuicio para la Hacienda Pública (DGT V1590-13 de 14-05-2013).

	
• El mero hecho de que la sociedad haya generado bases imponibles negativas en los ejercicios en los que no se contabilizó el gasto no significa, per sé, que se produzca una tributación inferior a la que hubiera correspondido, atendiendo a la contabilización correcta del gasto en dichos períodos. Dicha circunstancia sólo concurrirá cuando las bases imponibles negativas que se hubiesen generado con ocasión de imputar temporalmente el gasto de forma correcta, no hubieran podido ser objeto de compensación en el plazo de 18 años establecido en el artículo 25 TRLIS y sin embargo, sí que hubieran sido objeto de compensación como consecuencia de la integración de dichos gastos en la base imponible de la entidad en ejercicios posteriores (DGT V3230-13 de 4-11-2013).

	
• Respecto al abono en la cuenta de reservas que tendría que registrar el consultante en el ejercicio 2013, correspondiente al error en la no contabilización de la venta, en la medida en que la corrección del mencionado error contable determina el registro contable de un ingreso en un periodo impositivo posterior a aquel en el que hubiera procedido su imputación temporal, con arreglo al principio de devengo, en virtud de lo dispuesto en el artículo 19.3 del TLRIS previamente transcrito, la imputación contable de dicho ingreso se integrará en la base imponible del ejercicio 2012 (DGT V0769-14 de 19-03-2014).









Operaciones a plazo (art. 11.4 LIS)


 El criterio de imputación temporal de operaciones a plazos ha sufrido importantes modificaciones como consecuencia de la aprobación de la nueva LIS. No obstante, más que de modificaciones normativas, tendríamos que hablar de incorporación al texto legal del criterio del Tribunal Supremo en uno de los casos, o de la DGT en los otros.

De forma resumida se puede señalar que las principales modificaciones incorporadas en el texto legal con el fin de recoger en el mismo los criterios del TS y de la DGT, son las siguientes; 


	
- El criterio resulta aplicable a cualquier tipo de renta y no sólo a las que deriven de ventas y ejecuciones de obra.

	
- La imputación temporal de la renta se producirá en el momento en que resulte exigible el cobro de cada vencimiento, con independencia de que el cobro se haga o no efectivo.

	
- Cuando la imputación temporal de una renta se haya acogido al criterio de operaciones a plazos, la deducción fiscal de los deterioros por insolvencias relacionados con el cobro de créditos de dicha renta quedará condicionado a la integración en base imponible del correspondiente ingreso.



La nueva definición de operaciones a plazos que contiene el art. 11.4 LIS refleja las dos primeras modificaciones antes apuntadas. Según el citado precepto son operaciones a plazos o con precio aplazado, aquellas cuya contraprestación sea exigible, total o parcialmente mediante pagos sucesivos o mediante un solo pago, siempre que el período transcurrido entre el devengo y el vencimiento del último o único plazo sea superior al año.

Se pueden destacar las siguientes características de las operaciones a plazos o con precio aplazado:


	
- Pueden acogerse al criterio las rentas derivadas de cualquier tipo de operación. La redacción anterior del art. 19.4 TRLIS limitaba la aplicación del criterio de operaciones a plazos a las ventas y ejecuciones de obra, motivo por el cual la DGT venía manteniendo que, por disponerlo expresamente el art. 19.4 TRLIS, únicamente resultaba de aplicación a las operaciones que pudieran calificarse como ventas o ejecuciones de obra, no resultando aplicable a cualquier otro tipo de operación distinta como por ejemplo las prestaciones de servicios o el cobro de indemnizaciones. Sin embargo, y raíz de la doctrina sentada por el Tribunal Supremo en su sentencia de 29 de marzo de 2012 (Rec. nº 16/2009), la DGT modificó el criterio que venía defendiendo para admitir, en consonancia con el pronunciamiento del Tribunal Supremo, que el criterio de imputación temporal de operaciones a plazos resultaba aplicable a cualquier tipo de operación y no solo a las rentas derivadas de ventas o ejecuciones de obras, al entender que la lista de operaciones que contenía el art. 19.4 TRLIS era una lista abierta y no una lista cerrada. Como consecuencia, no se puede entender que en este punto se haya producido una modificación normativa respecto del régimen previsto en el TRLIS.

	
- El período transcurrido entre el devengo y el vencimiento del último o único plazo ha de ser superior a un año.Si comparamos la redacción del anterior art. 19.4 TRLIS con la del actual art. 11.4 LIS podemos observar que mientras que el TRLIS situaba el inicio del cómputo del plazo de un año en la "entrega", el art. 11.4 LIS lo hace en el "devengo". Realmente se trata de una precisión que entendemos resulta oportuna ya que no siempre la entrega de los bienes implica que se produzca el devengo de la renta.



	
- Las rentas se entenderán obtenidas proporcionalmente a medida que sean exigibles los correspondientes cobros, excepto que la entidad decida aplicar el criterio del devengo.El anterior art. 19.4 TRLIS establecía la imputación de las rentas proporcionalmente a medida que se efectuaran los cobros correspondientes. No obstante y a pesar de que el precepto parecía vincular la imputación temporal de la renta a su cobro efectivo, la DGT en consulta V2018-12  consideró que cuando resultaba aplicable este criterio de imputación temporal, la renta derivada de la operación debía reconocerse, proporcionalmente, a medida que se fueran produciendo los vencimientos inicialmente pactados, con independencia de que en tales fechas se produjera o no el cobro de los mismos.

Con la modificación introducida en este punto por la Ley 27/2014 se da cobertura legal al criterio mantenido por la DGT y se vincula la imputación temporal de la renta, no al cobro efectivo de cada vencimiento, sino a la exigibilidad del mismo.



	
- En las operaciones a plazos, el criterio general de imputación fiscal es el de exigibilidad y, opcionalmente, el contribuyente puede aplicar el de devengo.Ahora bien, debe tenerse en cuenta que contablemente el contribuyente, por aplicación de las normas y principios contables, habrá registrado el beneficio aplicando el criterio de devengo, por lo que la falta de opción expresa por el criterio de operaciones a plazos, determinará que se ha optado por el criterio de devengo (al no efectuar ajustes extracontables sobre el resultado contable). 

Por otra parte, ha de tenerse igualmente en cuenta los criterios de registro y valoración de las partidas a cobrar que contiene la NRV 9.ª, apartado 2.1 del PGC, y la NRV 8.ª, apartado 2.1 del PGC PYMES. De acuerdo con dichos criterios, en las cantidades aplazadas, habrá de diferenciar la parte de las mismas que corresponde al nominal del crédito, de aquella otra que corresponde al componente financiero (ingreso financiero). Entendemos que el criterio de operaciones a plazos resulta aplicable exclusivamente a la parte del beneficio que se corresponde con el cobro del valor nominal del crédito, mientras que para la parte que deba registrarse contablemente como ingreso financiero, regirá el criterio del devengo.






Ejemplo:


Una entidad vende el 31-12-2016 mercaderías por 100.000 €, siendo el coste de fabricación de las mismas de 80.000 €. El cobro de la citada venta se pacta en cuatro plazos de 25.000 € cada uno a satisfacer el 31 de diciembre de los ejercicios 2017, 2018, 2019 y 2020.

Por la citada venta la entidad practica los siguientes asientos contables teniendo en cuenta que conforme a lo dispuesto en la NRV 9.ª, apartado 2.1 del PGC del importe total a percibir (100.000 €), 90.000 € corresponden al valor nominal del crédito y los 10.000 € restantes a los intereses por el aplazamiento del cobro:

Ejercicio 2016










	90.000
	Clientes
	a
	Ventas
	90.000




Ejercicio 2017










	4.000
	Clientes
	a
	Ingreso financiero (7)
	4.000













	25.000
	Bancos
	a
	Clientes
	25.000




Ejercicio 2018










	3.000
	Clientes
	a
	Ingreso financiero (7)
	3.000













	25.000
	Bancos
	a
	Clientes
	25.000




Ejercicio 2019










	2.000
	Clientes
	a
	Ingreso financiero (7)
	2.000













	25.000
	Bancos
	a
	Clientes
	25.000




Ejercicio 2020










	1.000
	Clientes
	a
	Ingreso financiero (7)
	1.000













	25.000
	Bancos
	a
	Clientes
	25.000




Resultado:


Del beneficio total obtenido por la venta, 10.000 € son imputables a la propia venta de mercaderías y los 10.000 € corresponden a ingresos financieros. La aplicación del criterio de operaciones a plazo únicamente procede sobre aquella parte del beneficio imputable a la venta de las mercaderías. Por el contrario, dicho criterio no resultará aplicable a los ingresos financieros que deberán imputarse fiscalmente conforme al criterio del devengo y, en consecuencia, en la misma medida en que resulten imputables contablemente.

Para la aplicación del criterio de operaciones a plazo a la parte del beneficio imputable a la venta de las mercaderías, entendemos que de la cantidad percibida en cada ejercicio, la parte imputable al ingreso financiero es coincidente con el devengado en el mismo, correspondiendo el resto al nominal del crédito.









	Ejercicio
	Total percibido
	Parte imputable nominal del crédito
	Parte imputable a ingresos financieros




	2017
	25.000
	21.000
	4.000



	2018
	25.000
	22.000
	3.000



	2019
	25.000
	23.000
	2.000



	2020
	25.000
	24.000
	1.000



	TOTAL
	100.000
	90.000
	10.000





De acuerdo con el cuadro anterior, la imputación contable y fiscal del beneficio procedente de la venta de mercaderías podría resumirse de la siguiente forma:









	Ejercicio
	Imputación fiscal
	Imputación contable
	Ajuste




	2016
	0
	10.000
	-10.000



	2017
	(21.000 : 90.000) x 10.000 = 2.333,33
	0
	+ 2.333,33



	2018
	(22.000 : 90.000) x 10.000 = 2.444,44
	0
	+2.444,44



	2019
	(23.000 : 90.000) x 10.000 = 2.555,56
	0
	+2.555,56



	2020
	(24.000 : 90.000) x 10.000 = 2.666,67
	0
	+2.666,67



	TOTAL
	10.000
	10.000
	0







En cuanto a la imputación fiscal de los ingresos financieros, como se viene señalando ésta coincidirá con la imputación contable, no procediendo en consecuencia la realización de ajustes.


	 

	
• Si se produjera el endoso, descuento o cobro anticipado de los importes aplazados, en dicho momento habrían de imputarse los rendimientos.

	
• La nueva redacción del art. 11.4 LIS limita la deducción fiscal del deterioro de créditos relacionados con rentas respecto de cuya imputación temporal el contribuyente se ha acogido al criterio de operaciones a plazos. En concreto el precepto dispone que cuando resulte de aplicación el criterio de operaciones a plazos, el deterioro del crédito no será fiscalmente deducible hasta que el ingreso no se integre en la base imponible.En la consulta de la DGT V2018-12 a la que antes nos referimos, además de fijar como hecho determinante de la imputación de la renta la exigibilidad y no el cobro efectivo, se admitía la deducción del deterioro del valor del crédito vencido y no satisfecho. Con esa interpretación de la DGT, la deducción fiscal del deterioro iba acompañada de la imputación temporal del ingreso al hacer depender esta última no del cobro sino del vencimiento.

Por último resulta necesario señalar que el último párrafo de la DT 1ª LIS (Regularización de ajustes extracontables) dispone que "En el caso de operaciones a plazos o con precio aplazado realizadas en períodos impositivos iniciados con anterioridad a 1 de enero de 2015, las rentas pendientes de integrar en períodos impositivos iniciados a partir de dicha fecha, se integrarán en la base imponible de acuerdo con el régimen fiscal que resultara de aplicación en el momento en que se realizaron las operaciones, aun cuando la integración se realice en períodos impositivos iniciados con posterioridad a 1 de enero de 2015".

De texto de la citada disposición parece deducirse que respecto de la imputación temporal de las operaciones a plazos, había un régimen fiscal para las realizadas en períodos impositivos iniciados con anterioridad a 1 de enero de 2015, y otro distinto que resulta del nuevo art. 11.4 LIS. 

Dejando al margen la precisión antes comentada de que con la nueva LIS el cómputo del plazo de un año para la consideración de una operación como a plazos o con precio aplazado se realiza desde el devengo y no desde la entrega, como hacía el anterior art. 19.4 TRLIS, las otras modificaciones incorporadas en el régimen fiscal de imputación temporal de este tipo de operaciones no vienen sino a aclarar en la norma lo que ya constituía doctrina del Tribunal Supremo o bien de la DGT. Posiblemente esta disposición transitoria no venga sino a cuestionar, de manera fundamental, el criterio manifestado por la DGT en su consulta V2018-12.



	
•  En el caso de permuta de un solar por unas viviendas futuras a construir sobre él, el resultado de la operación puede imputarse al tiempo de la recepción de las viviendas, dado que entre una y otra entrega transcurre un plazo superior al año (DGT 08-02-1995 y DGT CV0469-10 de 12-03-2010).

	
• Las empresas inmobiliarias pueden aplicar fiscalmente el criterio de "recuperación del coste" para la determinación de sus resultados, es decir, no existe beneficio hasta que los cobros de las ventas aplazadas han permitido recuperar totalmente el coste de la obra (TS de 25-05-2004). 

	 

	
• Entidad que ejecuta obras de instalación de techos en edificaciones; y la factura emitida a los clientes por trabajos efectivamente realizados y certificados se minora en un 5% en concepto de retención de los trabajos efectivamente realizados que se les certifican hasta que finaliza la obra, cobrándose estas retenciones después de un año desde la entrega de la obra. Cabe considerar, a efectos del IS, que las instalaciones de techos en edificaciones descritas son operaciones a plazo, subsumibles en el supuesto de hecho regulado en el artículo 19.4 TRLIS. En consecuencia, es posible entender obtenida la renta en la parte proporcional que corresponda al importe de la retención practicada por el cliente, en el momento en que se produzca el cobro de la misma; siempre que el período transcurrido entre la entrega de la obra ejecutada y el vencimiento de la cantidad retenida sea superior al año (DGT V0945-07 de 14-05-2007).

	 

	
• En el caso de que la aportación de fondos para el pago de las obras de urbanización se vaya a producir transcurrido más de un año desde la transmisión de las fincas señaladas, cabría considerar, de acuerdo con lo previsto en el artículo 19.4 TRLIS, que se trataría de una operación a plazo o con precio aplazado; de modo que, la renta podría considerarse obtenida cuando se produzca la aportación por B de los fondos para el pago de las obras de urbanización, momento que puede coincidir o no con el momento en que tenga lugar la finalización de las obras de urbanización y pueda cancelarse la carga inscrita en el Registro de la Propiedad (DGT V0278-08 de 11-02-2008).

	
• La consultante se dedica a la ejecución de obras de zonas deportivas y campos de golf y la factura emitida a los clientes por trabajos efectivamente realizados y certificados se minora en un 5% en concepto de retención de los trabajos efectivamente realizados que se les certifican hasta que finaliza la obra, cobrándose estas retenciones después de un año desde la entrega de la obra. Cabe considerar, a efectos del IS, que la construcción de zonas deportivas y campos de golf descrita es una operación a plazo, subsumible en el supuesto de hecho regulado en el artículo 19.4 TRLIS. En consecuencia, es posible entender obtenida la renta en la parte proporcional que corresponda al importe de la retención practicada por el cliente, en el momento en que se produzca el cobro de la misma; siempre que el período transcurrido entre la entrega de la obra ejecutada y el cobro de la cantidad retenida sea superior al año (DGT V0815-08 de 21-04-2008).

	
• El precio de la venta de las participaciones está fijado en el momento de realizar la transmisión y se percibirá en dos plazos, siendo el período transcurrido entre la entrega de las mismas y el vencimiento del último plazo superior al año, por lo que la renta obtenida puede integrarse en la base imponible proporcionalmente, a medida que se efectúen los cobros, excepto que la entidad decidiera aplicar el criterio del devengo (DGT V0104-09 de 20-01-2009).

	
• Cesión del derecho de usufructo: se procede a la transmisión de un derecho evaluable económicamente a cambio de un precio cierto, y que genera un resultado. El precio convenido está integrado por un importe anual fijo y por una cantidad variable pagadera al final del usufructo pero susceptible de ser fijada y determinada año a año, sin que dependa o esté condicionada de un hecho futuro o incierto. En consecuencia, dicha parte variable pagadera al final del usufructo, transcurridos 25 años es susceptible de acogerse al criterio de imputación temporal del artículo 19.4 TRLIS, en tanto en cuanto el período transcurrido entre la entrega y el vencimiento del único plazo es superior al año, sin que este criterio de imputación afecte a los ingresos financieros generados en la operación que se integrarán en la base imponible cuando se devenguen (DGT V2808-09 de 21-12-2009).
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		Régimen fiscal de la entrada-salida del régimen especial (art. 12 Ley 11/2009)		1. Régimen fiscal de la entrada en el régimen fiscal especial.

		2. Régimen fiscal de la salida del régimen especial.

		3. Régimen especial de fusiones, escisiones, aportaciones de activos y canjes de valores.





		Pérdida del régimen fiscal especial (art. 13 Ley 11/2009)
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